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La columna vertebral del derecho, de todo el entramado jurídico legislativo y doctrinario, es el desideratum de la eticidad. Son los grandes horizontes axiológicos los que definen el objeto y esencia de las leyes todas. O al menos así debería de ser. Toda la teleología de la juridificación reposa en ello. Los valores a tutelar, los bienes que la sociedad con sus procesos culturales desea custodiar o fertilizar, se hallan no nada más detrás de cada una de sus entregas o libranzas legislativas, sino que los va nutriendo con los gritos de las inteligencias más lúcidas o avanzadas de su tiempo.

La afirmación del distinguido jurista centroamericano Mario Peña Chacón, no puede ser más convocante: “La crisis hídrica mundial, es consecuencia directa de la inexistencia de una verdadera y efectiva política ambiental global que permita la conservación y preservación del recurso hídrico, así como de los elementos esenciales para su mantenimiento como lo son bosques y suelos. También es producto de la corrupción, la falta de instituciones eficientes y la inercia burocrática.”
¿Qué responde a ello el derecho, qué cuentas nos rinde la doctrina jurídica, cómo se da esa lucha cotidiana y cruel entre lo positivo y lo vigente del corpus juris, entre la facticidad y validez que nos enseñara Habermas? Tal vez eso es lo que pretende responder o desplegar el maestro Peña Chacón en esta obra emblemática y accesible: “Gestión Integrada del Recurso Hídrico en la Legislación Costarricense” con que nos otorga en simultaneidad enseñanza, cuestionamientos, rumbos y rutas de reflexión.

Todas sus estadísticas, cifras y referentes son las premisas inexpugnables por cuanto llevan a una explicación exegética de las acciones que se realizan en un país ambientalmente comprometido como es Costa Rica. Su país, que es también entrañablemente nuestro. Así llega al año dos mil dos, en que el Poder Ejecutivo promulgó el decreto denominado "Principios que regirán la política nacional en materia de Gestión de Recursos Hídricos", también nos llevará a entender el “Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos”, y el "Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas” al tiempo que nos anuncia  una nueva ley del Recurso Hídrico.

La gestión integrada del recurso hídrico es un concepto que la comunidad internacional desarrolló después de un serio diagnóstico respecto a la asimetría entre población y disponibilidad de agua en volumen y calidad. Sin embargo Peña Chacón con agudeza disecciona el concepto, lo enriquece y lo entrega a la crítica con una verdadera frialdad de científico social. El agua, entendida o presentada como recurso, trae ya, de suyo, una connotación económica, en tanto que si se considera sólo como elemento natural o como parte sustentante de la vida posee además consideraciones ambientales. El autor nos devela ambas.

Por eso nos explica en detalle los cánones como instrumentos económicos de regulación al tiempo que nos adentra en los criterios sociales y ambientales o de sustentabilidad y de equilibrio ecológico. Como propiedad originaria de la Nación, el Estado tiene el deber irrenunciable de velar por la existencia del recurso hídrico, su protección, conservación, acceso universal, eficiente manejo y valoración justa. Sin embargo, encontramos lagunas o ausencias en la legislación de Costa Rica en cuanto a la responsabilidad internacional que ha adquirido, al igual que otros países, en relación con el líquido elemental de sobrevivencia.

El profesor Peña Chacón es de la mejor veta emergente de los grandes jusambientalistas jóvenes latinoamericanos y su obra escrita un referente obligado de quienes abrevamos de los mejores aportes de la inteligencia jurídica en materia ambiental que tanto va ayudando a reaccionar ante los desintereses, desprecios o negligencias de los gobiernos recientes y actuales.

Su obra, este libro, tiene además otros valores que hay que destacar sin mezquindades: es oportuno, es útil, es sencillo, es ameno, es inteligente, es informado. Es muchas cosas. Pero tal vez ese regateo que se hace siempre a las obras de los nuestros, nada más por ese solo hecho de ser de los nuestros y no de los foráneos a quienes no nada más subordinamos nuestra economía y cultura sino también nuestra soberanía y libertades en ocasiones cada vez más frecuentes, hará que se retarde el reconocimiento que debemos a nuestros mejores talentos por jóvenes o modestos que sean.

Y es que detrás de estos trabajos jurídicos, doctrinarios o normativos, se encuentran Derechos Humanos y derechos sociales de primer orden. El derecho ambiental tiene como objetivo la protección de la vida presente y futura, desde luego, pero es el mismo derecho del agua, el de los bosques, el de la biodiversidad en general, el derecho a la cultura ambiental. El libro de Peña Chacón es una obra de derecho administrativo lo mismo que de derecho constitucional o de derechos patrimoniales. La clave está, según este libro desafiante y audaz, en el concepto de la dominialidad, de la nuda propiedad. Parece restregarnos en la cara un nuevo axioma histórico “Ubi hómine proprietas, ubi proprietas Jus.”
Nadie es profeta en su tierra y no creo que Mario Peña sea la excepción, pero en México, en Brasil y Argentina, como en la mayoría de los países de habla hispana, su nombre y su obra, se respetan, se citan, se demandan, se difunden y se aprecian. Dentro de la escuela iberoamericana de derecho ambiental el maestro Peña tiene ya un lugar ganado a pulso y con una oferta de originalidad y prosapia intelectual garantizadas.

Cuando nos explica con paciencia cada artículo, cada concepto o cada contextualización en la Ley de Aguas  o en los reglamentos del rubro nos va llevando con paciencia didáctica por los vericuetos legislativos o del conocimiento ambiental. Está claro que estos cánones salen antes que la nueva Ley del Recurso Hídrico y que todo habrá que revisarse ante la nueva perspectiva. Ese “rebus sic stántibus”  tan recurrente en nuestros sistemas jurídicos que se ahorran campechanamente los anglosajones, aquí no sigue atormentando y ello hace más atenaceante nuestro derecho, su enseñanza y explicación.

Cuántos y cuántos países quisieran decir lo que este Canon costarricense. “El cincuenta por ciento de los ingresos totales provenientes del canon serán destinados a facilitar una gestión integral de aguas a nivel nacional.” Pero cuando nos explica el nuevo proyecto de Ley, se eleva el asunto a niveles geopolíticos y de estrategias de estado. Se responde a grandes convenios Internacionales como el de Ramsar con los humedales y se incorporan los grandes principios ambientales y de manejo del agua que la propia sociedad costarricense propone.

Estamos pues, ante un buen libro. Estamos ante una obra interesante, documentada y de gran importancia académica que nos permite abrigar la esperanza de que podremos romper, algún día, la tendencia deletérea que llevan nuestros países en materia ambiental por haberse incorporado en esquemas de competencia económica sumamente riesgosos y de impredecible desembocadura.

Juzgue el inteligente lector.

Cocoyoc, Morelos, México, 2007.

INTRODUCCION.


Según el II Informe de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos en el mundo, el planeta Tierra cuenta con  mil cuatrocientos millones de kilómetros cúbicos de agua, de los cuales el 97.5% corresponde a  agua salada.  Del 2.5% restante de agua dulce, 68.7%  corresponde a agua inaccesible congelada en los polos, el 30.1% se encuentra en el  subsuelo, y únicamente el 0.4% proviene de ríos, lagos y de la atmósfera.  Entre el 25% y 40% del agua potable que consume el mundo proviene del subsuelo. El agua, un bien abundante y venerado por su capacidad de dar vida, se ha convertido en un recurso escaso.

El agua dulce del planeta está distribuida de forma irregular.  Actualmente el continente asiático alberga el 60% de la población mundial y dispone sólo del 30% de los recursos hídricos del planeta, mientras que América del Sur alberga el 6% de la población mundial y disfruta del 26% de los recursos hídricos del mundo.  

En el mundo, mil millones de personas (20%) no tienen acceso al agua potable y dos mil seiscientos millones (40%) carecen de instalaciones de saneamiento básicas.  Se calcula que para el año 2025, cerca de cinco mil quinientos millones de personas tendrán escasez de agua, siendo que anualmente mueren entre cinco y diez millones de personas en el mundo por uso de agua no tratada.  Sólo en el año 2002, murieron más de tres millones de personas por causa de diarreas y el paludismo, de ellos el 90% eran menores de cinco años.  De acuerdo con la Organización Meteorológica Internacional, alrededor de 34 países van a experimentar serias dificultades de aprovisionamiento para el año 2025.  En la actualidad cerca de 29 países ya sufren de escasez de aguas moderada o severa.  El número de personas que viven en países que sufren escasez va a aumentar de unos 132 millones (datos de 1990) a unos 653 millones en el año 2025, lo que representará entre un 13% y un 20% de la población mundial.

Se estima que el 40% de la población mundial vive en zonas vulnerables a inundaciones y a la elevación del nivel del mar. El cambio climático ha conducido a una alteración en los niveles de lluvia, agudizando la escasez en aquellas regiones que ya experimentaban ese problema.  Por si fuera poco, el deshielo de los glaciales es acelerado y muchos de ellos ubicados en el Asia Central podrían desaparecer para el año 2100, lo que afectaría negativamente la vida en la región.


Las mujeres de los países en vías de desarrollo son las más afectadas por la escasez de agua.  En África y Asia, muchas de ellas juegan un rol fundamental en el transporte del líquido.  


 Mientras la tasa de crecimiento demográfico se ha duplicado durante el último siglo, el consumo de agua se ha multiplicado por seis.  Para el año 2030, se estima que la demanda por el preciado líquido aumentará en un 60%.  Actualmente, un africano consume en promedio 30 litros por día, un palestino 70, un israelí 260 litros, un estadounidense 700, y un europeo 200.  Se estima que el agua necesaria para hacer crecer la comida para las necesidades diarias de un individuo es de 2700 litros.


Latinoamérica no escapa de tan triste realidad, según el informe realizado por el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente PNUMA-2003, América Latina pierde mil millones de dólares anuales por la degradación de suelos, ha perdido más de cincuenta millones de hectáreas de bosques en los últimos treinta años, y más de setenta millones de sus habitantes no tienen acceso a agua potable.  En la región centroamericana la disponibilidad de agua potable per cápita bajó un 62% en los últimos cincuenta años,   dos de cada cinco personas no cuentan con acceso a líquido potable, y sólo un tercio posee conexión a sistemas de saneamiento.
Costa Rica  recibe más de 167 km3 de precipitaciones anuales, dispone 112,4 km2 de recurso hídrico, posee 34 cuencas hidrográficas y cuenta con un índice de  cobertura de agua para consumo humano de un 82.2%, el 76% de la población recibe agua con desinfección continua y el 63,5% consume agua que ha sido sometida a programa de control de calidad.  A pesar de lo anterior,  los cuerpos acuáticos superficiales presentan un grado importante de contaminación proveniente en un 20% de aguas residuales urbanas, un 40% de desechos sólidos e industriales y un 40% se originado  del sector agrícola.  Únicamente el 3% de los efluentes producidos en el país son tratados y tan sólo el 5% del sector industrial cuenta con sistemas de tratamiento de aguas residuales, además, diariamente cerca de doscientos cincuenta mil metros cúbicos de aguas residuales son vertidos en el Río Virilla ubicado en el Gran  Área Metropolitana, convirtiendo a la cuenca del Río Grande de Tárcoles en la más contaminada de Centro América
.

La crisis hídrica mundial, es consecuencia directa de la inexistencia de una  verdadera y efectiva política ambiental global que permita   la conservación y preservación  del  recurso hídrico, así como de los elementos esenciales para su mantenimiento como lo son  bosques y suelos.  También es producto de la  corrupción, la falta de instituciones eficientes y la inercia burocrática.

Con el fin de corregir los errores del pasado que permitieron la pérdida y menoscabo de una gran parte del recurso hídrico disponible, la Asociación Mundial del Agua, durante la celebración del II Foro Mundial del Agua de la Haya en el año 2000 realizó el lanzamiento de el paradigma denominado “Gestión Integrado de los Recursos Hídrico
”, como una propuesta para mejorar el estado actual de la gestión del recurso hídrico y anticipar la posibilidad de una crisis mundial por escasez de agua en los próximos años.


En cumplimiento de los esquemas y principios desarrollados en la propuesta GIRH, los Objetivos del Milenio (ODM)
, y la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible celebrada en Johannesburgo en el 2002, Costa Rica realiza una serie de cambios en su legislación ambiental  hídrica, con el fin de reconocer el valor estratégico del recurso hídrico, tanto desde un punto de vista ambiental como económico y social, todo dentro de un enfoque ecosistémico. 

 A raíz de lo anterior,  en el año 2003 el Poder Ejecutivo promulgó el decreto ejecutivo número 30480-MINAE denominado “Principios que regirán la política nacional en materia de Gestión de Recursos Hídricos”, un año después  estableció el decreto ejecutivo número: 31176-MINAE “Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos,  en enero del 2006  promulgó el decreto ejecutivo 32868-MINAE  “Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas”, y actualmente se encuentra en discusión dentro de la corriente legislativa la nueva ley del Recurso Hídrico
.
CAPITULO I.
DERECHO HUMANO AL AGUA
DERECHO HUMANO AL AGUA

I. Generalidades.


El agua es una necesidad humana indispensable para la vida, esencial para vivir con dignidad. Sin agua no hay vida posible.  Se trata de un derecho humano personalísimo, urbi et orbi, erga omnes, que debe ser acatado por cualquier sociedad y todo Estado. Resulta ser una condición esencial, previa, que condiciona la existencia y el ejercicio de cualquier otro derecho humano
. 

Parte de la doctrina ha sostenido que el derecho a acceder al agua encuadra dentro de la categoría de Derechos Humanos, al menos como presupuesto o desarrollo de distintos derechos reconocidos en los acuerdos internacionales, tales como el derecho a la vida, salud, calidad de vida, domicilio, vida privada,  alimentación adecuada, entre otros.   Discutir si el derecho al agua es un derecho humano autónomo, o accesorio de otro derecho principal, carece de sentido y se torna en una discusión innecesaria, pues en ambos casos será objeto de protección por parte del derecho.

Dentro de la clasificación histórica de los Derechos Humanos, el derecho al acceso al agua formaría parte de los Derechos Humanos de primera generación por ser anterior a la formación del mismo Estado, y por tratarse de un derecho intrínseco a la naturaleza humana, por lo que la función gubernamental deviene únicamente en reconocerlo y regularlo.  Por su parte, el derecho a la acción pública en protección  del agua es posterior al establecimiento del Estado, y por tanto se ejerce frente a éste, por lo que necesita de su plena intervención para su debida implementación y protección, visto de esta perspectiva compartiría características con los derechos económicos, sociales y culturales, y con los derechos de la solidaridad.

Con el advenimiento del Derecho Ambiental y el enfoque ecosistémico, el agua no puede ser vista de manera aislada de los demás recursos que le dan sustento, como lo son bosques y suelos, lo que le da una dimensión integradora en el desenvolvimiento de la totalidad de los ecosistemas.  Como bien lo afirma el autor Miguel Mathus Escorihuela, es a partir de esta nueva visión que el derecho al agua adquiere otro contenido, porque ya no puede ser, solamente, la forma de satisfacer la sed, ni las necesidades complementarias más elementales del ser humano.  Ahora, cumple y debe satisfacer otras necesidades igualmente esenciales.  Debe cumplir servicios y fines ambientales que son imprescindibles para el mantenimiento de la biodiversidad y de los ecosistemas, como, por ejemplo, el mantenimiento de caudales mínimos de estiajes en cursos de agua; los aportes mínimos para el mantenimiento de humedales conforme a la Convención Ramsar; conservación de la flora y la fauna ictícola en pantanos y embalses manteniendo niveles operativos mínimos
.

El derecho humano al agua, como cualquier otro derecho no es ilimitado ni irrestricto
, factores como su carácter finito, su vulnerabilidad y los costos económicos que  requiere su preservación, distribución y tratamiento, llevan a desechar una visión del derecho al agua como un reconocimiento a su acceso inmediato, ilimitado y gratuito a todos sus usuarios y para todos sus distintos usos
.  

En el plano internacional, el derecho humano al agua es reconocido en varios instrumentos jurídicos tales como la Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra las Mujeres
 y la Convención sobre los Derechos del Niño
, también en   Convenios de Derecho Internacional Humanitario, tales como el Protocolo Adicional a los Convenio de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a las víctimas de los conflictos armados internacionales, (Protocolo I) de 1977, y el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II de 1977), así como en Declaraciones Ministeriales como la Declaración de Mar del Plata de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua de 1977
; Declaración de Dublín sobre Agua y Desarrollo Sostenible de 1992
; Declaración Ministerial del Foro Mundial del Agua de Kyoto de 2003; de forma regional en la Carta Europea del Agua de 1968; Carta Europea de los Recursos del Agua de 2001 y la Recomendación 1731 de 2006 del Consejo de Europa “Contribución de Europa por el mejoramiento de la gestión del Agua”; y la Convención de 1992 sobre la protección y la utilización de los recursos de agua transfronterizos y de los lagos internacionales, adoptado en Londres en 1999 en el marco de la Comisión Económica para Europa de las Naciones Unidas;  Carta Africana de de los derechos y bienestar del niño de 1990; Convención Africana para la conservación de la naturaleza y de los recursos naturales de 2003; Protocolo a la Carta Africana de los derechos del hombre y de los pueblos sobre los derechos de la mujer en África de 2003; Carta de las Aguas del Río Senegal de 2002; Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales (Protocolo de San Salvador) de 1988
.  

Pero su desarrollo jurídico  deviene de la interpretación auténtica que realizó el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en su 29 sesión celebrada en Ginebra, del 11 al 29 de noviembre de 2002, y de la que se da cuenta en su Observación General número 15 titulada “El derecho al agua.”

II. Definición.

Según esta interpretación, la fundamentación jurídica del derecho al agua se construye a partir de los artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del 19 de diciembre de 1966, que al efecto disponen:

Artículo 11:  

1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.  Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán individualmente y mediante cooperación internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesiten para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos, mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de los principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma  de los regimenes agrarios de modo que se logre la explotación y utilización más eficaces de las riquezas naturales:

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

Artículo 12-

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que  adoptarán los Estados Partes en el Pacto, a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortalidad y de la mortalidad infantil y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole y la lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

El derecho humano al agua deriva entonces del derecho a un nivel o calidad de vida adecuada y del derecho a la salud, siendo indispensable para asegurar condiciones humanas mínimas de existencia.  Así lo entendió el Comité en su Observancia General número 15, cuando al referirse a los artículos 11 y 12 del Pacto expresó:

“En el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto se enumeran una serie de derechos que dimanan del derecho a un nivel de vida adecuado, “incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados” y son indispensables para su realización.  El uso de la palabra “incluso” indica que esta enumeración de derechos no pretendía ser exhaustiva.  El derecho al agua se encuadra claramente en la categoría de las garantías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, en particular porque es una de las condiciones fundamentales para la supervivencia.  (...) El derecho al agua también está indisolublemente asociado al derecho al más alto nivel posible de salud (párrafo 1 del artículo 12) y al derecho a una vivienda y una alimentación adecuadas (párrafo 1 del artículo 11).  Este derecho debe considerarse conjuntamente con otros derechos consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos, en primer lugar el derecho a la vida y a la dignidad humana.”

De esta forma, el  Comité en su Observación General número 15, definió el derecho humano al agua como:

“El derecho humano al aguas es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico”


Definición similar adopta la Organización Mundial de la Salud:

“Derecho a un acceso al agua de suficiente limpieza y en suficiente cantidad para satisfacer las necesidades humanas, incluyendo entre ellas, como mínimo, las relativas a bebida, baño, limpieza, cocina y saneamiento.”

III. Contenido.

III.1 Accesibilidad física y económica.

Un aspecto primordial del derecho humano al agua es la accesibilidad al recurso por parte de los usuarios.  Según el Comité de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales, esta accesibilidad debe verse en dos dimensiones, una física y otra económica.  


En cuanto a la accesibilidad física, ésta se refiere a que el recurso hídrico, para uso personal y doméstico, debe estar al alcance de todos los usuarios tanto en sus hogares, instituciones educativas, centros de trabajo, o en sus cercanías inmediatas
.  Lo anterior no significa que todo hogar deba ser abastecido por redes de distribución de agua y que el servicio deba ser gratuito
, sino únicamente la posibilidad de todas de poder conectarse a las redes existentes tanto de acueducto como de alcantarillados sanitarios, o bien de tener un acceso físico cercano a una fuente de agua
.

La obligación estatal de proveer agua a sus habitantes como parte del derecho humano al acceso físico al agua, podría implicar el trasvase del recurso de zonas ricas desde una perspectiva hídrica a otras donde prive la escasez del mismo, o bien, el traslado de poblaciones enteras  hacia aquellas zonas geográficas hídricamente privilegiadas, lo cual  no debe afectar, ni mucho menos menoscabar otros derechos humanos reconocidos internacionalmente, como lo son los derechos consuetudinarios de uso, aprovechamiento y conservación del recurso hídrico que poseen las  poblaciones rurales e indígenas, así como sus derechos ancestrales y sagrados sobre las tierras que habitan y sobre los recursos naturales, en el entendido que debe prevalecer el derecho a la autodeterminación de los pueblos,  así como el principio de participación ciudadana en materia ambiental, por sobre factores meramente hidrológicos, geográficos  y económicos. 

Aspectos tales como el grado de concentración demográfica,  la ubicación rural o urbana, o el grado de desarrollo económico del Estado, son relevantes para determinar el grado de cumplimiento de este derecho. Además, la seguridad e integridad física de los usuarios no debe verse amenazada durante el acceso al recurso hídrico. 


Por su parte, la accesibilidad económica está directamente relacionada con su costo económico, el cual debe tener un precio asequible, que no pongo en peligro ni comprometa el ejercicio de otros derechos reconocidos por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  


El agua y los servicios e instalaciones de agua deben ser accesibles a todos, incluso a los sectores más vulnerables, marginados y desprotegidos de la población, sin discriminación alguna.  De ahí el deber estatal de proveer del servicio y accesibilidad a las poblaciones rurales campesinas y zonas indígenas, aún en aquellos casos donde no exista recuperación de costos por parte del ente proveedor.  Lo anterior no implica necesariamente que el servicio deba ser gratuito, sin contraprestación alguna por parte de los usuarios, pues la preservación, mantenimiento, distribución y tratamiento del agua implican  gastos para el suplidor del servicio, razón por la cual, la estructura tarifaria debe estar estructurada de tal forma que permita la recuperación de los costos económicos y castigue el desperdicio.  En aquellos casos donde estén de por medio sectores de población marginados y desprotegidos, el Estado deberá tomar medidas necesarias para garantizarles  tanto el acceso físico, como económico al recurso
.


Para la Organización Mundial de la Salud, si un miembro de una familia, por lo general una mujer o niña, debe caminar horas para recoger el agua necesaria para el consumo diario familiar, o si los costos económicos son tan prohibitivos que lleven a la familia a sacrificar otros derechos esenciales, como la educación, alimentación, o bien se consume agua contaminada, los miembros de esa familia no disfrutan de su derecho al agua accesible.  Según dicha organización, para que el costo del agua sea considerado accesible, un individuo no debería gastar más del cinco por ciento de sus ingresos en adquirirla.

III.2. Calidad y Cantidad.

Otros aspectos que forma parte del contenido del derecho humano al agua son su calidad y cantidad.  En la Observancia número 15 el Comité señaló que debe tratarse de agua que sea salubre y no contenga microorganismos o sustancias químicas o radioactivas que puedan constituir una amenaza para la salud de las personas, además debe tener color, olor y sabor aceptables, para cada uso personal o doméstico.  De esta forma, el agua para la ingesta humana debe ser potable, o sea, libre de sustancias peligrosas para la salud, para los demás usos, el agua no necesariamente debe ser potable.


En cuanto a la cantidad, la Observancia de comentario expone que el abastecimiento de agua debe ser suficiente para los usos personales y domésticos, entre los que están incluidos el consumo, saneamiento, colada, preparación de alimentos e higiene personal y doméstica.  Según datos de la Organización Mundial de la Salud, de 50 a 100 litros diarios por persona son suficientes para cubrir las necesidades básicas, estableciendo  20 litros de agua potable por persona como la cantidad mínima por debajo de la cual se entiende que no existe un abastecimiento de agua digno
.  

III.3.  Uso personal y doméstico.  


Por uso personal o doméstico, debe entenderse el agua necesaria para garantizar la vida y la salud, y únicamente para aquellos usos esenciales para el hombre y su núcleo familiar, tales como alimentación, higiene, lavado,  así como el uso de agua para saneamiento.
  Queda por fuera del derecho humano al agua aquellos usos distintos a los domésticos y personales, tales como los comerciales, industriales, agricultura extensiva
, o la obtención de energía eléctrica. 

 
Distinta calificación merecería el uso de agua para la producción de alimentos de autoconsumo en pequeña escala (agricultura de subsistencia), por parte de los grupos menos favorecidos como lo son las comunidades de campesinos rurales y grupos indígenas, ya que el uso que le dan al recurso hídrico en estas actividades es esencial para asegurar su propia alimentación, factor indispensable para garantizar su vida y su salud.  Por ello,  el uso de agua para riego de productos agrícolas de subsistencia, por parte de estas comunidades, debe tenerse por incorporado dentro del contenido del derecho humano al agua
.


Los usos personales y domésticos del recurso hídrico deben prevalecer por sobre los usos  industriales, agroindustriales,   riego para usos agropecuarios, riego para usos no agropecuarios, hidroeléctricos,  desarrollo de la fuerza hidráulica, turismo,  acuicultura,  recreativos, transporte y otros.   Esta prioridad, debe darse  en armonía con la satisfacción de las necesidades del ecosistema como garante de la sostenibilidad del recurso.  Al respecto la Agenda 21 en su apartados 18.2. y 18.3 dispone:

“El agua se necesita en todos los aspectos de la vida. El objetivo general es velar por que se mantenga un suministro suficiente de agua de buena calidad para toda la población del planeta y preservar al mismo tiempo las funciones hidrológicas, biológicas y químicas de los ecosistemas, adaptando las actividades humanas a los límites de la capacidad de la naturaleza y combatiendo los vectores de las enfermedades relacionadas con el agua. Es preciso contar con tecnologías innovadoras, entre ellas las tecnologías locales mejoradas para aprovechar plenamente los recursos hídricos limitados y protegerlos contra la contaminación.”

“La escasez generalizada de recurso de agua dulce, su destrucción gradual y creciente contaminación, así como la implantación progresiva de actividades incompatibles en muchas regiones del mundo, exigen una planificación y una ordenación integradas de los recursos hídricos.  Esa integración ha de abarcar todos los tipos de masas interrelacionadas de agua dulce, tanto las aguas superficiales como las subterráneas, y ha de tener debidamente en cuenta los aspectos de la calidad y cantidad del agua. Debe reconocerse el carácter multisectorial del aprovechamiento de los recursos hídricos en el contexto del desarrollo socioeconómico, así como la utilización de esos recursos para fines múltiples como el abastecimiento de agua y el saneamiento, la agricultura, la industria, el desarrollo urbano, la generación de energía hidroeléctrica, la pesca en aguas interiores, el transporte, las actividades recreativas, la ordenación de las tierras bajas y las planicies y otras actividades.  Los sistemas racionales de utilización del agua para el aprovechamiento de las fuentes de suministro de agua, sean de superficie, subterráneas u otras posibles, deben estar apoyados por medidas concomitantes encaminadas a conservar el agua y reducir al mínimo el derroche.  Sin embargo, cuando sea necesario, habrá de darse prioridad a las medidas de prevención y control de las inundaciones, así como al control de la sedimentación.”

En  el nuevo enfoque ecosistémico de la gestión integrada del recurso hídrico, toma especial relevancia el tema de los caudales ambientales como garantes de la sostenibilidad del recurso hídrico y por tanto, del derecho humano al agua.

Por caudal ambiental se debe entender “El régimen hídrico que se establece en un río, humedal o zona costera para sustentar ecosistemas y sus beneficios donde hay empleos del agua que compiten entre si y donde los caudales están regulados.  Debe distinguirse entre la cantidad de agua que se necesita para sustentar un ecosistema en su estado cercano a prístino, y la que podría eventualmente asignarse al mismo luego de un proceso de evaluación ambiental, social y económica.  Es último recibe el nombre de caudal ambiental, y será un caudal que sustente el ecosistema en un estado menos que prístino
.”  

La nueva ley de los Recursos Hídricos del Paraguay define caudal como “aquel no derivable de una fuente producto de la particularidad hidrográfica de cada región, de tal forma que garantice un flujo mínimo continuo y permanente, que permita, aguas abajo de todo aprovechamiento a lo largo del cauce, una estabilidad del ecosistema y satisfacer la necesidad de usos comunes
.”
La forma de regular los caudales es por medio infraestructura como diques y presas, o bien, por cambios en las políticas y derechos de asignación de aguas.  Su importancia radica en que los mismos contribuyen en forma sustancial a la salud de los distintos ecosistemas.  Suprimirle a un río o a un acuífero estos caudales no sólo daña el ecosistema acuático, sino que también amenaza a las personas y comunidades que dependen del mismo.  En el caso más extremo, la ausencia a largo plazo de caudales pone en riesgo la existencia misma de ecosistemas dependientes, y por tanto, las vidas, los medios de subsistencia y la seguridad de comunidades e industrias río abajo.  La ausencia de caudales ambientales pone en riesgo la existencia misma de ecosistemas, personas y economías
.


IV.  Obligaciones Estatales.



Como obligaciones básicas de los Estados respecto al derecho humano al agua, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en la Observancia General número 15 estableció las siguientes:

a) Garantizar el acceso a la cantidad esencial mínima de agua que sea suficiente y apta para el uso personal y doméstico y prevenir enfermedades;

b) Asegurar el derecho de acceso al agua y las instalaciones y servicios de agua sobre una base no discriminatoria, en especial a los grupos vulnerables o marginados;

c) Garantizar acceso físico a instalaciones o servicios de agua que proporcionen un suministro suficiente y regular de agua salubre; que tenga un número suficiente de salidas de aguas para evitar unos tiempos de espera prohibitivos; y que se encuentren a una distancia razonable del hogar;

d) Velar porque no se vea amenazada la seguridad personal cuando las personas tengan que acudir a obtener el agua;

e) Velar por una distribución equitativa de todas las instalaciones y servicios de agua disponibles;

f) Adoptar una estrategia y un plan de acción nacionales sobre el agua para toda la población; la estrategia y el plan de acción deberán ser elaborados y periódicamente revisados en base a un proceso participativo y transparente; deberán prever métodos, como el establecimiento de indicadores y niveles de referencia que permitan seguir de cerca los progresos realizados: el proceso mediante el cual se conciben la estrategia y el plan de acción, así como el contenido de ambos, deberán prestar especial atención a todos los grupos vulnerables o marginados;

g) Vigilar el grado de realización, o no realización, del derecho al agua;

h) Poner en marcha programas de agua destinados a sectores concretos y de costo relativamente bajo para proteger a los grupos vulnerables y marginados;

i) Adoptar medidas para prevenir, tratar y controlar las enfermedades asociadas al agua, en particular velando por el acceso a uno servicios de saneamiento adecuados.

Además, los Estados deben proveer a los usuarios de recursos judiciales y administrativos efectivos para la correcta defensa del derecho.  De igual forma, y en el plano internacional, el Comité se refiere a la prohibición por parte de los Estados de tomar medidas que obstaculicen, directa o indirectamente, el ejercicio del derecho al agua potable en otros países, debiendo abstenerse en todo momento de imponer embargos o medidas semejantes que impidan el suministro de agua, así como de aquellos bienes y servicios esenciales para garantizar el derecho al agua, y expresamente afirma “el agua no debe utilizarse jamás como instrumento de presión político y económica.”
V.  Derecho Humano al Agua y los Usos Comunes.


En cierto sector de la doctrina exista la errónea creencia acerca  de que el uso común de las aguas de dominio público, contemplado en los Códigos Civiles de descendencia napoleónica y las Leyes de Aguas, abarcaba ya de por si,  el derecho humano al agua.  


Mediante los usos comunes autorizados todos los sujetos pueden utilizar las aguas superficiales en forma artesanal, para beber, lavar ropa, bañarse y abrevar o bañar caballerías y ganado sin necesidad de una concesión o un permiso de uso. Estos usos comunes pueden llevarse a cabo siempre y cuando no produzcan una alteración de la calidad de las aguas y estas discurran por sus cauces naturales sin ser desviadas.


Como bien lo señala el autor Embid Irujo en su artículo “El derecho al agua en el marco de la evolución del derecho de aguas” los usos comunes no encajan dentro de la moderna concepción del derecho humano al agua, pues los primeros se ejercen únicamente sobre las aguas superficiales siempre que éstas discurran por sus cauces naturales, mientras que el derecho humano al agua no hace diferencia alguna entre aguas superficiales y aguas subterráneas.    A la vez, los usos comunes no implican ningún tipo de obligación activa por parte de los Estados, sino que la posición estatal debe ser pasiva, únicamente permitiendo a los particulares el acceso al agua, mientras que el derecho humano al agua implica una serie de obligaciones tanto activas como omisivas para los distintos estados con el fin de dar cumplimiento a sus preceptos.  Mientras que el derecho humano incluye el acceso a agua de calidad,  así como el acceso a sistemas de saneamiento, el sistema tradicional de usos comunes nada dispone al respecto.  Asimismo, los usos comunes  de beber, lavar ropa y bañarse, si estarían en correlación con los usos personal y doméstico que contempla el derecho humano al agua, pero los usos de abrevar o bañar caballerías y ganado, estarían fuera de esta concepción.  Por último, los usos comunes del año fueron diseñados para ser ejercidos por sujetos individuales, mientras que el derecho humano al agua es concebido además para grupos, comunidades y poblaciones indígenas y rurales.

Todas las anteriores razones esbozadas llevan a la ineludible conclusión de que  es imposible equipar a los usos comunes con el derecho humano al agua.
VI. Reconocimiento del Derecho Humano al Agua en la Legislación y Jurisprudencia Costarricense.

El Decreto Ejecutivo 30480-MINAE del 05 de junio de 2002 denominado:”Principios que regirán la política nacional en materia de gestión de los recursos hídricos, y deberán ser incorporados, en los planes de trabajo de las instituciones públicas relevantes”, en su articulo 1.1. dispone:

“El acceso al agua potable constituye un derecho humano inalienable y debe garantizarse constitucionalmente”

Por su reciente promulgación, el citado decreto es el único instrumento jurídico vigente que reconoce  expresamente el derecho humano al agua.   El proyecto de Ley número 14585 denominado Ley del Recurso Hídrico estipula en su numeral 2.1.  como principio general rector en materia hídrica el derecho humano al acceso al agua,  al efecto dispone: 

“El acceso al agua en condiciones de calidad y cantidad adecuadas es un derecho humano, indispensable para satisfacer las necesidades básicas del ser humano.”

 Por lo anterior, el derecho humano al agua, tal y como se encuentra desarrollado por parte de la Comisión de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en la Observancia General número 15, debe ser extraído vía interpretación de los demás instrumentos jurídicos, tanto nacionales como  internacionales
 que regulan el recurso hídrico en Costa Rica, tales como la Ley Orgánica del Ambiente, Ley General de Salud, Ley de Aguas, Ley de Biodiversidad, Ley Forestal, Ley de Conservación de la Vida Silvestre, Ley General del Agua Potable, Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  Reglamento del Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas, Reglamento para la calidad del Agua Potable, Reglamento del Canon Ambiental por Vertidos, entre otros
.

La connotación del agua como derecho humano ha sido tema de discusión por parte de la  jurisprudencia  emanada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, la cual  en la Sentencia 4654-2003 de las 15:44 hrs. del 27 de mayo de 2003, que al efecto dispuso:

“(…) V.- La Sala reconoce, como parte del Derecho de la Constitución, un derecho fundamental al agua potable, derivado de los derechos fundamentales a la salud, la vida, al medio ambiente sano, a la alimentación y la vivienda digna, entre otros, tal como ha sido reconocido también en instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos aplicables en Costa Rica: así, figura explícitamente en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (art. 14) y la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 24); además, se enuncia en la Conferencia Internacional sobre Población y el Desarrollo de El Cairo (principio 2), y se declara en otros numerosos del Derecho Internacional Humanitario. En nuestro Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el país se encuentra particularmente obligado en esta materia por lo dispuesto en el artículo 11.1 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador" de 1988), el cual dispone que: 
‘Artículo 11. Derecho a un medio ambiente sano 1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos’. 
Además, recientemente, el Comité de Derechos Económicos, Culturales y Sociales de la ONU reiteró que disponer de agua es un derecho humano que, además de ser imprescindible para llevar una vida saludable, es un requisito para la realización de todos los demás derechos humanos. 
VI.- Del anterior marco normativo se deriva una serie de derechos fundamentales ligados a la obligación del Estado de brindar los servicios públicos básicos, que implican, por una parte, que no puede privarse ilegítimamente de ellos a las personas, pero que, como en el caso del agua potable, no puede sostenerse la titularidad de un derecho exigible por cualquier individuo para que el Estado le suministre el servicio público de agua potable, en forma inmediata y dondequiera que sea, sino que, en la forma prevista en el mismo Protocolo de San Salvador, esta clase de derechos obligan a los Estados a adoptar medidas, conforme lo dispone el artículo primero del mismo Protocolo: 
‘Los Estados Partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo’. 
De esto tampoco puede interpretarse que ese derecho fundamental a los servicios públicos no tenga exigibilidad concreta; por el contrario, cuando razonablemente el Estado deba brindarlos, los titulares del derecho pueden exigirlo y no pueden las administraciones públicas o, en su caso, los particulares que los presten en su lugar, escudarse en presuntas carencias de recursos, que ha sido la secular excusa pública para justificar el incumplimiento de sus cometidos.”
Asimismo, el Tribunal Constitucional mediante la resolución número 1923-2004 de las catorce horas cincuenta y cinco minutos del veinticinco de febrero de 2004, y respecto al tema de las aguas subterráneas manifestó:

”...El tema de las aguas subterráneas se encuentra íntimamente ligado a varios derechos fundamentales recogidos en el texto constitucional e instrumentos internacionales de derecho humanos.  Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, enuncia el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el cual se logra, entre otros factores, a través de la protección y conservación del agua para consumo y uso humano y para mantener el equilibrio ecológico en los hábitat de la flora y la fauna y, en general, de la biosfera como patrimonio común de la humanidad.  Del mismo modo, el acceso al agua potable asegura los derechos a la vida – “sin agua no hay vida posible” afirma la Carta del Agua aprobada por le Consejo de Europa en Estrasburgo el 6 de mayo de 1968 -, a la salud de las personas – indispensable para alimento, bebida e higiene – (artículo 21 de la Constitución Política) y, desde luego, está asociada al desarrollo y crecimiento socio-económico de los pueblos para asegurarle a cada individuo un bienestar y una calidad de vida dignos (artículo 33 de la Constitución Política y 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos).  La escasez, la falta de acceso o disponibilidad y la contaminación de ese líquido preciado provocan el empobrecimiento de los pueblos y limita el desarrollo social en grandes proporciones. Consecuentemente la protección y explotación de los reservorios de aguas subterráneas es una obligación estratégica para preservar la vida y la salud de los seres humanos y, desde luego, para el adecuado desarrollo de cualquier pueblo.  (...) En otro orden de ideas, actualmente, se ha reconocido el deber de preservar, para las generaciones futuras, una condiciones de existencia al menos iguales a las heredadas (desarrollo sostenible), por lo que las necesidades del presente deben ser satisfechas sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para hacerlo con los propios (Principio 2 de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano, Estocolmo, 1972).  En esencia, el agua, desde un punto de vista económico y ecológico, es un bien preciado, puesto que es indispensable para cualquier actividad humana (industrial, agrícola, doméstica, comercial, servicios, etc.), como fuente de energía, materia prima, vía de transporte, soporte de actividades recreativas y elemento constitutivo para el mantenimiento de los ecosistemas naturales...”

VII.  Recapitulación.

Siguiendo los lineamientos esgrimidos en la Observancia General número 15 del Comité, el aporte brindado por el autor Antonio Embid Irujo
, y el criterio del autor de este ensayo, se pueden obtener las siguientes conclusiones:

a) Se trata de un derecho humano.

b) Que se formula frente a los Estados y a los particulares
.

c) Se construye con fundamento en una convención internacional (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) que no lo proclama específicamente, pero al que se puede llegar a través de la interpretación jurídica,  y más específicamente, en el de algunas Convenciones Internacionales sobre Derechos Humanos.

d) Su contenido está relacionado con las necesidades básicas de la vida: los usos personales y domésticos.  Se dejan por fuera de su ámbito de protección las utilizaciones industriales, agrícolas y mucho menos las relativas al ocio u otras.

e) El uso del agua por parte de comunidades marginadas o vulnerables (comunidades locales e indígenas) para la agricultura de subsistencia se encontraría incluido dentro de su contenido

f) Se trata de la provisión de agua suficiente en cantidad pero también con unas determinadas condiciones de calidad.  

g) Dentro de su contenido se encuentra no solo el abastecimiento sino también la evacuación de las aguas residuales por medio de infraestructura de saneamiento.

h) El derecho a la información por parte sus usuarios forma parte de su contenido.

i) El derecho al agua implica obligaciones estatales para con sus propios nacionales, extranjeros y para con otros Estados.

j) Los mecanismos de protección del derecho al agua son los propios de cada uno de los instrumentos jurídicos que lo reconocen.

k) Actualmente el derecho al agua no puede ser divorciado del Derecho de los Derechos Humanos y su régimen superior de protección.
l) El derecho humano al agua no puede ser equiparado a los usos comunes contemplados en los Códigos Civiles de descendencia napoleónica.
CAPITULO II.
LA GESTION INTEGRADA DEL RECURSO HIDRICO (GIRH)

LA GESTION INTEGRADA DEL RECURSO HIDRICO (GIRH)

La propuesta (GIRH) nace en el año 2000 durante la celebración del II Foro Mundial del Agua, y es definida como “un proceso que promueve el manejo y desarrollo coordinado del agua, la tierra y los recursos relacionados, con el fin de maximizar el bienestar social y económico resultante de manera equitativa sin comprometer la sustentabilidad de los ecosistemas vitales
.” 

Se parte de la idea que el recurso hídrico se encuentra  integrado a un sistema dinámico más complejo, estando interrelacionado con otros elementos como lo son la flora (bosques), suelo, subsuelo, fauna y por supuesto, la sociedad humana.  De esta forma, los ecosistemas boscosos y otras coberturas vegetales, poseen  capacidad de retención del agua, así como retardamiento de las escorrentías, lo que a la postre determina la infiltración hacia el subsuelo y la calidad y cantidad de las aguas que escurren superficialmente.  En este sentido es que se puede hablar de los bosques como productores de agua, no porque la vegetación la produzca naturalmente, sino porque es un factor de primera importancia para tenerla disponible para el resto del ecosistema y para el uso humano
.
Además, para efectos de planificación hídrica, prevención de la contaminación y uso sostenible, el recurso hídrico es visto como un único recurso, independientemente de su estado sea líquido (aguas superficiales o subterráneas), sólido (hielo de los glaciales) o gaseoso (evaporación atmosférica)
.  

El objetivo primordial de la propuesta (GIRH) es ofrecer una propuesta que llegue a cambiar radicalmente los cánones  actuales de la gestión hídrica a nivel mundial, y con ello anticiparse a una futura crisis mundial por escasez, garantizando el acceso al recurso hídrico tanto a las generaciones actuales como a las futuras
.
La propuesta GIRH se encuentra basada en los principios de la Declaración de Dublín de  1992
 difundidos por diversos eventos como la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (Río de Janeiro, 1992), Diálogos Interamericanos del Agua (Miami, 1993, Buenos Aires, 1996, Panamá 1999 y Folz Iguazú 2001), la Conferencia sobre Evaluación y Manejo de los Recursos Hídricos en América Latina y el Caribe (San José 1996) y en diversos eventos regionales (Parlacen, Guatemala 1994)
 

I. Principios de la Declaración de Dublín:

· Principio Uno: El agua dulce es un recurso finito y vulnerable, esencial para sostener la vida, el desarrollo y el medio ambiente.

· Principio Dos: El aprovechamiento y la gestión del agua debe inspirarse en un planteamiento basado en la participación de los usuarios, los planificadores y los responsables de las decisiones a todos los niveles.

· Principio Tres: La mujer desempeña un papel fundamental en el abastecimiento, la gestión y la protección del agua.

· Principio Cuatro: El agua tiene un valor económico en todos sus diversos usos en competencia a los que se destina y debería reconocérsele como un bien económico.


La propuesta GIRH rompe con el esquema tradicional sectorial de la gestión del recurso hídrico mediante la incorporación de los factores ambientales, sociales y económicos para la consecución de un verdadero  manejo integral en consonancia con los principios integrantes del Desarrollo Sostenible
.    Por ello incorpora en la gestión del recurso hídrico los factores de conservación, preservación y restauración, así como la participación ciudadana.

En lo social establece el acceso al agua para satisfacer la sed y producir alimentos de autoconsumo como un derecho humano, se enfila en los principios de equidad e igualdad a la hora de establecer el acceso y distribución del recurso hídrico, y por último, da prioridad a la participación ciudadana en el manejo y la gestión del recurso.


En lo económico la propuesta se basa en la eficiencia, reconociendo el valor intrínseco del agua como recurso natural, a la vez reconoce el valor ambiental del recurso como un elemento esencial para la sostenibilidad de la vida en la biosfera, así como el valor individual y social del mismo.

En lo ambiental la propuesta se basa en la sostenibilidad, lo anterior implica el reconocimiento del criterio del uso sustentable del recurso a favor de los derechos de las generaciones actuales y futuras; reconoce al agua como un elemento constitutivo del ciclo hidrológico y a éste último como parte integrante del medio ambiente.  Por último propone a las cuencas y vertientes como las  unidades de planificación y administración del recurso hídrico. 

Por su parte, los Objetivos del Milenio (ODM) también promueven la gestión integrada de los recursos hídricos a fin de optimizar el bienestar económico y social, sin poner en peligro la sostenibilidad a largo plazo de los sistemas ambientales.  Sus características destacadas, como se consagró en los Principios de Dublín, son aplicables no sólo al manejo del agua como un recurso, sino también a su utilización para dichos propósitos como suministro de agua, para uso doméstico y servicios de saneamiento, irrigación, generación de energía y sostenibilidad ambiental
.
II.  La propuesta GIRH y Costa Rica

Mediante un proceso de discusión nacional iniciado en el año 2001 y facilitado por la Fundación CR-USA
 con la colaboración de múltiples organizaciones estatales y no gubernamentales, se identificaron los principales problemas relacionados con la gestión del recurso hídrico, se fijaron metas y se establecieron propuestas de soluciones con el fin de aminorar los posibles efectos que acarrearía la escasez del recurso agua en el futuro
.

Como principales problemas relacionados con la gestión del recurso hídrico se identificaron los siguientes:

· El recurso hídrico es sub-valorado desde el punto de vista económico.

· No existe una política de planificación y manejo integrado de los Recursos Hídricos.

· Falta de aplicación y actualización de la legislación relacionada con los Recursos Hídricos.

· El manejo y protección del Recurso Hídrico tiene baja prioridad política y existe poca sensibilidad pública.

· Faltan consideraciones ambientales en el manejo del agua.

· Los programas existentes para la generación, el manejo y el acceso a la información resultan insuficientes.

· Falta una vinculación explícita entre las iniciativas de ordenamiento territorial y el manejo de los recursos hídricos.

El recurso hídrico ha sido subvalorado desde una perspectiva económica.  Se ha extendido la creencia popular de que  es ilimitado.  Con el fin de garantizar el acceso económico al agua, las tarifas  han sido históricamente subsidiadas para  alcanzar metas predeterminadas en salud pública.  La estructura tarifaria de los servicios de acueductos y alcantarillados sanitarios, tradicionalmente han cubierto  únicamente  los gastos administrativos y de operación, dejando por fuera el valor de recurso hídrico per se, así como el de los costos en la conservación de las nacientes, cuencas y aguas subterráneas. 

Las tarifas tradicionales no permiten la reinversión, capitalización y el uso sostenible del recurso hídrico, debido al esquema de subsidios que consuetudinariamente ha imperado.  Lo anterior ha venido a fomentar el desperdicio, la contaminación y degradación de los cuerpos acuáticos a consecuencia de un manejo insostenible de dicho recurso

Con el fin de abordar la problemática de la subvaloración económica del Recurso Hídrico el foro de discusión  fijó las siguientes metas:

· La incorporación de los costos reales del agua deberá formar parte de una política permanente dirigida a la Gestión Integrada de Recursos Hídricos (GIRH).

· Identificar alternativas de corto plazo y bajo costo, para generar recursos frescos para la protección y manejo de recursos hídricos, considerando las acciones necesarias para corregir las distorsiones generadas por la ausencia de inversión y de visión integral.

· Las tarifas deberán estar ajustadas y los cánones de aprovechamiento deberán incluir, además del valor real del servicio para inducir al ahorro, la adopción de medidas para lograr mayor eficiencia en el uso y la inclusión de cargos por vertidos en los cuerpos contaminantes.

· Los ingresos nuevos derivados de las modificaciones tarifarias por inclusión de costos ambientales estarán específicamente asignados al manejo adecuado y la protección de zonas de captación y recarga de fuentes de agua superficiales y subterráneas utilizadas para el abastecimiento del consumo humano.

· Instaurar una férrea cultura de conservación y respeto por el recurso agua.

Por último se propusieron las siguientes soluciones:

· Definir metodologías de valoración del recurso que incluyan la aproximación del valor real del servicio en las tarifas, motivar el ahorro y la adopción de medidas de eficiencia.  

· Motivar en las empresas proveedoras de servicios públicos la adopción de estructuras tarifarias ambientalmente ajustadas, con el propósito de dirigir la inversión hacia la reinversión en actividades de gestión ambiental que incluyan la protección integral de las fuentes de agua y zonas de captación/infiltración de importancia estratégica.

· Ajustar el valor real y ambiental de los cánones de aprovechamiento de aguas superficiales y subterráneas, con el fin de 1) Reinvertir en la protección de zonas estratégicas, 2) Planificar y 3) Controlar y desestimular la extracción de aguas subterráneas debido al riesgo inminente de degradación y agotamiento.

· Promover la implementación de una política GIRH y el afinamiento legal bajo este principio.

· Establecer un modelo piloto de gestión local para acueductos locales.


Conciente de dicha problemática, a partir del año 2002,  Costa Rica impulsó  una serie de cambios dentro de su legislación ambiental  hídrica, con el fin de reconocer el valor estratégico del recurso hídrico dentro de un punto de vista ambiental, económico y social, todo dentro de un enfoque ecosistémico.
CAPITULO III
EL NUEVO ESQUEMA DE LOS CANONES AMBIENTALES COMO INSTRUMENTOS ECONOMICOS DE REGULACION AMBIENTAL
EL NUEVO ESQUEMA DE LOS CANONES AMBIENTALES COMO INSTRUMENTOS ECONOMICOS DE REGULACION AMBIENTAL

Tanto el Canon Ambiental por Vertidos como el Canon por Aprovechamiento de Aguas, han sido promulgados por parte del Poder Ejecutivo vía Decreto Ejecutivo
.  Ambos instrumentos económicos de regulación se encuentran íntimamente ligados a los servicios ambientales que proveen los bosques así como los mismos cuerpos acuáticos, se trata de   cánones y no de impuestos.  Mediante su puesta en ejecución, se  pretende internalizar los costos sociales y ambientales que produce  la degradación y contaminación de los cuerpos acuáticos, y tienen como  fin, la protección  del   recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana y las actividades productivas
I.  Servicios ambientales que prestan los bosques y cuerpos de agua

El inciso k del artículo 3 de la Ley Forestal de Costa Rica define los servicios ambientales como aquellos que brindan los bosques y las plantaciones forestales y que inciden directamente en la protección y el mejoramiento del medio ambiente.  Los clasifica de la siguiente manera: 
a)  Mitigación de gases de efecto invernadero (fijación, reducción, secuestro, almacenamiento y absorción); 
b)   Protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico; 
c)  Protección de la biodiversidad para conservarla y uso sostenible, científico y farmacéutico, investigación y mejoramiento genético, 
d)  Protección de los ecosistemas, formas de vida y belleza escénica natural para fines turísticos y científicos.

Además de los bosques, los cuerpos acuáticos, llámense manantiales, ríos, quebradas, arroyos, lagos, lagunas, marismas embalses, canales, estuarios, mares, manglares, turberas, pantanos,  también brindan un servicio ambiental, tanto a sujetos privados como a entes públicos, al ser receptores de todo tipo de sustancias propias de los procesos productivos, comerciales, industriales, urbanísticas y domésticos. 
A la vez, los ecosistemas acuáticos brindan belleza escénica y recreación, tanto  al turismo nacional como extranjero.  Cada año  deportes de aventura como el rafting y  surfing atraen al país a miles de extranjeros.  Es importante señalar que al día de hoy, la principal fuente de ingresos de Costa Rica lo es la industria turística, la cual aprovecha la imagen ecológica del país para atraer turismo e inversión extranjera, los cuales generan cuantiosos beneficios económicos y sociales.

Por tanto, se entiende por  servicios ambientales  aquellos derivados directamente de elementos de la naturaleza y cuyos valores y beneficios pueden ser económicos, ecológicos o socioculturales, y que inciden directamente en la protección y el mejoramiento del medio ambiente, propiciando una mejor calidad de vida de los habitantes
.
1I. Demanialidad del Recurso Hídrico

De conformidad con los  numerales 1 y 2  de la Ley de Aguas vigente
,  el numeral 4 del Código de Minería
,  el artículo 50 de la Ley Orgánica del Ambiente
 y por el artículo 1.3 del Decreto ejecutivo número 30480
,  la totalidad de las aguas son  propiedad estatal, y por ende, de dominio público. 

 De esta forma, todas las aguas, indistintamente de su estado físico, químico, o biológico,  que se encuentren comprendidas dentro del territorio nacional, sean estas fluviales, terrestres, lacustre, marítimas, subterráneas y atmosféricas, utilizadas o servidas, y cualquier otras comprendidas dentro del territorio nacional, continental e insular, el subsuelo, la plataforma continental submarina, el mar territorial y el espacio aéreo de la nación, son  propiedad del Estado
.


De igual forma, se establece la demanialidad de las fuerzas asociadas que se obtengan de las aguas
; los vasos de los lagos; lagunas; esteros; manglares; cauces y desembocadura de las corrientes, permanentes o intermitentes;  canales artificiales de drenaje y canales de aprovechamiento de aguas cuando sean aprovechados en beneficio colectivo;  de las tierras que circunden las nacientes, sitios de captación o tomas surtidoras de agua potable, en un perímetro no menor de doscientos metros de radio; la zona forestal que  protege o debe proteger las áreas de recarga acuífera, así como  las que dan asiento a fuentes surtidoras o curso permanente de las mismas aguas; playas y zonas marítimas
.
Es importante aclarar que por su naturaleza demanial, el recurso hídrico goza de especial protección, de manera que no es susceptible de ser apropiado por particulares y ni siquiera por la Administración Pública.  Su protección y administración corresponde al Estado en nombre de la Nación, lo cual lo realiza por medio del Ministerio de Ambiente y Energía como órgano rector en la gestión de los recursos hídricos del país, correspondiéndole el disponer y resolver sobre su dominio, aprovechamiento, utilización, gobierno y vigilancia
.
Como bien de dominio público, el aprovechamiento de las aguas del Estado costarricense, puede ser objeto de explotación racional por parte del Estado o por los particulares de acuerdo con la ley, o mediante la figura de la concesión y la del permiso de uso, otorgadas por tiempo determinado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa.  Goza además, de la prerrogativa de ser un recurso inembargable, imprescriptible e inalienable
, y su explotación se puede dar, siempre y cuando se garantice a todos los habitantes, el derecho a una calidad de vida dentro de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado
.

El Estado tiene el deber irrenunciable de velar por la existencia del recurso hídrico, su protección, conservación, acceso universal, eficiente manejo y valoración justa
.
III.  La figura jurídica del canon.

Siguiendo el criterio de la doctrina clásica, un “canon” no es un “impuesto”, siendo el primero una obligación que pesa sobre los que tienen una concesión para usar una dependencia del dominio público, mientras que el impuesto como obligación tributaria es unilateral, pues quien lo paga no recibe beneficio alguno, inmediato y directo proveniente de dicho hecho.


La figura jurídica del canon encuentra asidero  jurídico en la jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia
 que al efecto determinó: 
“… el canon, como la contraprestación a cargo de un particular, por el uso o aprovechamiento de un bien de dominio público, ciertamente escapa al concepto de tributo, que es una imposición por parte del Estado, sin promesa o garantía de que el particular en forma clara y directa un beneficio por ello.  La rígida previsión de que solamente la Asamblea Legislativa puede establecer impuestos (tributos en general), escapa a la situación del canon, que más bien atañe a una relación jurídica que se crea entre el particular y la administración, que, por lo demás puede cesar en cualquier momento, si motivadamente se encontrare que debe procederse así para cubrir el interés público, diferente del particular en sí mismo.”  

.

IV.  Principios del Derecho Internacional Ambiental aplicables.
Dentro del ámbito del derecho ambiental internacional los nuevos cánones encuentran asidero jurídico en  los principio “quien contamina y usa paga”, “internalización de los costos ambientales” y el de “uso de instrumentos económicos”, previstos dentro del Principio 16 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo
.

Además, están basado  en los principios ambientales: precautorio y acción preventiva
, equidad inter e intrageneracional
,   corrección a la fuente
 y participación ciudadana
.   A la vez, se basan en los principios propios del megaderecho humano denominado “Desarrollo Sostenible”
 como lo son los de solidaridad y responsabilidad social.   

Es importante señalar  que los Principios de la Declaración de Dublín, enunciados en el capítulo segundo de esta obra,  también se encuentran contenidos en ambos   decretos ejecutivos de estudio, en especial en el reconocimiento del valor económico del recurso hídrico, la participación de los usuarios en la gestión y aprovechamiento del recurso, y la conceptualización del agua dulce como un recurso finito y vulnerable esencial para el mantenimiento de la vida, el desarrollo y el medio ambiente.

V.  Enfoque ecosistémico

La gestión del recurso hídrico no puede ser aislada de los ecosistemas que le brindan soporte. Por  ello, los cánones de estudio pretenden  establecer un nuevo enfoque de gestión  de carácter ecosistémico, disponiendo que  el manejo del recurso  debe de realizarse considerando su relación con los ecosistemas de soporte   dentro de las cuencas hidrográficas, con el fin de asegurar su disponibilidad en  calidad y cantidad
. 

La gestión, las condiciones  y los requisitos de acceso al recurso hídrico se deben regir por los principios de universalidad, sostenibilidad, eficiencia, equidad y solidaridad social e intergeneracional
.
La cuenca
 constituye la unidad de planificación y de gestión del recurso.  La gestión en la cuenca deber ser  integral, descentralizada y participativa
.  La administración por cuencas (y no por usos) y la administración conjunta (de todas las categorías de agua como una sola fuente) son de implementación imprescindible en la gestión hídrica a corto plazo, con el fin de alcanzar un uso racional y ambientalmente sustentable del agua del recurso y por lo tanto necesario para satisfacer el derecho al agua en todas las regiones y países
.
La planificación hídrica debe contemplar el manejo integrado del recurso hídrico con un enfoque de cuenca hidrográfica que propicie el aprovechamiento racional y sostenible, la conservación, protección y recuperación del recurso agua, sus cauces y ecosistemas
.
 La planificación debe realizarse de tal forma que permita satisfacer las demandas actuales y futuras a partir de la oferta potencial, armonizando el desarrollo nacional, regional y sectorial, procurando optimizar la disponibilidad del recurso en cantidad y calidad y racionalizando su uso en armonía con el ambiente
.   


Dentro de este nuevo enfoque de gestión, la planificación  debe contemplar en forma integral el recurso hídrico en todas sus manifestaciones, superficial, subterráneo y atmosférico, para ello es de rigor valorar y respetar el ciclo hidrológico y los ecosistemas, con el fin de asegurar la calidad y disponibilidad del recurso
.   

CAPITULO IV
CANON AMBIENTAL POR VERTIDOS.
CANON AMBIENTAL POR VERTIDOS
El Canon Ambiental por Vertidos fue promulgado mediante el Decreto Ejecutivo 31176-MINAE del 22 de abril de 2003, mismo que fue reformado por el Decreto Ejecutivo 31858-MINAE del 02 de junio de 2004, el cual  estableció como su fecha de entrada en vigencia el 01 de enero del 2005. En abril de 2005 fue impugnado de inconstitucionalidad por parte Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA). Los argumentos esgrimidos por la impugnante se basaban en dos aspectos fundamentales, el primera fue  que no se trataba de un canon sino de un impuesto, y que por tanto, solamente la Asamblea Legislativa lo podía promulgar,  y el segundo trató acerca de la violación al principio de caja única del Estado debido a la creación de un fideicomiso que manejaría los fondos provenientes del canon.  La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia,  a través del voto 9170-06, declaró con lugar parcialmente la acción únicamente en lo referido a la violación del principio de caja única del Estado, en lo demás dejó incólume el decreto impugnado.  Actualmente existe una nueva propuesta de decreto, cuyos principales aspectos se analizan en el presente capítulo.
I. Fundamento jurídico.
Los  principios del derecho ambiental, mencionados en el capítulo anterior, se encuentran plasmados tanto dentro del preámbulo, como dentro del cuerpo normativo del Reglamento que crea el Canon Ambiental por  Vertidos.  De tal forma que en el apartado quinto
 del preámbulo se expone el principio de equidad inter e intrageneracional,  manifestándose  el deber estatal en desarrollar y tomar con urgencia, las medidas necesarias que recuperen los ecosistemas, con el fin que los recursos hídricos sean sostenibles para las presentes y futuras generaciones.

Los principios de acción preventiva y corrección a la fuente se encuentran contenidos en el numeral 8 del preámbulo del Reglamento cuando se establece la necesidad por parte del Estado, como rector de la política ambiental de la nación, de diseñar y aplicar instrumentos de regulación ambiental de carácter preventivo y disuasivo de las acciones que menoscaben y deterioren los ecosistemas acuáticos, que actúen directamente sobre la fuente, con el fin que sirvan de complemento de los mecanismos tradicionales de comando y control, mismos que no han dado resultados positivos a lo largo del tiempo.

El artículo 6 del preámbulo establece el deber cívico y patriótico de internalizar los costos ambientales, a la vez, el numeral 9 del preámbulo expone el principio quien contamina paga, en el tanto expone que toda persona que utiliza el recurso hídrico para verter sustancias contaminantes, debe pagar por los costos sociales y ambientales que dicho uso implica, haciendo efectivos los principios de solidaridad y responsabilidad sociales inherentes al desarrollo sostenible.

A la vez, el principio precautorio se encuentra estipulado en el numeral 34 del cuerpo normativo del Reglamento de estudio en tanto se le otorga al Ministerio de Ambiente y Energía, en su calidad de ente regulador del canon ambiental, la potestad de tomar las medidas preventivas y correctivas, cuando existan indicios que hagan presumir la posibilidad de graves riesgos a la salud o alteraciones irreversibles a los ecosistemas naturales, producidas por descargas que sobrepasen la capacidad de asimilación de éstos, o que por su toxicidad ameriten la adopción de medidas extraordinarias.

Por último, el principio de participación ciudadana se encuentra previsto en el artículo 32 del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos, mediante el cual se le da participación a todos los sectores, sean  públicos y privados, en las mesas de negociación y concertación, para  la fijación de las metas de reducción de contaminantes por cada zona de control
.
Dentro del marco jurídico costarricense, el  Reglamento de Creación del Canon Ambiental por Vertidos encuentra su sustento en los numerales 50 y 46 Constitucionales, el artículo 17 de la Ley de Aguas y el transitorio V de la Ley Reguladora de los Servicios Públicos, los artículos 2, 3, 4, 5, 6, 50, 51, 52, 59 y 61 de la Ley Orgánica del Ambiente
. Al respecto, el párrafo segundo y tercero del artículo 50 de la Constitución Política de Costa Rica
 consagra la tutela del Derecho Humano de tercera generación de gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, a la vez, establece el deber del Estado de garantizar, defender y preservar tal derecho, dejando a la ley las responsabilidades y sanciones correspondientes.  Por su parte, el párrafo quinto del numeral 46
 Constitucional tutela los derechos de los consumidores y usuarios dentro de los que se encuentran la protección a la salud y el ambiente.

Por último,   la Ley de Aguas vigente, el Código de Minería
 y la Ley Orgánica del Ambiente, establecen la previa autorización estatal, mediante el régimen de concesión, para el aprovechamiento de las aguas públicas, autorización que le corresponde al Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía de conformidad con lo establecido por el Transitorio V de la ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
.  

II.  Objeto y ámbito de aplicación del Canon Ambiental por Vertidos.
Canon ambiental por vertidos es aquella contraprestación en dinero pagada por los usuarios del servicio ambiental que brindan los cuerpos de agua, para el transporte, la dilución y la eliminación de los desechos líquidos originados en el vertimiento puntal
 claramente identificable, los cuales puedan causar efectos nocivos
 sobre el recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana y las actividades productivas
.  

Por tanto, la actividad tasada por medio de canon lo constituye el uso directo, o indirecto de los cuerpos de agua para el vertimiento de sustancias nocivas que de algún modo alteren o generen daños en su calidad, al ambiente o la sociedad.  Lo que se trata de evitar o disminuir a toda costa es la contaminación de las aguas, entendiendo por esta, la incorporación de vertidos o descargas directas o indirectas, o de cualquier tipo de sustancia o energía, cuyas características provoquen o puedan provocar alteraciones nocivas en su calidad física, química y biológica, en la salud o el ambiente.
Los supuestos en que debe encontrarse un ente generador para ser sujeto al pago del canon ambiental por vertido, son los siguientes
: 

1. Que exista un vertimiento puntual y claramente identificable.

2. Que el vertimiento se realice a un cuerpo receptor.

3. Que la carga neta vertida en alguno de los parámetros sujetos al cobro del canon resulte con valores positivos.

Quedan por tanto excluidos de la aplicación de este canon ambiental,  todos aquellos entes generadores cuyos vertidos no sean puntuales, incluyendo las actividades agrícolas y acuícolas y todas aquellas que acrediten la condición de excepción de pago
.

El Canon Ambiental por Vertidos está planificado para ser aplicado a nivel nacional, para ello se dividió el país zonas de control tomando como unidades geográfica las cuencas, subcuencas y sus tramos.  En un inicio sólo se aplicará en  la zona central del país donde se presentan mayores problemas de contaminación, esto por la  falta de capacidad operacional para implementarlo en  el resto del país
.

Los cuerpos receptores de vertidos serían todo aquellos manantiales, ríos, quebradas, arroyos permanente, lagos, lagunas, marismas, embalses, canales, artificiales o no, estuarios, mares, manglares, turberas, pantanos de agua dulce, salobre o salada, en donde se vierten aguas residuales
.

El sujeto de cobro del canon lo constituye toda persona, física o jurídica, pública o privada, con actividades lucrativas o no, que vierta sustancias que de algún modo altere la calidad de los cuerpos de agua, o bien, provoque efectos nocivos sobre la salud de las personas y el ambiente.  También son sujetos de cobro del canon ambiental los entes prestatarios de servicio de alcantarillado sanitario quienes podrán recargar dicho monto en los usuarios del servicio
.
III. Del Ente Competente 


De conformidad con el artículo 13 del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos, el ente competente para la aplicación y administración del canon ambiental por vertidos lo es el Ministerio de Ambiente y Energía.  Estará encargado de administrar, aplicar, calcular y de cobrar  dicho  canon.  


Dentro de las funciones atribuidas al Ministerio de Ambiente y Energía se encuentran:

a) Fijar las metas de reducción en cada zona de control.

b) Fijar el monto del canon

c) Fijar los parámetros de contaminación que se utilizarán para el cálculo del canon

d) Otorgar los permisos de vertido

e) Monitorear los vertimientos y la calidad del agua de los cuerpos receptores

f) Ejercer control y vigilancia de las actividades de las fuentes puntuales 

g) Ejercer la actividad de policía por medio de sus inspectores.

h) Interponer denuncias contra los entes generadores morosos 

i) Realizar el cálculo del monto a pagar por cada una de las fuentes reguladas en cada zona de control

La propuesta de modificación del Canon Ambiental por Vertidos dispone que las funciones establecidas en los incisos e, f, g, y la de identificar las  prioridades  de inversión, tomando en cuenta las variables ambientales y de saneamiento, serán competencia del Ministerio de Ambiente y Energía en coordinación con el Ministerio de Salud.
IV. Permisos de Vertimiento

El permiso de vertido es la autorización emitida por el  ente rector, que faculta a los entes generadores a hacer descargas en cuerpos receptores.


Corresponde al Ministerio de Ambiente y Energía otorgar el respectivo permiso de vertido a todas aquellas personas físicas o jurídicas, privadas o públicas, con actividades lucrativas o no, que utilicen los cuerpos acuáticos para vertimiento de sustancias que puedan alterar la calidad físico-química del agua.
 La carencia de dicho permiso faculta al Ministerio de Ambiente y Energía a abrir procedimientos administrativos
, civiles
 o penales
, sin que esto exima al ente generador del pago del monto del canon.


El permiso de vertido tiene una vigencia de tres años prorrogables en periodos iguales de  forma indefinida
.

La propuesta de modificación del reglamento del Canon Ambiental por Vertidos establece causales de exoneración de la solicitud de permiso de vertidos. Al efecto dispone que todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas cuyas aguas residuales sean: descargadas en un alcantarillado sanitario; reutilizadas según lo establecido en el reglamento que regula el vertido y uso de aguas residuales; descargadas a un tanque séptico o entregadas a un tercero para su tratamiento y vertimiento final, podrán presentar una solicitud de exoneración de permiso de vertidos ante el Ministerio de Ambiente y Energía, para lo cual llenarán el formulario correspondiente que será elaborado por ese Ministerio y publicado en el Diario Oficial La Gaceta.

V. De la base para el cobro y del monto del Canon Ambiental por Vertidos.

El artículo 8 del Reglamento de creación del Canon Ambiental establece 
que el canon se cobrará sobre la carga contaminante neta vertida
, medida en kilogramos, de los parámetros de contaminación denominados “Demanda Química de Oxígeno” (DQO)
 y “Sólidos Suspendidos Totales” (SST)
. Se eligieron estos parámetros de contaminación pues  reflejan las características de las cargas contaminantes vertidas, son fáciles de monitorear, su remoción es factible técnicamente a un costo razonable y su disminución redunda en el mejoramiento en la calidad de los cuerpos acuáticos.  
 
La carga contaminante  neta vertida de DQO
 se determinará considerando únicamente la DQO disuelta, esto es, luego de eliminar los sólidos suspendidos totales en la muestra de análisis
.

Tal y como lo estable el artículo 9 del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos, el monto del canon se calcula por kilogramo de carga contaminante vertida de los parámetros de contaminación DQO y SST, tomando en cuenta los siguientes elementos:

· El costo equivalente a remover un kilogramo de los parámetros utilizados (DQO y SST) mediante el uso de la tecnología idónea disponible

· Los costos de los daños asociados con la contaminación hídrica calculada mediante técnicas de valoración económica que defina el Ministerio de Ambiente y Energía

El artículo 23 del Reglamento de comentario fija como monto del canon, para periodo de seis años, la suma de Veintidós centavos de dólar ($0,22), o su equivalente en colones, por cada kilogramo de DQO vertido y de Diecinueve centavos de dólar ($0,19) o su equivalente en colones, por cada por cada kilogramo de SST vertido.


Con el fin de estimar la carga contaminante vertida en los cuerpos acuáticos el Ministerio de Ambiente y Energía deberá identificar las fuentes puntuales que realizan vertidos en los cuerpos de agua y que estarán sujetas al pago del canon.  Además, con la información suministrada por cada fuente mediante Declaración de Vertidos, se calculará la carga contaminante diaria utilizando la fórmula:

Cc= Q x C x O x 0.0864 x (t/24)

En donde:

Cc: es la carga contaminante expresada en kilogramos por día

Q: Caudal promedio, expresado en litros por segundo

C: es Concentración de la sustancia contaminante, en miligramos por litro

0,0864: es el factor de conversión en unidades

t: tiempo de vertido del usuario expresado en horas por día


Con el fin  de calcular el monto mensual de cobro para cada parámetro de contaminación vertida (j) se calculará el monto a cobrar por concepto de canon (monto Cvj), multiplicando el monto correspondiente a dicho parámetro (Mcj) por la carga contaminante diaria de la misma (Ccj) y por el periodo de descarga mensual (T), de la siguiente manera:

Monto Cvj = Mcj x Ccj x T


El monto total a cobrar a cada fuente se obtendrá de la suma de los montos calculados para cada uno de los parámetros de cobro del canon
.

Es importante señalar que la falta de presentación del formulario de Declaración de Vertidos faculta al Ministerio de Ambiente y Energía a realizar el cobro estimando una carga presuntiva
 para la fuente generadora.  Las empresas de servicio de alcantarillado y las municipalidades que presten tal servicio podrán realizar declaraciones presuntivas de sus vertidos.  El Ministerio de Ambiente y Energía como ente competente en la aplicación y cobro del canon ambiental por vertidos se encuentra facultado, en caso de duda, a realizar mediciones en la fuente puntual y reajustar el monto a pagar de acuerdo a los resultados obtenidos.  A la vez, podrá de forma aleatoria, realizar inspecciones y mediciones rutinarias sobre las  fuentes que estime necesarias.

VI. Cobro gradual del canon ambiental


Durante los primeros seis años de aplicación y cobro del canon ambiental se cobrará gradualmente de la siguiente manera:

· Durante el primer año se cobrará un monto anual correspondiente al 10% del monto máximo fijado para el periodo total

· Durante el segundo año se cobrará un monto equivalente al 20% del monto máximo del canon.

· Durante el tercer año el monto anual será equivalente al 35% del monto máximo del canon.

· Durante el cuarto año de aplicación del canon, el monto anual será el equivalente al 55% del monto máximo del canon.

· Durante el quinto año el monto anual será el equivalente al 75% del monto máximo del canon.

· Durante el sexto año de aplicación del canon, el monto anual será equivalente al 100% del monto máximo del canon.

VII.  Procedimiento de fijación de las metas de reducción.

El procedimiento de fijación de las metas de reducción se basa en el principio ambiental de participación ciudadana contenido tanto el la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo
 como en la Ley Orgánica del Ambiente
.  De esta forma, las cuotas de reducción son determinadas mediante un proceso de negociación y concertación con la participación activa en mesas de negociación de todos los sectores involucrados, sean estos públicos y privados
.

El artículo 14 del Reglamento de Canon Ambiental por vertidos, en su inciso a) establece el deber del Ministerio de Ambiente y Energía de fijar las metas de reducción en cada zona de control para cada periodo de implementación. 


Para ello, el artículo 29 del Reglamento de comentario establece una serie de criterios para la determinación de la meta de reducción:

· Importancia de la diversidad biológica de la zona

· Capacidad de asimilación del recurso

· Usos actuales y potenciales del recurso 

· Condiciones socioeconómicas de la población afectada

· Niveles de contaminación presentes.

De esta forma, con la información obtenida mediante el procedimiento descrito para el cálculo del monto del canon, se calculará el total de carga contaminante de cada parámetro vertido al cuerpo de agua por las fuentes identificadas durante un año.  Con esa información y tomando en cuenta los criterios enunciados anteriormente, el Ministerio de Ambiente y Energía, como ente rector, elaborará la propuesta de la meta de reducción de carga contaminante para cada zona de control
.  Una vez elaborada la propuesta de meta de reducción se inicia el proceso de concertación y negociación con todas las partes interesadas
 en cada zona de control, proceso que no podrá extenderse por más de tres meses.  Si el proceso de concertación y negociación no llega a un acuerdo consensuado el Ministerio de Ambiente y Energía decidirá la meta de reducción correspondiente a cada zona de control.

En el caso de haberse alcanzado la meta de reducción en una zona de control determinada, el Ministerio de Ambiente y Energía podrá discrecionalmente mantener fijo el monto del canon que esté vigente en el año en que se alcanzó dicha meta, hasta que se cumpla el periodo fijado de seis años.  El monto se mantendrá vigente siempre y cuando se mantenga la meta, y en caso de incumplimiento o retroceso de los niveles alcanzados el monto se mantendrá vigente
.
VIII. Inversión y Manejo de los fondos recaudados

Los fondos recaudados deberán ser invertidos en la cuenca hidrográfica
 que se generen y únicamente en los rubros de inversiones y proporciones que se detallan:

· 60% del monto recaudado se usará para financiar inversiones de proyectos de alcantarillado y tratamiento de aguas residuales domésticas en el ámbito municipal

· 15% del monto recaudado se usará para la promoción de la producción más limpia en fuentes puntuales de vertido de sectores industriales, agroindustriales y agropecuarios.  Los fondos se utilizarán para capacitación, divulgación e investigación de procesos y tecnología mas limpias.

· 10% del monto recaudado se utilizará en requerimientos de monitoreo de las fuentes emisoras 

· 10% del monto recaudado se utilizará en financiar gastos de administración del canon 

· Por último, hasta un 5% del monto recaudado se utilizará para financiar actividades de educación ambiental dirigidas a la población y otros usuarios de agua.

Existe prohibición expresa de invertir los recursos captados en actividades distintas a las enunciadas anteriormente, o que no tengan por objeto la recuperación total o parcial de los costos sociales y ambientales que genera el vertimiento de sustancias nocivas a los cuerpos de agua de la respectiva cuenca.

El Ministerio de Ambiente y Energía distribuirá los fondos recaudados entre las distintas cuencas hidrográficas utilizando el criterio de proporcionalidad en relación a la generación de ingresos originados en cada cuenca, de tal manera que a mayor ingreso por cuenca, mayor serán los recursos asignados a la recuperación de la misma.
El mecanismo de fideicomiso que previó el Reglamento vigente del Canon Ambiental por Vertidos para el manejo de los fondos recaudados, fue declarado inconstitucional por parte de la Sala Constitucional debido a que violentaba el principio de Caja Única del Estado.  A raíz de lo anterior, la propuesta de modificación del Reglamento del Canon Ambiental por Vertidos propone que los recursos provenientes de la aplicación del canon por vertidos ingresen a una cuenta especial creada para tal fin por el Ministerio de Ambiente y Energía y que sean  depositados en la Tesorería Nacional. El MINAE, mediante directriz administrativa, establecería los procedimientos y criterios específicos para la inversión y aplicabilidad de estos fondos. Los fondos serían  ejecutados por el MINAE previa aprobación de un Consejo Directivo tomando en cuenta prioridades ambientales y de saneamiento. Este consejo estaría integrado por:
a) Dos  representantes del Ministerio de Ambiente y Energía, uno de los cuales presidirá. 

b) Un representante del Ministerio de Educación.

c) Un representante del Ministerio de Salud.

d) Un representante de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada (UCCAEP).

e) Un representante de los entes administradores de alcantarillado sanitario.  

f) Un representante de Confederación Nacional de Asociaciones de Desarrollo Comunal (CONADECO).

g) Un representante del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM).

h) Un representante de la Federación Costarricense para la Conservación del Ambiente (FECON).

IX. Incentivos

El reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos no propone ningún mecanismo de apoyo financiero a empresas públicas o privadas que estimule el uso de tecnologías limpias.  Por tanto, no incentiva a las empresas que cumplen a cabalidad con la normativa vigente de vertidos y que han invertido en tecnología para cumplir con las regulaciones ambientales.  

La propuesta de modificación del Reglamento del Canon Ambiental por Vertidos  pretende solventar esta falencia por medio de  un régimen de incentivos y castigos económicos.  De esta forma, se le concedería un  25% de descuento al ente generador si vierte por debajo de las concentraciones máximas permitas, mientras que se  sancionaría  adicionalmente a los que no cumplen con las concentraciones máximas,  en el caso que se  supere el límite máximo y hasta 15%, se sancionaría multiplicando la fórmula por 3.5, y si se sobrepasare del 15% se cancelaría el permiso de vertido.

También el proyecto de ley del Recurso Hídrico pretende corregir dicha carencia, al establecer que parte de los recursos provenientes del canon se utilizarían en la unidad hidrográfica que los genera y serían invertidos en promover en los sectores industrial, agroindustrial y agropecuario la producción más limpia para el aprovechamiento eficiente del agua y la disminución de cargas contaminantes; financiar sistemas de capacitación para los procesos de reconversión industrial hacia el uso de tecnologías limpias para la reducción de vertidos; hacer del conocimiento público los resultados de la aplicación del canon por vertidos, así como el desempeño ambiental de los entes generadores; educación ambiental y uso racional del recurso
.
CAPITULO V

CANON POR CONCEPTO DE APROVECHAMIENTO DE  AGUAS

CANON POR CONCEPTO DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS
I. Naturaleza del Canon de Aprovechamiento de Aguas


De conformidad con el numeral 17 de la Ley de Aguas vigente
, en relación con el transitorio 5 de Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
,   corresponde al Ministerio de Ambiente y Energía por medio de su Departamento de Aguas, la autorización para el aprovechamiento de las aguas, encontrándose exentas por ministerio de ley de  solicitar concesión únicamente el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el Instituto Costarricense de Electricidad, a los cuales sus respectivas leyes constitutivas les otorgan una concesión de pleno derecho
.

La forma en que el Ministerio de Ambiente y Energía autoriza el aprovechamiento de las aguas nacionales lo es por medio de la figura de la concesión
.  De igual forma la misma Ley de Aguas en su artículo 169
 establece la obligatoriedad por parte del Ministerio de Ambiente y Energía de cobrar un canon a los concesionarios por concepto de aprovechamiento de aguas.  


Una vez definido el marco conceptual en el cual se desarrolla el nuevo canon por aprovechamiento de aguas es importante analizar su contenido.  Al respecto el decreto de comentario  en su artículo 1 establece “El canon por aprovechamiento de agua debe utilizarse como instrumento económico para la regulación del aprovechamiento y administración del agua, que permita la disponibilidad hídrica para el abastecimiento confiable en el consumo humano y el desarrollo socioeconómico del país y además la generación de recursos económicos para financiar a largo plazo una gestión sostenible del recurso hídrico en Costa Rica.”  


De lo desarrollado hasta el momento se puede extraer lo siguiente:

· Se trata de un canon y no de un impuesto.

· Es un mecanismo económico de regulación estatal del aprovechamiento y administración efectiva de la oferta de agua.

· Su objeto lo es garantizar el abastecimiento de agua para consumo humano y el desarrollo social.

· Los recursos económicos  generados por el cobro del canon deben ser  suficientes para garantizar la gestión del recurso hídrico actual y futuro.

II. Estructura del Canon derogado


El aprovechamiento de aguas se encontraba regulado por el Decreto Ejecutivo número 26635-MINAE
.  El mismo reflejaba una estructura desactualizada que sólo contemplaba los costos administrativos básicos de atención del trámite de concesiones y no incluía otros componentes importantes para la gestión óptima del agua, como lo son la investigación, el control, monitoreo, conservación integral del recurso hídrico, que permitieren avanzar hacia esquemas más consolidados para la administración óptima del agua y donde se reconociere el valor agregado del agua subterránea proveniente de los acuíferos como sistemas hidrogeológicos mucho más complejos que el superficial
.

La estructura del canon derogado contemplaba la asignación de caudales fijos en litros por segundo, con una valoración económica que variaba según rangos de consumo y diferenciando el valor para aguas superficiales y subterráneas, con un comportamiento de valor decreciente, lo cual significaba que a mayor caudal asignado, menor era el valor del litro por segundo asignado. 

III. Definición 


El nuevo Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas
, en cumplimiento de los principios del desarrollo sostenible, llegó a dar un giro de ciento ochenta grados a la  estructura del anterior canon, no sólo en lo relativo en el precio o valor a cobrar por el mismo con su consecuente aumento en los ingresos económicos para el órgano gestor, sino que también al incorporar los elementos necesarios para una gestión óptima del agua, lo cual incluye; investigación, control, monitoreo, planificación, mediciones, administración, así como los costos de conservación y restauración de ecosistemas basado en el costo de oportunidad del uso del suelo y en el costo de recomposición de los ecosistemas degradados.

El artículo 1 del decreto en estudio define al nuevo canon por aprovechamiento de agua como un mecanismo de regulación del aprovechamiento y administración del agua, que permite la disponibilidad hídrica para el abastecimiento confiable en el consumo humano y el desarrollo socioeconómico del país, y además, permite la generación de recursos económicos para financiar a largo plazo una gestión sostenible del recurso hídrico en Costa Rica.

IV.  Categorización de los distintos usos de aprovechamientos para el cobro del canon:

a. Consumo Humano: Agua en concesión o inscrita, destinada a satisfacer las necesidades básicas de consumo, limpieza y saneamiento, sean estas suministradas por medio de un servicio público o autoabastecidas por un acueducto propio. Contempla al uso doméstico que conforme lo estipula el artículo 37 de la Ley de Aguas es el suministro de agua para satisfacer las necesidades de los habitantes, el riego de cultivos de terrenos que no excedan de media hectárea; el lavado de atarjeas y el suministro de aguas para surtir bocas contra incendios o hidrantes. 

b. Industrial: Agua utilizada en los procesos de producción de actividades industriales tales como metalúrgica; química; farmacéutica; pinturas; alimentaria; textilera, minería; entre otras. 

c. Comercial: Agua de insumo de un producto final tales como bebidas alcohólicas o no; embotellado de agua; o bien en actividades de lavandería, lavado de autos; entre otras. 

d. Agroindustrial: Agua utilizada por las empresas agrícolas en procesos de arrastre, limpieza de productos, enfriamiento o generación de vacíos en actividades tales como ingenio; beneficiado; concentrado, lavado y empaque de frutas y/o verduras frescas o preparadas; entre otros
. 

e. Turístico: Aprovechamiento del agua por empresas que ofrecen un servicio de hotelería; recreación; restaurante; bar; piscinas; entre otros. 

f. Agropecuario: Aprovechamiento del agua en la reproducción, crianza y aprovechamiento de fauna y en la agricultura en actividades de riego y fumigación. 

g. Acuicultura: Aprovechamiento del agua en la reproducción, crianza y aprovechamiento de fauna de agua dulce y marina. 

h. Fuerza Hidráulica: Aprovechamiento del agua en la generación de electricidad o desarrollo fuerza mecánica
.
V. Sujetos de cobro. 


El sujeto de cobro del nuevo canon por concepto de aprovechamiento de aguas  es toda persona sea física o jurídica, pública o privada, incluyendo a las instituciones de gobierno, que aprovechan el agua bajo la figura legal de la concesión administrativa o autorización, los cuales se encuentran obligados a  cancelarlo al Ministerio de Ambiente y Energía
.  Se encuentran exentos de lo anterior únicamente el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el Instituto Costarricense de Electricidad, pues sus leyes de creación les asignan una concesión de uso y aprovechamiento de aguas de pleno derecho.  

Por ello y de conformidad con el artículo 21 del Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas,  toda institución del Estado o ente privado prestataria de un servicio público de suministro de agua poblacional, electricidad, riego, o acuicultura, con el fin de reconocer al MINAE el pago del canon correspondiente,  deberá incorporarlo en la estructura tarifaria
 como el costo por la sostenibilidad ambiental del recurso hídrico para que sea reconocido por la  Autoridad Reguladora de Servicios Público o cualquier otra instancia que proceda y así pueda ser cobrado al usuario final por parte de la empresa prestataria del servicio, con base en el consumo de agua prestado a cada cliente.

VI. Ente Competente


El ente encargado del otorgamiento de las  concesiones de aprovechamiento de aguas y por consiguiente del cobro, gestión y administración del nuevo canon lo es el Ministerio de Ambiente y Energía por medio de su Departamento de Aguas
.

VII. Fórmula para el pago del nuevo canon


El nuevo canon se cobrará con base al volumen en unidades de metros cúbicos anual asignado en concesión o inscrito en el Registro Nacional de Aprovechamiento de Aguas y Cauces.  El canon anual a pagar será el resultado del producto de la multiplicación del volumen de agua asignado en concesión o inscrito por el valor del Canon  para cada uso y diferenciado según se trate de agua superficial o subterránea, mediante la fórmula:

 Canon anual = (volumen de agua en m3 por año) X (colones por m3 para agua superficial o subterránea)
 

VIII. Estructura del nuevo canon 


El nuevo Canon por Aprovechamiento de Aguas se encuentra integrado por la suma de dos componentes básicos
:

a) El valor asignado del derecho de uso, calculado en forma diferenciada para los diversos usos, considerando el valor agregado de las aguas subterráneas  y que contempla los costos administrativos y de gestión, monitoreo hidrológico y meteorológico, planificación, control, investigación.

b) El valor asignado por el servicio ambiental de protección del recurso hídrico
 calculado en función del costo de conservar, mantener, recuperar los ecosistemas y las cuencas hidrográficas en las zonas de importancia del régimen hídrico, como las áreas silvestres protegidas.  

La fórmula de estructura del nuevo Canon por Concepto de Aprovechamiento de aguas es la siguiente:

CAA= VDU + VSAH

En donde CAA es Canon por concepto de Aprovechamiento de Aguas

VDU es el Valor del derecho de uso

VSAH es el valor del Servicio Ambiental Hídrico

IX. El valor en colones del Canon por Aprovechamiento de Aguas:

Tal y como se demuestra en la tabla adjunta, el valor del canon por aprovechamiento varía dependiendo de la categorización de los usos asignados al recurso hídrico, así como también en relación a si se trata de un aguas superficiales o subterráneas.

	(1) 
	(2) 

	Uso 
	Canon 

	  
	(Colones / m³) 

	  
	Agua 
superficial 
	Agua 
subterránea 

	Consumo Humano 
	1,46 
	1,63 

	Industrial 
	2,64 
	3,25 

	Comercial 
	2,64 
	3,25 

	Agroindustrial 
	1,90 
	2,47 

	Turismo 
	2,64 
	3,25 

	Agropecuario 
	1,29 
	1,40 

	Acuicultura 
	0,12 
	0,16 

	Fuerza Hidráulica 
	0,12 
	- 


X. Tarifas especiales.

Para promover e incentivar la producción de energía limpia a partir del uso de recursos renovables, los proyectos de fuerza hidráulica menores a 2000 Kw. de potencia instalada reconocerán un monto de 0.06 colones por metro cúbico anual en concesión y los menores de 500 Kw. de potencia instalada, cuya energía se destine al consumo propio, reconocerán un monto de 0.03 colones por metro cúbico anual en concesión
.

El caso del uso de agua para el riego de los cultivos de arroz, caña de azúcar, pastos y café por tratarse de cultivos extensivos tradicionales, expuestos a condiciones especiales de mercado, deberán reconocer un monto de 0.12 colones por metro cúbico anual de agua para agua superficial en concesión y 0,16 colones por metro cúbico de agua subterránea en concesión
.

El uso de agua en la agroindustria e industria, que mediante la incorporación de buenas prácticas estipuladas en el reglamento, pagarán un monto de 0.15 colones por metro cúbico anual por la proporción del volumen de agua en concesión equivalente al uso no consuntivo; debiendo reconocer 1,90 colones por metro cúbico anual por la proporción del volumen de agua con características de uso consuntivo
.

Dada la particularidad del distrito de Riego Arenal Tempisque (DRAT) dentro del cual se presta un servicio público de riego por parte del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) bajo un esquema de suministro de agua condicionado a la prioridad hidroeléctrica, el SENARA cancelará un valor total de canon de 0,12 colones por metro cúbico por año, que se cobrará gradualmente
. 

XI. Inversión y Distribución de Ingresos


De conformidad con el numeral 13 del Decreto de comentario, el cincuenta por ciento de  los ingresos totales provenientes del canon serán destinados a facilitar una gestión integral de aguas a nivel nacional realizado por el Departamento de Aguas, y con los cuales se podrán financiar los siguientes rubros:

a)  Gestión de control y seguimiento, referido a las labores de administrativas y de campo para la verificación y monitoreo a fin de garantizar el cumplimiento de los términos del aprovechamiento de agua conforme lo dispuesto por la administración, lo que implica la presencia de especialistas en todo el territorio nacional.
b) Gestión de desarrollo, referido a la evolución científica y operativa con la constante implementación de acciones que permita a la administración ejercer en todo el territorio nacional y en forma eficiente la gestión del recurso hídrico, para conseguir el uso sostenible del recurso.  

c) Incorporación en la gestión del agua del equipo tecnológico idóneo y actualizado.

d) Mantener acción constante de investigación para  desarrollar del conocimiento  científico sobre el régimen del recurso hídrico y su gestión.

e) Monitoreo meteorológico e hidrológico, para garantizar la sostenibilidad en la generación de los datos meteorológicos e hidrológicos básicos para conocer la oferta regional y su comportamiento en el tiempo, por medio de la inversión, operación y mantenimiento de  estaciones hidrológicas y meteorológicas del Instituto Meteorológico Nacional y otras instituciones de Estado. 

f) Dotar de recursos humanos, tecnológicos y logísticos para garantizar la  gestión hídrica  en todo el territorio nacional. 

g) Desarrollo de infraestructura  de aprovechamiento y protección para el manejo eficiente de la oferta y demanda del recurso hídrico, que propongan las instituciones del Estado, entes privados, organismos de cuenca conformados legalmente o impulsados por el seno del Órgano Asesor, siempre de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico.

h) Promover y financiar proyectos y acciones destinadas a la conservación, restauración, protección y uso sostenible de las cuencas hidrográficas y de los recursos hídricos” que propongan las instituciones, entes del Estado, privados organismos de cuenca conformados legalmente o sean propuestas por el Órgano Asesor, de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico.

          Por otra parte, tal y como establece el artículo 14 del decreto de estudio, los ingresos totales por concepto del valor del servicio protección del agua deberán invertirse en la cuenca que los genera
 a través del servicio de protección del recurso hídrico, en conservación, mantenimiento y recuperación de ecosistemas
, tanto en  áreas privadas como en las Áreas Silvestres Protegidas del Estado tales como los Parques Nacionales y Reservas Biológicas. En ambas casos, se aplicará en zonas de importancia para la sostenibilidad del régimen hídrico y consecuente oferta de agua en cada una de las microcuencas o cuencas, a fin de garantizar su aprovechamiento multiuso.  Para el cumplimiento de lo anterior, el 50 % de lo recaudado por este concepto se deberá trasladar al Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) para financiar las siguientes acciones:

a)  Promover y financiar proyectos y acciones destinadas a la conservación, restauración, protección y uso sostenible de las cuencas hidrográficas, Parques Nacionales y Reservas Biológicas de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico. 

b)  Operación y mantenimiento  de las Áreas Silvestres Protegidas, en razón del servicio ambiental protección del recurso hídrico.

c)  Pago de tierras privadas en  áreas silvestres protegidas estatales como lo son Parques Nacionales y Reservas Biológicas, en razón de consolidar el servicio ambiental de protección del recurso hídrico que prestan.

El 50 % restante se deberá trasladar mediante transferencia presupuestaria al Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (FONAFIFO) para financiar el Programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA)
 a terrenos privados dentro de la cuenca donde se genere el servicio ambiental protección del agua  y se ubiquen en zonas de importancia para la sostenibilidad comprobada del régimen hídrico.
De esta última partida se podrá transferir recursos económicos a las Municipalidades para que financien programas propuestos dirigidos a la consolidación de compra de tierras con fines de protección de áreas de recarga acuífera y protección de nacimientos de importancia cantonal
.
XII. Implementación

La forma de pago del canon es trimestral vencido y le aplicara lo correspondiente al recargo
 y caducidades
 conforme lo contemplado en la Ley de Aguas
.  


Su implementación será gradual en un periodo de siete años.  En el caso de los usos de consumo humano, industrial, comercial, agroindustrial, turismo, agropecuario y acuicultura el primer año se cobrará el 10% del valor total; incrementándose en forma acumulada cada año en un 15% del valor en los restantes seis años, hasta alcanzar el 100% del canon.  En el caso del uso del agua para aprovechar su fuerza hidráulica se cobrará el 20% del valor total el primer año; incrementándose en un 30% en forma acumulada en el año tres y en el año cinco otro 30%, finalmente se incrementa el restante 20% para alcanzar en el año siete el 100% del canon.  A partir del octavo año el Ministerio del Ambiente y Energía aplicará un incremento a los valores del canon total en cada uno de los usos, calculado con base en la inflación acumulada del año anterior, conforme los datos del Banco Central y regirá a partir del mes de enero de cada año siguiente
.

XIII. Régimen de Incentivos

De conformidad con el numeral 23 del decreto de estudio, el MINAE deberá promover la promulgación de un Decreto Ejecutivo mediante el cual, se desarrolle un reglamento de buenas prácticas en la utilización y manejo del agua como insumo de las diferentes actividades productivas, también deberá desarrollar el protocolo para las empresas que en forma voluntaria deseen acogerse a un Plan de Uso Eficiente de Recurso Hídrico (PUERH), así como el detalle de un régimen de incentivos.

Se entenderá por Plan de Uso Eficiente del Recurso Hídrico (PUERH), aquel instrumento por medio del cual, las diferentes empresas con actividades productivas que utilicen el agua como insumo, a través de buenas prácticas, puedan proponer y justificar, en un plazo definido y autorizado, la disminución de su dotación normal de gasto de agua por unidad de producción. El PUERH será elaborado en forma voluntaria por las empresas que desean acogerse a los incentivos propuestos. El mismo será aprobado, de previo a su implementación, por el Departamento de Aguas del MINAE y fiscalizado por medio de auditorías externas especializadas, cuyo costo será reconocido por la empresa sometida al Plan.

Sólo aquellas empresas que voluntariamente hayan presentado ante el Departamento de Aguas del MINAE la solicitud formal con el PUERH  aprobado, podrán acogerse al régimen de incentivos. Este régimen de incentivos podrá contener, entre otras compensaciones, la exención temporal conforme el Plan propuesto del pago del canon, el reconocimiento parcial de la inversión en tecnología para el uso eficiente del agua, de acuerdo con el listado de buenas prácticas establecido. En cualquiera de los casos se podrá reconocer hasta un máximo del 50% del monto total del canon, lo cual será reglamentado.

El reglamento con el detalle de buenas prácticas para el uso eficiente del agua, del régimen de incentivos, el registro y los requisitos de las auditorías, deberán publicarse en el Diario Oficial La Gaceta, en un plazo máximo de seis meses después de la entrada en vigencia del decreto objeto del presente estudio.

Las empresas que a la entrada en vigencia del decreto de incentivos tengan incorporado en su proceso productivo el desarrollo de buenas prácticas en la utilización del agua, podrán voluntariamente someterse al plan de incentivos solicitando por medio de la presentación del PUERH su incorporación. Deberán cumplir con los requisitos de las buenas prácticas definidas en el reglamento y el protocolo que se establezca.

Capítulo VI.

TUTELA JURIDICA DE LOS ECOSISTEMAS DE HUMEDAL
TUTELA JURIDICA DE LOS ECOSISTEMAS DE HUMEDAL

Aproximadamente el 40% de la población mundial vive en un radio de cien kilómetros de la línea costera, área que representa únicamente el 20% de la superficie terrestre del planeta.  Costa Rica cuenta con 589.000 km2 de mar territorial, con una longitud de costa de 210 kilómetros en el Caribe y 1.106 kilómetros en el Pacífico, la población de la línea costera representa el 5% del total de habitantes del país.


 Costa Rica posee más de 350 sitios de humedales, los cuales cubren 350.000  hectáreas, lo cual representa el 7% del total del territorio nacional, y se cuenta actualmente con once sitios Ramsar.    Debido a lo irregular de la topografía, más del 90% de los humedales se encuentran a menos de 500 metros de altitud, concentrándose entonces su ubicación en las planicies costeras y las llanuras de la zona norte del país.


Todos los tipos de humedales tropicales conocidos se encuentran presenten en el territorio costarricense.  En las partes montañosas, lagos de origen glacial, y en las laderas de las cordilleras se encuentran pequeñas lagunas y turberas, algunas de ellas ocupando antiguos cráteres volcánicos.  También se haya extensos bosques anegados, así como pantanos de palmas los cuales se localizan en las planicies costeras.  Se ubican además, humedales con dependencia hidrológica de la descarga de ríos, así como aquellos que dependen de forma exclusiva de la lluvia.  Corales y pastos marinos se ubican tanto en la costa pacífica como la caribeña formando pequeños arrecifes, los cuales actualmente enfrentan problemas debido a la sedimentación.  Los manglares concentrados en su mayoría en la costa pacífica, cubren al menos 40.000 hectáreas, mientras que en la zona norte se concentran más de 65.000 hectáreas de pantanos herbáceos, lo cuales son utilizados por miles de aves acuáticas, residentes y migratorias.  

I.  Generalidades.
I.1.  Características, importancia y beneficios.

Los humedales son  unidades ecológicas, sumamente frágiles, que llevan a cabo una gran cantidad de procesos naturales de importancia para la humanidad y para el propio sistema ecológico,  constituyen un importante sitio de alimentación, refugio y reproducción para una gran variedad de especies silvestres, por lo que reviste especial relevancia su protección y conservación.


Son ecosistemas complejos y frágiles, constituidos por una serie de componentes  físicos, químicos y biológicos, que corresponden a suelos, aguas, especies animales y vegetales y nutrientes, los cuales  asociadas a la presencia fluctuante o intermitente de flujos de agua,  determinan la biodiversidad del medio. 


Dentro de los beneficios que proporcionan los humedales se encuentran: el suministro de agua tanto para la explotación directa como para la recarga de acuíferos por infiltración; regulación de flujos de suma importancia para el control de inundaciones; prevención y protección contra el ingreso de aguas saladas que afecten aguas subterráneas y aguas dulces superficiales; protección contra las fuerzas de la naturaleza como tormentas, huracanes, etc.; retención de sedimentos, nutrimentos y tóxicos; fuente suplidora de productos naturales como madera, los derivados de la vida silvestre y acuáticos como moluscos, crustáceos y peces; producción de energía; transporte; conservación, recreación y turismo; investigación y educación; biodiversidad y patrimonio cultural; paisaje y belleza escénica; y mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales.  


Los arrecifes coralinos y los manglares son los ecosistemas más productivos del mundo, junto con los estuarios, los pastos marinos y las demás zonas marino costeras, por lo que se consideran lugares de gran importancia para la reproducción de especies marinas
.

Por tanto, poseen un gran valor ambiental, económico, social, cultural, científico y recreativo, razón por la cual su protección como bien jurídico, es fundamental para la sociedad, ya que su destrucción, menoscabo o pérdida, ocasiona grandes perjuicios a la humanidad
.

Debido a su relevancia, han sido objeto de regulación y protección tanto por parte del Derecho Internacional, como del interno, con el fin de equilibrar sus beneficios  con las necesidades actuales de desarrollo y las de las generaciones venideras.


El interés por la protección de este tipo de ecosistemas se da a partir de la segunda mitad del siglo XX, y culminó con la adopción por parte de 18 países, el 02 de febrero de 1971, de la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, mejor conocida como Convención Ramsar, la cual entró en vigor el 21 de diciembre de 1975.  El objetivo principal de la Convención es la conservación y uso racional de los ecosistemas de humedal mediante acciones a tomar en el ámbito nacional e internacional por medio de la cooperación internacional, en consonancia  con los principios propios del desarrollo sostenible.

I.2. Concepto jurídico de Humedal


Definir el concepto humedal es complejo y depende no solo de factores científicos, sino que también de aspectos económicos, sociales, políticos y culturales.  


Desde un punto de vista ecológico, para que un ecosistema sea catalogado como humedal debe cumplir con las siguientes tres características: permeabilidad de los suelos; presencia de vegetación hidrófila;  y una pendiente menor o igual al 5%.  De esta forma, para demostrar su existencia se debe constatar la presencia de estos tres elementos.


La definición más generalizada y mayormente aceptada a nivel global es la contenida dentro del artículo 1, inciso 1 de la Convención Ramsar, la cual establece que: 
“son humedales las extensiones de marismas, pantanos, y turberas, o superficies cubiertas de aguas, sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros.”

Esta definición,  amplia y genérica, busca un mayor ámbito de protección de este tipo de ecosistema, pero al mismo tiempo, y como efecto no deseado, genera que los esfuerzos para lograr su conservación se conviertan, en muchos casos en dispersos y difíciles de cumplir.  Es así que hasta los ríos pueden ser incluidos dentro del amplio concepto de humedales previsto en la Convención Ramsar
.
Por ello, lo ideal es que cada país posea su propia definición de humedal, de conformidad con su realidad natural, económica, política y cultural, pues del significado que se le de a este bien ambiental, dependerá el grado de protección que el ordenamiento jurídico le proveerá.

I.2.1. Definición de Humedal que adopta el sistema jurídico costarricense


Si bien, como se verá mas adelante, el tema de los humedales ha sido de tratamiento por parte de la legislación costarricense desde 1942 con la promulgación de la Ley de Aguas,
 lo cierto del caso es que, bajo el enfoque actual, es hasta el año 1992, con la puesta en vigencia de la Ley de Conservación de Vida Silvestre
, que se adopta un definición jurídica de humedal.  Al respecto el artículo 2 de la citada norma establece como humedal aquellas “extensiones de marismas, pantanos, turberas o aguas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluyendo las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros.”  Como puede observarse, el legislador costarricense en este caso, copió textualmente la definición de humedal que da la Convención Ramsar que data de 1971
.  

La anterior  acepción es demasiado amplia y difícil de aplicar a los ecosistemas de humedal que se encuentran en el trópico, razón por la cual, durante el proceso de elaboración de la Estrategia de  Conservación y Desarrollo Sostenible para los  Humedales en Costa Rica
 en 1994, se desarrolló una definición adaptada a la realidad costarricense, la cual fue incorporada al ordenamiento jurídico por medio del artículo 40 de la Ley Orgánica del Ambiente
 de 1995, que al efecto establece: 
“Definición de humedales.  Los humedales son los ecosistemas con dependencia de regímenes acuáticos, naturales o artificiales, permanentes o temporales, lénticos lóticos, dulces, salobres o salados, incluyendo las extensiones marinas hasta el límite superior de fanerógamas marinas o arrecifes de coral o, en su ausencia, hasta seis metros de profundidad en marea baja.”
Siguiendo ésta última línea, de más reciente promulgación, la Ley de Pesca y Acuicultura
 define humedal de una forma aún más restrictiva: “Ecosistema con dependencia de regimenes acuáticos, permanentes o temporales, lénticos o lóticos, dulces, salobres o salados, incluso las extensiones marinas hasta el límite posterior de fanerógamas marinas o arrecifes de coral, o en su ausencia, hasta seis metros de profundidad en marea baja
.”
I.2.2. Humedales,  esteros y manglares.


Distinguir entre estos tres conceptos es de suma importancia, ya que la dispersa legislación ambiental costarricense prevé distintos rangos de protección según se trate de uno u otro ecosistema.


Se parte de la idea que el concepto jurídico humedal, engloba ya de por sí los términos estero y manglar, bajo la premisa: “Todo estero y todo manglar son un humedal, pero no todo humedal es un estero o  un manglar”, pues el concepto humedal es muy amplio e incluye entre otros ecosistemas a los lagos de origen glacial, lagunas y turberas,  bosques anegados,   pantanos, corales y pastos marinos.  De lo dicho anteriormente se deduce claramente que la relación entre humedal, manglar y estero es de tipo “género – especie”, donde el concepto genérico es humedal y las especies serían: manglar y estero.

El vocablo usual de estero se liga a los terrenos contiguos a una ría por los que se extienden las crecidas de las mareas.  Son de bajo relieve, pantanosos, intransitables y pueden estar total o parcialmente cubiertos de plantas acuáticas y mangle, en cuyo caso se denominan manglares.  El Reglamento de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre
 en su artículo 2 define estero como: “Terreno inmediato a la orilla de una ría por la cual se extienden las aguas de las mareas.”  Por ría el decreto en mención entiende: “Parte del río próxima a la entrada en el mar y hasta donde llegan las mareas.”  Es importante tomar en cuenta que el litoral se extiende por las rías y esteros permanentes hasta donde éstas sean sensiblemente afectadas por las mareas y presenten características marinas definidas
.”  Por su parte, el Reglamento a la Ley de Conservación de Vida Silvestre
  define estero como “el depósito de agua salobre que penetra en el continente manteniendo comunicación con el mar, con 50 metros o menos de ancho en su desembocadura.”  

Debido a su alta productividad, en los humedales estuarinos se concentran etapas postlarvales de un elevado número de especies comerciales en las que está basada la pesca artesanal y semi-industrial del litoral, actividades que constituyen el sustento económico de muchas familias costarricenses. Su estructura trófica no solamente garantiza la supervivencia de las especies propias de aguas estuarinas, sino que también tiene implicaciones mediatas sobre la estructura trófica de especies comerciales de aguas más distantes.  Los humedales estuarinos físicamente constituyen el hábitat de especies de fauna y flora silvestre, algunas de las cuales se encuentran en vías de extinción o con poblaciones reducidas.


Por su parte, se entiende por manglar aquella comunidad boscosa, de tierras anegadas o humedales, con plantas y árboles cuyo hábitat especial sea la ciénaga pantanosa, localizada particularmente en las desembocaduras de los ríos al mar o al océano, regularmente inundado por el efecto de las mareas
.  Los manglares dominan las hábitat costeros de las regiones tropicales y subtropicales, y caracterizan los ecosistemas estuarinas en estas regiones, constituyendo durante miles de años, un importante recurso económicos utilizado por las poblaciones costeras de los trópicos
.  Los manglares constituyen un componente de los sistemas estuarinos, de los que dependen gran cantidad de especies de fauna terrestre y marina, y donde crece un reducido número de especies vegetales de gran fragilidad y que cumplen importantes funciones ecológicas
. Los manglares ocupan aproximadamente el 1% del territorio costarricense y se encuentran ubicados a lo largo de la costa Pacífica, principalmente en el Golfo de Nicoya, actualmente su extensión es de 40.000 hectáreas.  El Reglamento de la Ley de Conservación de Vida Silvestre  ofrece el significado jurídico de vocablo manglar  “Ecosistema dominado por grupos de especies vegetales pantropicales y típicamente arbóreas, arbustivas y vegetación asociada, las cuales cuentan con adaptaciones morfológicas, fisiológicas y reproductivas que permiten colonizar áreas sujetas al intercambio de mareas. El paisaje general está dominado por la presencia de bosques de diferentes especies de mangle, esteros y canales. Las concentraciones de salinidad varían según la estación climática y al aporte de aguas continentales encontrándose valores de concentración de sales desde muy bajos hasta muy altos
.”
Los manglares deben su nombre al mangle que según la literatura técnica es reconocido como un tipo de árbol forestal de Costa Rica
. El bosque de mangle de los humedales estuarinos está constituido por un número reducido de especies vegetales, por lo que se constituye en un sistema de gran fragilidad, en los cuales las alteraciones ecológicas tienen consecuencias que van más allá de las regiones mediatas e inmediatas. 

 Por medio del Decreto Ejecutivo 22550 del 14 de setiembre de 1993, el cual fue reformado por el Decreto Ejecutivo 23247 del 20 de abril de 1994, los manglares fueron catalogados jurídicamente como humedales
.
II. Política Centroamericana para la Conservación y Uso Racional de los Humedales.


La Política Centroamericana para la conservación y uso racional
 de los humedales fue propiciada en el marco regional de la Alianza para el Desarrollo Sostenible de Centroamérica
, y aprobada por el Consejo de Ministros de la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo en el año 2002.


Este instrumento busca la conservación y la utilización racional de los humedales de la región mediante la acción conjunta y armonizada de los países del área,  así como  el reconocimiento de sus beneficios económicos, sociales y ambientales para la población.  Busca que los gobiernos, sociedad civil, sector privado y la cooperación internacional, en el ámbito regional y en materia de humedales, enmarquen sus compromisos y acciones dentro de las actividades propuestas, buscando reducir la duplicación  de esfuerzos y contar con una meta común
.  

Es guiada por los principios de soberanía, responsabilidad compartida, cooperación, prevención de desastres, responsabilidad, precautorio, acceso a la información, equidad e integración.  Dicha política revista especial importancia debido a la existencia en Centroamérica de 120 cuencas principales, de las cuales 23 son compartidas, y en 12 de ellas se encuentran humedales catalogados como prioritarios y dentro de éstas, 15 distintos sitios Ramsar
.

La Política Centroamericana de Humedales incorpora el concepto de integración y por ello, incluye dentro de sus objetivos la coordinación con las acciones planteadas en el Plan Centroamericano del Agua aprobado en el año 2000, y el manejo integrado de cuencas hidrográficas compartidas con enfoque de manejo ecosistémico.  A la vez, da prioridad a la participación informada de los actores directos y la necesidad e importancia del intercambio de información, educación y capacitación, con el fin de proteger y conservar los humedales como contribución a la gestión de las cuencas hidrográficas centroamericanas.


Bajo este contexto, en el año 2001, Costa Rica aprobó su Política de Humedales que fue el resultado del esfuerzo conjunto entre su gobierno y la Unión Mundial para la Naturaleza (UICN).  El objeto primordial de esta política es fomentar la conservación y el uso racional de los ecosistemas de humedal mediante la acción coordinada de la sociedad y el Gobierno.  Además se cuenta con un Programa Nacional de Humedales el cual crea un Consejo Nacional Asesor sobre Humedales, con participación de universidades, entes gubernamentales, organizaciones no gubernamentales, cuyo fin último es asegurar la conservación de este tipo de ecosistema y  su uso racional.

III.  Protección Internacional.
III.1. Exigibilidad judicial directa del derecho internacional ambiental.

En Costa Rica, de conformidad con el artículo 7 de la Constitución Política, los tratados públicos, los convenios internacionales y los concordatos, debidamente aprobados por la Asamblea Legislativa, tienen desde su promulgación o desde el día que ellos designen, autoridad superior a las leyes. 

 
De conformidad con la reiterada jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia,  los instrumentos ambientales internacionales son de obligado acatamiento y gozan de plena ejecutoriedad, en tanto sus normas no precisen de mayor desarrollo legislativo, y por ende, deben ser respetadas en tanto el rango normativo de aquellos es superior.  

Asimismo,  los principios contenidos en Declaraciones Ambientales o “soft law” suscritas por Costa Rica gozan igualmente de plena ejecutoriedad, y la normativa de rango inferior, llámese leyes, decretos y reglamentos, deben ser acordes a ellos.  Además, las regulaciones y principios contenidos en los Tratados y Convenios sobre Medio Ambiente, incluso los aún no ratificados por la Asamblea Legislativa, son de acatamiento obligatorio
.
Es posible afirmar entonces que los instrumentos internacionales ambientales suscritos por Costa Rica son legislación plenamente aplicable y de exigibilidad judicial directa, esto implica que cualquier sujeto legitimado por el interés difuso de la protección del medio ambiente, está facultado a interponer  acciones de inconstitucionalidad contra normativa inferior (leyes, reglamentos, decretos y actos administrativos) que  contravengan tratados internacionales ambientales, sin necesidad de la existencia de un proceso judicial o administrativo pendiente.  De igual forma, cualquier sujeto que se sienta afectado por la violación a un derecho fundamental contenido en un tratado internacional ambiental, incluso no ratificados por Costa Rica, se encuentra legitimado para acudir a la vía  del Recurso de Amparo en defensa del mismo
.
III.2.  Tratados Internacionales de importancia para la protección de humedales.


Si bien, la Convención Ramsar es el instrumento jurídico de mayor importancia para la protección y uso sostenible de los ecosistemas de Humedal, ello no obsta para que el tema sea tratado de forma transversal por otros convenios  internacionales ambientales como los que a continuación se detallan. 

III.2.1. Convenio para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las Bellezas Escénicas naturales de los países de América.


El primer instrumento internacional de protección indirecta a los humedales lo es la Convención para la Protección de la flora, de la fauna y de la bellezas escénicas naturales de los países de América, suscrito en la ciudad de Washington el día 12 de octubre de 1940
, mucho antes que se elaborara la Carta de Naciones Unidas, y las Declaraciones de Estocolmo, Río y por supuesto Johannesburgo. 

 La Convención crea por primera vez categorías de manejo de áreas protegidas que han servido para proteger ecosistemas de humedales, tales como: parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, y reservas de regiones vírgenes, destaca la protección que debe darse a la flora y la fauna, y dicta las primeras normas para la vigilancia y reglamentación para el comercio internacional de especies protegidas de flora y fauna o de sus productos, lo que posteriormente adopta la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de flora y fauna silvestres, conocida como Convenio CITES. 


Respecto a la protección de humedales la convención establece en su preámbulo lo siguiente: 

“Deseosos de proteger y conservar los paisajes de incomparable belleza, las formaciones geológicas extraordinarias, las regiones y los objetos naturales de interés estético o valor histórico o científico, y los lugares donde existen condiciones primitivas de los casos a que esta Convención se refiere; y”

“Deseosos de concertar una Convención sobre la protección de la flora, la fauna, y las bellezas escénicas naturales dentro de los propósitos arriba enunciados, han convenido en los siguientes artículos:”

De igual forma, el artículo I.1 de la Convención establece como definición de Parque Nacional:

“Las regiones establecidas para la protección y conservación de las bellezas escénicas naturales y de la flora y la fauna de importancia nacional, de las que el público pueda disfrutar mejor al ser puestas bajo la vigilancia oficial.” 

 Por último, el artículo V de la Convención establece:

“I. Los Gobiernos contratantes convienen en adoptar o en recomendar a sus respectivos cuerpos legislativos competentes, la adopción de leyes y reglamentos que aseguren las protección y conservación de la flora y la fauna dentro de sus respectivos territorios y fuera de los parques nacionales y reservas nacionales, monumentos naturales y de las reservas de regiones vírgenes mencionadas en el  Artículo II.  Dichas Reglamentaciones contendrán disposiciones que permitan la caza o recolección de ejemplares de flora y fauna para estudios o investigaciones científicas, por individuos y organismos debidamente autorizados.

2.  Los Gobiernos contratantes convienen en adoptar o en recomendar a sus respectivos cuerpos legislativos la adopción de leyes que aseguren la protección y conservación de los paisajes, las formaciones geológicas extraordinarias y las regiones y los objetos naturales de interés estético o valor histórico o científico.”

III.2.2. Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas


Mejor conocido como Convenio Ramsar, fue firmado en Irán el día dos de febrero de 1971, entrando en vigor el 21 de diciembre de 1975.  Costa Rica la ratificó mediante la ley número 7224 del 09 de abril de 1991
.  


En su preámbulo, la Convención Ramsar reconoce la interdependencia del hombre y de su medio ambiente, considera las funciones ecológicas fundamentales de los humedales como reguladores de los regimenes hidrológicos, y en tanto que son hábitat de flora y fauna características y particularmente, de las aves acuáticas, considerando a los humedales como un recurso natural de gran valor económico, cultural, científico y recreativo, cuya pérdida sería irreparable.


El objetivo de la Convención es la conservación y el uso racional de los humedales tanto mediante acción a nivel nacional como por medio de la cooperación internacional, con el fin de contribuir al desarrollo sostenible.    


Con la aprobación de este Convenio los países signatarios se comprometieron a: unir esfuerzos para formular políticas nacionales relativas a la conservación y al uso racional de los humedales
; designar los humedales adecuados del territorio que se incluirán en la lista
 y colaborar en el manejo de los humedales compartidos y de las especies migratorias compartidas
; elaborar y aplicar sus planes de gestión de forma que favorezcan la conservación de las zonas húmedas inscritas en la lista y a la explotación racional de sus humedales
; favorecer la conservación de los humedales por la creación de reservas naturales
; fomentar la investigación e intercambio de datos y de publicaciones relativas a las zonas húmedas, a su flora y fauna; favorecer la formación de personal competente para el estudio, la gestión y el cuidado de zonas húmedas
;  consultar con las otras Partes sobre el cumplimiento de las obligaciones establecidas por la Convención
, así como el deber de coordinar y apoyar activamente sus políticas y reglamentos actuales y futuros relativos a la conservación de humedales, de su flora y su fauna.


La definición de humedal que da la Convención  presenta problemas a la hora de su implementación y protección por ser demasiado amplia y difícil de aplicar a los ecosistemas de humedal que se encuentran en el trópico, razón por la cual Costa Rica adaptó dicha definición a su propia realidad ambiental, económica, cultural y política.


El concepto Ramsar de “uso racional” se adoptó en la tercera reunión de la Conferencia de las Partes, celebrada en Regina, Canadá, 1987, y continuamente se han actualizado las directrices que permitan alcanzar ese objetivo.  El “uso racional” de los humedales consiste en su uso sostenible para beneficio de la humanidad de manera compatible con el mantenimiento de las propiedades naturales del ecosistema.  El “uso sostenible” de un humedal es aquel se da por parte de los seres humanos de modo que produzca el mayor beneficio continuo para las generaciones presentes, manteniendo al mismo tiempo su potencial para satisfacer las necesidades y aspiraciones de las generaciones futuras
.

La sétima Conferencia de las Partes resaltó la función de los humedales en el ciclo hidrológico y el control de la contaminación, por lo que se promovió la elaboración y aplicación de políticas nacionales y también la colaboración internacional para potenciar la conservación de la diversidad biológica, la gestión integral de las cuencas hidrográficas transfronterizas y el uso racional de los humedales compartidos
.

Otro logro de la séptima Conferencia de las Partes de la Convención Ramsar fue la Resolución VIII.8, la cual establece los lineamientos para establecer y fortalecer la participación de las comunidades locales y los pueblos indígenas en el manejo de los humedales.  


La Convención Ramsar permanece indefinidamente abierta a la firma, actualmente cuenta con 154 Partes Contratantes, 1655 sitios Ramsar, los cuales abarcan 151.023.324 hectáreas
.  

III.2.3. Convención para la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural 


Por otra parte, encontramos la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural presentada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura en su décimo séptima reunión, celebrada en París, del 17 al 21 de octubre de 1972
.
 Su fin es la protección del patrimonio cultural y natural amenazado por la destrucción por causas tradicionales de deterioro y por la evolución de la vida social y económica.  Considera que el deterioro o la desaparición de un bien del patrimonio cultural y natural, donde encuadra el concepto humedal,  constituyen un empobrecimiento nefasto del patrimonio de todos lo pueblos del mundo y que su protección debe ser un esfuerzo tanto nacional como internacional.  Establece que incumbe a la colectividad internacional entera participar en la protección del patrimonio cultural y natural con valor universal excepcional, prestando asistencia colectiva.  Como artículos de especial relevancia relativos a la protección de los humedales se encuentran:

Artículo 2.  A efectos de la presente Convención se considerará “patrimonio natural”:

· Los monumentos naturales constituidos por formaciones físicas y biológicas o grupos de estas formaciones que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista estético o científico.

· Las formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas estrictamente delimitadas que constituyan el hábitat de especies animales y vegetales amenazadas, que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista estético o científico.

· Los lugares naturales o las zonas naturales estrictamente delimitadas, que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la conservación o de la belleza natural.

Artículo 4.  Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención, reconoce que la obligación de identificar, proteger, conservar, rehabilitar y transmitir a las generaciones futuras el patrimonio cultural y natural situado en su territorio, le incumbe primordialmente.  Procurará actuar con ese objeto por su propio esfuerzo y hasta el máximo de los recursos de que se disponga, y llegado el caso, mediante la asistencia y la cooperación internacionales de que se pueda beneficiar, sobre todo en los aspectos financiero, artístico, científico y técnico.

III.2.4. Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre.

La Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre, mejor conocida como Convenio CITES, suscrita en Washington el día 3 de marzo de 1974, misma que entró en vigencia el día primero de julio de 1975,  en su preámbulo reconoce que la fauna y la flora silvestres, incluidas aquellas que dependen de los ecosistemas de humedal, en sus numerosas, bellas y variadas formas, constituyen un elemento irremplazable de los sistemas naturales sobre la Tierra, tienen que ser protegidos para esta generación y las venideras; también reconoce el creciente valor de la flora y la fauna silvestres desde los puntos de vista estético, científico, cultural, recreativo y económico.  

III.2.5. Convención sobre Diversidad Biológica.

El Convenio sobre Diversidad Biológica suscrita en Río de Janeiro el 13 de junio de 1992, entrada en vigencia el 29 de diciembre de 1993, tiene como objetivos la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se derivan de la utilización de los recursos genéticos, mediante un acceso adecuado de los recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes.  Define “diversidad biológica” como la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprendiendo la diversidad de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas.   En su preámbulo reconoce el valor intrínseco de la diversidad biológica y de sus valores ecológicos, genéticos, sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos, así como la de sus componentes.  

Las Resoluciones VII.5 y VII.28 de la sétima conferencia de las partes, realizada del 9 al 20 de febrero del 2004, de la Convención sobre Diversidad Biológica, en relación con los ecosistemas de humedal, establecen lo siguiente:

a. “Integrar las Áreas Protegidas en paisajes terrestres y marinos más amplios de manera de mantener la estructura y función ecológicas.”

b. “Regenerar y rehabilitar los hábitat y los ecosistemas degradados, según proceda, como contribución a la creación de redes ecológicas, corredores ecológicos y/o zonas intermedias.”

c. “Establecer políticas y mecanismos institucionales con la plena participación de las comunidades indígenas y locales, para facilitar el reconocimiento legal y la administración eficaz de las áreas conservadas por las comunidades indígenas y locales, de manera consecuente con los objetivos de conservar tanto la diversidad biológica como los conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas y locales.”

d. “Utilizar los beneficios sociales y económicos generados por las áreas protegidas para aliviar la pobreza, en concordancia con los objetivos de la administración de áreas protegidas.”

e. “Intensificar y afianzar la participación de las comunidades indígenas y locales y de todos los sectores interesados.”

f. “Prevenir y mitigar los impactos negativos de amenazas graves a áreas protegidas aplicando evaluaciones de impacto ambiental a todo plan o proyecto con el potencial de producir efectos sobre las áreas protegidas…” 
III.3.  Otros tratados relacionados.


Además, de manera indirecta los humedales son protegidos por otras convenciones internacionales, tales como: Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, Convenio para la Conservación de la Biodiversidad y Protección de Áreas Silvestres prioritarias de América Central, Convención sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, Acuerdo Regional sobre Movimiento Transfronterizo de Desechos Peligrosos, Convención sobre el Mar Territorial y la Zona Contigua, Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, Convenio para la Protección y el Desarrollo del Medio Marino de la Región del Gran Caribe, Convenio para la protección de la Capa de Ozono, Convenio Constitutivo de la Organización Latinoamericana de Desarrollo Pesquero, entre muchas otros.

IV. Tutela Constitucional.
Los humedales como elemento integrante del ambiente, encuentran su asidero constitucional en los artículos 21, 89 y 50 de la Constitución Política de la República de Costa Rica
, así como de la aplicación directa de los Tratados Internacionales y Declaraciones Ambientales que forman parte del Derecho Internacional Ambiental.


El numeral 21 de la Constitución Política  establece el derecho a la vida, y como su derivación directa el derecho a la salud, ya que el primero es la razón de ser y explicación última del segundo. 

 El artículo 89 constitucional expone “Entre los fines culturales de la República están: proteger las bellezas naturales, conservar y desarrollar el patrimonio histórico y artístico de la Nación y apoyar la iniciativa privada para el progreso científico y artístico.”  

Por último, los párrafos segundo y tercero del artículo 50 constitucional rezan “Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.  El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho.  La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes.”
El ordenamiento jurídico costarricense le permite a todos sus ciudadanos, la vía procesal constitucional del recurso de amparo, para la protección de los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución Política y el Sistema Internacional de Derechos Humanos, de igual forma, toda persona está facultada a interponer  acciones de inconstitucionalidad contra normativa inferior (leyes, reglamentos, decretos y actos administrativos) que  contravengan normas o principios constitucionales, o bien, tratados internacionales, sin necesidad de la existencia de un proceso judicial o administrativo pendiente.

De esta forma mediante el voto  número 5255-1998  la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, manifestó respecto a la protección constitucional de los ecosistemas de humedal lo siguiente: 

“Esta Sala, en reiterada jurisprudencia ha manifestado la importancia de proteger el medio ambiente, sobre todo, después de la reforma del artículo 50 de la Constitución Política, en que se tiene una verdadera disposición concreta que garantiza el derecho a un ambiente sano y lógicamente a su protección, además de dar una efectiva protección a los humedales, como en caso que nos ocupa.”

Para proteger este bien jurídico, la Sala Constitucional se ha valido, no solo del derecho al ambiente previsto en la Constitución Política, sino que también ha echado mano de tratados internacionales que versan sobre la materia: 

 “También Costa Rica suscribió la denominada “Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional, Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, llamada también “Convención Ramsar” (firmada en Ramsar el 2 de febrero de 1971).  En el artículo 4 de ésta se establece: Cada parte contratante fomentará la conservación de las zona húmedas y de las aves acuáticas creando reservas naturales en los humedales, estén o no inscritos en la “Lista”, y atenderá de manera adecuada su manejo y cuidado....” Tenemos entonces que nuestro país se ha comprometido internacionalmente a mantener inviolables las reservas de regiones vírgenes y humedales...
”
Para delimitar su objeto de tutela, la Sala ha optado por la definición de humedal que ofrece el Convenio Ramsar: 

”... La Convención citada define a los humedales como: extensiones de marismas, pantanos, turberas o aguas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluyendo las extensiones de agua marina cuya profundidad de marea baja no exceda los seis metros.”


Además, el Tribunal Constitucional ha sido conciente de la importancia que poseen estos ecosistemas para el ser humano y lo ha plasmado en sus sentencias:

“Los humedales se encuentran formados por una serie de componentes físicos, biológicos, químicos, que corresponden a suelos, agua, especies animales, vegetales y nutrientes.  Los procesos que se producen entre estos componentes y dentro de cada uno de ellos, permite que el humedal realice ciertas funciones, positivas en la zona en que se ubica, tales como el control de inundaciones y la protección contra fenómenos naturales como las tormentas.  Genera  también productos en beneficio de las personas y de la sociedad en general, tales como: mantenimiento de la vida silvestre, pesquería y recursos forestales.  La importancia de los humedales, entre otros, estriba entonces dada su naturaleza para los países que fomentan su desarrollo y conservación, lo es el sostenimiento de gran cantidad y variedad de hábitat, con impactos socio-económicos favorables para ciertos sectores de la población que se dediquen a su explotación racional y la aparición de un singular paisaje identificable plenamente por su gran belleza y diversidad en cuanto a la vida silvestre que forman parte de su patrimonio cultural, fuente importante para el turismo de un país o región...
”

En su papel protector, el Tribunal Constitucional ha impedido la reducción territorial  de áreas de humedal, fundamentado tanto en el derecho interno como en tratados internacionales: 

“...Existen también normas contenidas en convenios internacionales que regulan el tipo de zonas de conservación a las que se hace referencia, entre ellas la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas “Convención Ramsar”, suscrita el 02 de febrero de 1971, aprobada por la Asamblea Legislativa mediante Ley número 7224 del 02 de abril de 1991, y la Convención para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las Bellezas Escénicas de los países de América, aprobada mediante Ley número 3763 del 19 de octubre de 1976.  En fin, contrario al criterio externado por la Procuraduría General de la República, la creación y delimitación de la Zona Protectora Tivives tiene su fundamento en el Decreto Ejecutivo número 17023-MAG, cuya cabida reformó la norma ahora impugnada, decreto que, por las razones dichas, no quedó derogado implícitamente por la derogatoria de la Ley número 4465 por Ley 7575.  En consecuencia lo que procede es acoger la acción de inconstitucionalidad planteada y anular el artículo 71 de la Ley 7575, Ley Forestal del 13 de febrero de 1996
.” 

 
 Sobre el mismo tema, la Sala ha exigido la existencia previa de una Evaluación de Impacto Ambiental que faculte a la Asamblea Legislativa a reducir un área silvestre protegida de humedal:

 “... la Asamblea Legislativa no puede aprobar válidamente la reducción de la superficie de una zona protectora, sin contar antes con estudio técnico que justifique su decisión.  Dicha actuación deviene contraria a la Constitución Política por violación al principio de razonabilidad constitucional en relación con los artículos 121, inciso 1) y 129 de la Constitución Política
.”

En otra resolución, el Tribunal Constitucional protegió la integridad territorial de un área silvestre protegida de humedal, al impedir el paso de una carretera dentro de su circunscripción territorial: 

“La construcción y funcionamiento de una carretera que atraviesa una zona de tanta importancia ecológica, no puede ser permitida por los órganos del Estado ya que atenta contra intereses superiores de la colectividad que no pueden ser sacrificados cuando existe la posibilidad de tomar medidas alternativas que eviten el deterioro y el incumplimiento de los objetivos de la creación de los Parques Nacionales...
”

En cuanto a la obligatoriedad de realizar una evaluación de impacto ambiental de previo a toda actividad, proyecto u obra que afecte un ecosistema de humedal,  la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica en el voto 2001-938 determinó lo siguiente:

 “Así, el otorgamiento de permisos de obra cuando existe de por medio, proyectos de desarrollo, humedales, entre otros, debe hacerse en estrecha relación con las autoridades de SETENA, quien es la encargada de velar y aprobar las transformaciones humanas sobre el medio ambiente, para que éstas garanticen la sostenibilidad ambiental para futuras generaciones, lo que, en el mejor de los casos, la entidad accionada, resolvió inadvertidamente, permitiendo que el proyecto iniciara y su desarrollador ejecutara más allá de sus facultades y sin lo autorizado por el SETENA.”

Por último, y de gran importancia para la protección de este tipo de ecosistemas, el tribunal constitucional determinó mediante el voto 12817-2001, el hecho de que todos los terrenos que se inundan son humedales protegidos, aunque no formen parte de un área silvestre protegida creada por el Estado costarricense: 

“Ahora bien, si en el caso en concreto el MINAE certifica que la propiedad del amparado no se encuentra dentro de un Área Silvestre Protegida, según las áreas administradas por éste, ello no implica en forma alguna que el humedal encontrado no deba ser protegido.  Debemos recordar que el Convenio Internacional suscrito por nuestro país que establece la obligación del Estado Parte de fomentar la conservación de las zonas húmedas y de las aves acuáticas creando reservas naturales en los humedales, ya sea que estén o no en la “Lista” y de atender de manera adecuada su manejo y cuidado tiene plena vigencia para el presente caso.  Lo anterior no quiere decir que el derecho a un medio ambiente sano esté por encima del derecho a la vida, como se puede pretender hacer ver, sino que existen formas para hacer coexistir ambos, ya que en todo caso, el mismo ambiente sano coadyuva al derecho a la salud y a la vida, es parte de éste precisamente, pero lo anterior, en protección de ambos bienes jurídicos, debe realizarse en una actuación coordinada con las autoridades estatales competentes, en este caso, Ministerio de Salud Municipalidad y Ministerio de Ambiente y Energía.”
V. Protección por parte del derecho interno.
V.1. Normativa de carácter general


Las normas marco o generales que regulan los ecosistemas de humedal se encuentran contenidas en la Ley Orgánica del Ambiente, la cual en su artículo 32 designa a los humedales como una de las categorías de áreas silvestres protegidas
.  

Las áreas silvestres protegidas son zonas geográficas delimitadas, constituidas por terrenos públicos, privados o de propiedad municipal, mixta, humedales y porciones de mar.  Se declaran como tales por el hecho de albergar ecosistemas de importancia, o especies amenazadas, o bien por su significado histórico o cultural.  Estas áreas se dedican a la conservación y protección de la biodiversidad, el suelo, el recurso hídrico, los recursos culturales y los servicios de los ecosistemas en general
.

El Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Ambiente y Energía, es el encargado de establecer áreas silvestres protegidas, en cualquiera de las siguientes categorías de manejo: reservas forestales, zonas protectoras, parques nacionales, reservas biológicas, refugios nacionales de vida silvestre, humedales y monumentos naturales.  Estas categorías de manejo son administradas por el Ministerio de Ambiente y Energía.  Las municipalidades colaboran en la preservación de estas áreas.  El 60% del total de los humedales costarricenses se encuentran dentro de alguna de las categorías de áreas silvestres protegidas.


Bajo la categoría de área silvestre protegidas, los humedales son creados vía  legislativa, o bien, por medio de Decreto Ejecutivo, y requieren previamente de: estudios preliminares fisiogeográficos, de diversidad biológica y socioeconómicos que lo justifiquen; definición de objetivos y ubicación de área; estudio de factibilidad técnica y tenencia de la tierra; financiamiento mínimo para adquirir el área, protegerla y manejarla; confección de planos y emisión de la ley o el respectivo decreto
.  Su establecimiento debe tomar en cuenta los derechos previamente adquiridos por las poblaciones indígenas y campesinas y otras personas físicas y jurídicas, subyacentes o adyacentes
.

La superficie de un humedal que constituye un área silvestre protegida únicamente  podría reducirse por Ley de la República y nunca por Decreto, después de realizar los estudios técnicos que lo justifiquen
.

Al establecerse un área silvestre protegida bajo la categoría de humedal, el Ministerio de Ambiente y Energía queda facultado para incluir, dentro de sus límites, las fincas o partes de fincas particulares necesarios y para instrumentarlos de acuerdo al respectivo plan de manejo o crear las servidumbres legales para su protección ecológica. Hasta el momento en que el propietario privado es indemnizado, su terreno pasa a formar parte del área de humedal creada
.   El Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Ambiente y Energía podrá comprar o expropiar los predios privados necesarios, salvo que por requerimiento del propietario, se someta voluntariamente al régimen forestal
.  Esa sujeción debe ser inscrita en el Registro Público de la Propiedad, como una afectación al inmueble, la cual se mantiene durante el tiempo establecido en el respectivo plan de manejo
.

Aquellos humedales que son comprados o bien expropiados por el Poder Ejecutivo, forman parte del Patrimonio Natural del Estado Costarricense
 y por ende del dominio público, ostentando las características de inalienabilidad, imprescriptibilidad, inembargabilidad, no pueden hipotecarse ni ser susceptible de gravamen, se encuentran fuera del comercio de los hombres, no pueden ser objeto de posesión por parte de particulares quienes pueden adquirir un derecho a su aprovechamiento pero no a la propiedad, la acción administrativa de autotutela y policía sustituyen a los interdictos para recuperar su dominio, y los permisos o las meras ocupaciones de hecho se realizan a título precario
. 


A pesar de constituir una categoría específica de área silvestre protegida, existe una gran cantidad de humedales ubicados en terrenos privados
, los cuales por razones económicas o ecológicas, no han sido comprados o expropiados por parte del Poder Ejecutivo, ni tampoco han sido sometidos al régimen forestal de forma voluntaria por sus propietarios.  Debido a lo anterior, y a su uso múltiple,  el legislador costarricense optó por declarar a de interés público la  totalidad de humedales del país, estén o no protegidos por las leyes que rijan esta materia,  así como su conservación
.  


A raíz de la declaración de interés público que ostentan los humedales, el Estado costarricense se encuentra facultado de imponer limitaciones al uso de los recursos existentes dentro de los humedales con el fin de proteger los intereses de la colectividad.


  De igual forma, y de conformidad con el artículo 42 de la Ley Orgánica del Ambiente, se le permite al Ministerio de Ambiente y Energía, en coordinación con las autoridades competentes, la delimitación de zonas de protección de determinadas áreas de humedal, las cuales deben sujetarse a los distintos planes de ordenamiento y manejo, a fin de prevenir y combatir la contaminación o la degradación de los ecosistemas.  Tal y como lo expresa el autor Jorge Cabrera Medaglia   “no existen criterios técnicos definidos a priori sobre las condiciones y requisitos para imponer una zona de protección alrededor de los humedales, debe esperarse que ello se realice caso por caso, de conformidad con los estudios y criterios científicos.”

V.2. Actividades prohibidas 


Tal y como lo establece el numeral 45 de la Ley Orgánica del Ambiente, son prohibidas las actividades humanas orientadas a interrumpir los ciclos naturales de los ecosistemas de humedal, como la construcción de diques que eviten el flujo de aguas marinas o continentales, drenajes, desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque el deterioro y la eliminación de este tipo de ecosistemas
.

Todas las obras o la infraestructura a construir sobre un  humedal se deben realizar de manera que no dañen el ecosistema, o amenacen la vida dentro de un hábitat de esa naturaleza, y cuando exista dicho peligro, el Ministerio de Ambiente y Energía estará compelido a exigir al interesado la realización de una Evaluación de Impacto Ambiental
.
Tampoco es permitido la introducción de especies domesticas de ningún tipo a áreas de humedal,  ni  aquellas otras especies de animales o vegetales de todo tipo que sean ajenas con las condiciones naturales del ecosistema. De proponerse la introducción de cualquier especie debe contarse con los estudios que para tal propósito establece la Ley de Vida Silvestre
. 

V.3. Actividades permitidas. 


De conformidad con el documento denominado Áreas Silvestres Protegidas del Sistema Nacional de Áreas de Conservación del año 1998,  bajo la categoría de manejo “humedal” es posible la realización de las siguientes actividades, siempre y cuando se cumpla con los preceptos anteriormente señalados y con los distintos requisitos de carácter normativa y reglamentario que exige el bloque de legalidad ambiental vigente:   Aprovechamiento Forestal, Aprovechamiento de Vida Silvestre, Aprovechamiento de Recurso Mineral, Uso Controlado de Agroquímicos, Concesiones y Permisos de Uso, Pastoreo de Ganado, Plantación de Especies Nativas, Comercialización de Vida Silvestre, Investigación Científica, Actividades Recreativas Extensivas, Actividades Recreativas Intensivas, Caza y pesca de subsistencia, Manejo de Vida Silvestre, Infraestructura Turística Recreativa, Educación Ambiental, Infraestructura para Investigación, Uso de Vehículos Motorizados, Construcción de Obra Pública, Pesca Artesanal. 

V.4. Disposiciones especiales relativas a esteros y manglares

Los ecosistemas de esteros y manglares  han sido objeto de protección especial por parte del ordenamiento jurídico costarricense desde la promulgación de la Ley de Aguas
 de 1942, treinta años antes de la suscripción de la Convención Ramsar.  La ley de Aguas  en sus artículos 1, 2 y 3 establecen la demanialidad de las lagunas y esteros que se comuniquen permanentemente o intermitentemente con el mar; de los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente a corrientes constantes;  los vasos de los lagos, lagunas y esteros; y las playas y zonas marítimas
.
Con posterioridad, la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre
 de 1977 en su artículo 11, estableció como parte de la zona pública
 de la Zona Marítimo Terrestre, a todos aquellos territorios ocupados por manglares de los litorales continentales e insulares y esteros del territorio nacional, sea cual fuere su extensión.  Partiendo de la línea de vegetación a la orilla de los esteros y del límite de los manglares o bosques salados cuando estos se extiendan por más de 50 metros de la línea de pleamar ordinaria comienza la zona restringida
.   

Debido a lo anterior, los manglares ubicados a kilómetros de las líneas de costa son parte de área pública de la Zona Marítima Terrestre, y por tanto poseen además, un área restringida con una extensión de ciento cincuenta metros que empiezan una vez que el termina el límite natural del manglar; zona restringida donde es necesario cumplir con los requisitos que impone la Ley de Zona Marítimo Terrestre
 para el desarrollo de actividades económicas
.  

Por tratarse entonces de la  zona pública de la Zona Marítimo Terrestre, los manglares constituyen parte del Patrimonio Natural  del Estado, y por tanto, son  inalienables e imprescriptibles, y no pueden ser objeto de ocupación bajo ningún título
.  En consecuencia no pueden inscribirse en el Registro Público mediante el procedimiento de información posesoria, y tanto la invasión como la ocupación, será sancionada conforme a lo dispone la Ley Forestal
. 

En virtud del interés público, de conformidad con el artículo 1 de la Ley Forestal, es prohibido la corta y aprovechamiento de los manglares.   A pesar de lo anterior,  el Transitorio Nº 1 de la Ley Forestal estableció: "No obstante en la Zona Marítimo Terrestre y los manglares, la Administración Forestal del estado prorrogará los permisos, las concesiones y los contratos amparados en la legislación anterior, siempre que en virtud de ellos se hayan realizado inversiones en infraestructura y cumplan con los requisitos ambientales para tal efecto. La Administración Forestal no podrá otorgar nuevos permisos, concesiones ni contratos; tampoco extenderles el área.”  

Por lo anterior, tal y como lo dispone los artículos 1, 2 y 3 del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE, para toda renovación de permiso de uso existentes en áreas de manglar relacionadas con la producción de sal o de camarones, deberá presentarse por parte del interesado un Plan de Manejo al momento de realizar la solicitud ante el Sistema Nacional de Áreas de Conservación.  Deberá ser elaborado por profesionales especialistas en el campo de los recursos naturales, según lo establecido en la Ley General de Vida Silvestre. Este plan de manejo debe contar con la aprobación del Instituto de Costarricense de Pesca y Acuicultura en los aspectos técnicos de su competencia legal.  Las personas físicas y jurídicas que estén llevando a cabo algún tipo de explotación, deberán aunar esfuerzos para la elaboración y ejecución de dicho Plan de Manejo, el cual deberá contener los siguientes aspectos:  a) Título del Proyecto; b) Resumen; c) Características biofísicas del área; 1) Tamaño y ubicación geográfica (adjuntar mapa escala 1:50.000), 2) Uso actual del suelo, 3) Clima, 4) Composición florística y faunística, indicando especies de interés general, 5) Objetivo general, e) Objetivos específicos, f) Resultados o productos, g) Impacto ecológico y social, h) Forma de evaluación y seguimiento, i) Zonificación del área, j) Programa de desarrollo, k) Programa de Mitigación y restauración del hábitat, l) Diseño de corredores biológicos al interno de las áreas en uso .
Tal y como lo dispone el artículo 4 del Decreto Ejecutivo 22550-MIRENEM, el Ministerio de Ambiente y Energía solo podrá otorgar concesiones en manglares para la extracción de leña, corteza, carbón, puntales y postes para alumbrado eléctrico, bajo planes de manejo, enmarcados dentro del concepto de desarrollo sostenible. 
El Ministerio de Ambiente y Energía se encuentra inhibido de otorgar  permisos o concesiones en áreas de humedales estuarinos ocupados por manglar cuando la actividad a desarrollar implique un cambio de uso de la tierra, salvo en los casos de instalación de salinas en las cuales se autorizará la eliminación del manglar de acuerdo a criterios técnicos que afecten el área mínima necesaria para construir canales artificiales. Para los proyectos de acuacultura solamente se permitirá la alteración de áreas de manglar para la construcción de los canales de toma de agua, cuyas dimensiones deberán ser técnicamente justificadas
.

Queda totalmente prohibida cualquier actividad que vaya orientada a interrumpir el crecimiento normal del manglar como la construcción de diques que eviten el flujo de las mareas, el desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque eventualmente la eliminación del mismo
. De igual forma no se permite otras actividades que no estén contempladas en el plan de manejo
.
No se permite la introducción de especies domesticas de ningún tipo al área del permiso de uso así como de aquellas otras especies de animales o vegetales de todo tipo que sean ajenas con las condiciones naturales del ecosistema. De proponerse la introducción de cualquier especie debe contarse con los estudios que para tal propósito establece la Ley de Vida Silvestre
.
Toda actividad que se va a realizar en un ecosistema de manglar va a requerir de un estudio de impacto ambiental además de las disposiciones citadas anteriormente y aquellas otras que la legislación establezca
.

El artículo 5 del Decreto Ejecutivo  29342-MINAE dispone que aquéllas áreas que hayan sido desprovistas de manglar mantendrán su condición de tal.  Esta disposición de suma importancia  establece la irreductibilidad de los manglares, pues con ella se busca evitar que las áreas de manglar, una vez degradada, sean objeto de apropiación privada.  Esta disposición se encuentra en armonía con la jurisprudencia emanada  del Tribunal de Casación Penal de San José, en lo que respecta a  la promulgación y desarrollo en la vía penal del principio de irreductibilidad de los bosques, por medio del cual, el espacio territorial con cobertura boscosa es irreducible, ya sea por acción humana o por hechos naturales.  De esta forma, cualquiera que lesione el bosque con el propósito de cambiar el destino del terreno o bien, cualquiera que pretenda obtener provecho de los desastres naturales que dañen el suelo forestal, debe entender que no existe forma posible de cambiar el destino del suelo, y que es obligación estatal hacer cuanto sea posible para recuperar el bosque
.
Por último es importante recalcar que en Costa Rica, a raíz del artículo 1 del Decreto Ejecutivo 22550-MIRENEM, fueron declarados humedales todas  las áreas de manglares adyacentes a los litorales continentales e insulares, cualesquiera que sea su extensión, los cuales se tienen como una nueva categoría de uso, por tratarse de una zona de usos múltiples.  Lo anterior implica que todas las restricciones y potenciales limitaciones que contienen la regulación de humedales, son de aplicación a los manglares.
VI. Protección Penal.

Tal y como  fue señalado anteriormente, en los ecosistemas de humedal  están prohibidas las actividades humanas orientadas a interrumpir sus ciclos naturales, tales como la construcción de diques que eviten el flujo de aguas marinas o continentales, drenajes, desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque el deterioro y la eliminación de este tipo de ecosistemas.

Por tanto, son precisamente este tipo de  conductas las que alteran, menoscaban y eliminan a los ecosistemas de humedal, y las  que han impulsado  al legislador a la promulgación de tipos penales que las sancionan, todo con el fin de proteger el bien jurídico “humedal.”
La interpretación de lo que debe entenderse como “humedal” a efecto de bien jurídico tutelado por el ordenamiento penal ha sido objeto de controversia por parte de la jurisprudencia del Tribunal Superior de Casación Penal de San José, el cual mediante el fatídico Voto 2005- 0461 de las 8: 30 horas del 25 de mayo del 2005, resolviendo un recurso de casación por el fondo por un caso que se seguía por el delito de drenaje de humedal
 determinó que la protección que ofrece el derecho penal a este  bien jurídico  se limitaba únicamente a aquellos que se encontraban creados y delimitados por ley o decreto ejecutivo, y que por tanto, si la conducta de drenaje ocurría sobre un humedal que no reuniera dichas características no era punible.  De esta forma, el Tribunal Superior de Casación Penal despenalizó todos aquellos delitos que se cometían sobre humedales ubicados en terrenos privados
, e indirectamente y como efecto no deseado, instó y fomentó la degradación de este tipo de ecosistemas por parte de sus propietarios.  Al respecto la sentencia de comentario indicó: 

“Así las cosas, resulta claro que de un análisis sistemático e integral de la normativa vigente, por la amplitud del concepto o definición de un humedal, para efectos de la tipicidad penal, la única forma legal de llenar ese contenido es a través de su creación y delimitación mediante Decreto Ejecutivo, lo que expresamente se reconoce en el fallo recurrido, no sucedía con el humedal del Río Lajas, que sería el que habría sido afectado con la canalización que se le reprocha al aquí imputado, es claro así que no estamos ante un humedal definido por Decreto Ejecutivo, ni ante un área oficial de protección o área privada debidamente autorizada, según los alcances establecidos en la ley; por ello, lo procedente es acoger el reclamo por el fondo deducido por el defensor del imputado y en su lugar absolverle de toda pena y responsabilidad por los delitos que se estimaron configurados.” 

Dichosamente, seis meses después el mismo Tribunal, bajo otra conformación en su integración, cambió el criterio anterior, estableciendo que,  al haber sido declarados de interés público los ecosistemas de humedal gozan de total protección por parte del bloque de legalidad penal costarricense, indistintamente que las conductas típicas, antijurídicas y culpables fueran realizadas sobre humedales creados por decreto ejecutivo o ley, o bien aquellos que se encuentran asentados en terrenos privados.  De esta forma, la resolución  la resolución número 2005-1209 de las quince horas cuarenta y cinco minutos del quince de noviembre de dos mil cinco determinó lo siguiente: 

“Como ya se indicó supra de un examen más detenido del punto sometido a consideración de esta Cámara, se concluye que en ningún momento la Ley de Conservación de Fauna Silvestre ni ninguna otra, ha exigido que para quedar protegidos los humedales, sea necesario la declaratoria administrativa vía decreto. Lo anterior por cuanto no sólo haría nugatoria la protección al medio ambiente, y a las especies de vida silvestre que de modo permanente, por temporada u ocasionalmente viven en los humedales, sino porque ello implicaría una desprotección total al bien jurídico. Véase que el numeral artículo 7 inciso h) de la Ley de Conservación de Vida Silvestre lo que establece es que una de las funciones del Ministerio el Ambiente Energía y Minas es administrar, supervisar y proteger los humedales y de seguido dice: " la creación y delimitación de los humedales se hará por decreto ejecutivo, según criterios técnicos." , de tal modo que no debe existir confusión entre la protección que da a los humedales dicha ley y la posterior declaración de los mismos como áreas silvestres protegidas que hizo el artículo 32 de la Ley Orgánica del Ambiente. En efecto, al publicarse la Ley de Conservación de Vida Silvestre, los humedales no eran áreas silvestres protegidas por lo que su artículo 7 pretendía oficializar los humedales de propiedad estatal mediante un decreto ejecutivo. Es claro que sí al Estado le interesa que un inmueble en que existe un humedal, sea de su propiedad, debe darse el procedimiento de expropiación y el pago previo. La confusión se da a partir de que la Ley Orgánica del Ambiente declara todos los humedales como áreas silvestres protegidas, tal declaratoria, en fincas particulares, rige solo a partir del momento en que se haya efectuado – como ya se indicó - legalmente su pago o expropiación, de acuerdo con el artículo 37 de la Ley Orgánica del Ambiente. Sin embargo, aún cuando los humedales se encuentren en propiedad privada, están protegidos pudiendo llegar a configurarse el delito de drenaje de humedales conforme a la Ley de Vida Silvestre. Debe recordarse que por expresa disposición del artículo 39 de la Ley Orgánica del Ambiente, los humedales son de interés público, y por ende sujetos de protección. Por otro lado, véase que el artículo 7 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre se ubica dentro del capítulo II, denominado “De la Organización Administrativa” y está referido a las funciones o competencias de la Dirección General de Vida Silvestre, de tal modo que es un artículo que únicamente establece las funciones de ese ente, pero no es propiamente un tipo penal, ni es el complemento de alguno. Hubiese sido distinto si la frase en cuestión; esto es, “ La creación y relimitación de humedales, se hará por decreto ,según criterios técnicos” , se hubiese ubicado luego de la definición de humedales en el capítulo I, artículo 2; o bien si el tipo penal hubiese comprendido la frase " y los demás humedales declarados así por decreto ejecutivo ", de tal modo que ante esas condiciones en la redacción del tipo penal no habría duda de que la intención del legislador era imponer esas limitaciones para la protección de los humedales únicamente sobre los declarados por vía de decreto. Esa no es el propósito de la ley, sino la protección en general de los humedales sea que se encuentren en propiedad privada o estatal. De ahí que el reclamo por el fondo deba declararse sin lugar.”

Una vez aclarado el tema, en cuanto a que la protección que ofrece el derecho penal a los ecosistemas de humedal es indistinta de si se trata de un área silvestre protegida creada y delimitada vía ley o decreto, o si se trata de un terreno privado, es procedente  a analizar aquellos tipos penales vigentes que sancionan aquellas conductas que afectan este tipo de ecosistemas.

VI.1. El delito de drenaje de humedales


Previsto por el numeral 103 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre, sanciona con una multa que puede oscilar entre cincuenta mil colones (aproximadamente cien dólares y cien mil colones (doscientos dólares), convertible en pena de prisión
 de uno a dos años, quien drene lagos, lagunas no artificiales y demás humedales, son la previa autorización de la Dirección General de Vida Silvestre del Ministerio de Ambiente y Energía.  Además, el infractor será obligado a dejar las cosas en el estado en que se encontraban antes de iniciar los trabajos de drenaje, para lo cual faculta a la Dirección precitada, a fin de efectuar los trabajos correspondientes, pero a costa del infractor
.

El bien jurídico tutelado en este delito lo es de manera general el ambiente, y de forma específica los humedales, debido a las funciones esenciales que se llevan a cabo en su interior, y que repercuten en beneficio de las generaciones actuales y futuras.  


El verbo de este tipo penal es “drenar” el cual consiste en la extracción o eliminación de las aguas de un lago, laguna no artificial y demás humedales, por cualquier medio y cualquier fin.  Quedan excluidas las lagunas construidas por el hombre, pero si se incluye aquellas lagunas estacionarias e intermitentes, ya que el Reglamento a la Ley de Conservación de Vida Silvestre las contempla en su definición.


El hecho de que, una vez que ocurre el drenaje, ya no existan aguas en el humedal, no significa por ello que no sea digno de tutela jurídica por parte del derecho penal, ya que por tratarse de un área dominio del Estado, continúa siendo un Área Silvestre Protegida, y si se trata de un humedal inscrito a nombre de un particular, continúa existiendo un interés público en su conservación.  Basta recordar que el artículo el artículo 5 del Decreto Ejecutivo  29342-MINAE, el cual establece que aquéllas áreas que hayan sido desprovistas de manglar mantendrán su condición de tal.  Esta disposición de suma importancia, afianza el principio de la irreductibilidad de los manglares, pues con ella se busca evitar que las áreas de manglar, una vez degradada, sean objeto de apropiación privada.  

Este tipo penal podría concurrir con el delito de construcción en zona marítimo terrestre, con el de destrucción de vegetación en áreas de protección, con el de tala o aprovechamiento forestal irregular, y/o con el de invasión de áreas de protección o áreas silvestres protegidas
.
VI.2. Delito de invasión de humedales y sus  áreas de protección.


El artículo  58 de la Ley Forestal dispone que  “Se impondrá prisión de tres meses a tres años a quien: a) Invada un área de conservación o protección, cualquiera que sea su categoría de manejo, u otras áreas de bosques o terrenos sometidos al régimen forestal, cualquiera que sea el área ocupada; independientemente de que se trate de terrenos privados del Estado u otros organismos de la Administración Pública o de terrenos de dominio particular.  Los autores o partícipes no tendrán derecho a indemnización alguna por cualquier construcción u obra que se haya realizado en los terrenos invadidos.”

El verbo del tipo penal analizado es “invadir”, el cual implica dos tipos distintos de situaciones,  aquella invasión con ánimo de despojo, que se realizaría   sobre un humedal declarado área silvestre protegida o bien un humedal privado, o sus respectivas áreas de protección, con la intención de desposeer a su propietario, sea este el Estado o un particular; pero también existe aquella  posibilidad de invasión por medio de construcción, que implicaría la realización de cualquier tipo de obra sobre un humedal o su área de protección, conducta que podría ser realizada por su mismo propietario en caso de tratarse de un humedal dentro de un terreno privado, o bien de un tercero
.  En esta última situación el término construcción se ha interpretado ampliamente e implica también la colocación de piedras, desechos, basura, materiales de construcción sobre ecosistema de humedal, independientemente que produzcan o no efectos sobre la destrucción de vegetación, el impedimento del libre crecimiento de árboles y vegetación, interrupción de los flujos de agua o alteración de su libre curso, siempre y cuando la obra o el relleno se realice sin contar con la autorización administrativa de las autoridades competentes
.  


El tipo de invasión por medio de construcción ha sido utilizada por la Fiscalía y los Tribunales de Justicia para castigar  todas aquellas conductas de relleno de humedales
, ya que éste por lo general se realiza utilizando piedras, material de construcción,  tierra o cualquier otro material, con el fin por lo general de apoderarse del ecosistema de humedal, y utilizar el terreno invadido mediante relleno a otro tipos de actividades.


El tipo penal del artículo 58 inciso a) de la ley Forestal establece que la invasión se puede dar sobre un área de conservación, un área de protección o sobre terrenos sometidos al régimen forestal.  Como se ha venido desarrollando a lo largo de este ensayo, de conformidad con el artículo 32 de la Ley Orgánica del Ambiente, los humedales son un tipo especial de categoría de manejo de las áreas silvestres protegidas, y se convierten en áreas silvestres protegidas una vez que son creados por ley o decreto y comprados o expropiados por parte del Poder Ejecutivo.


Por otra parte, áreas de protección o conservación son aquellas definidas por el artículo 33 de la Ley Forestal, que en el caso de humedales  corresponde a una zona de cincuenta metros medidos horizontalmente en las riberas de los lagos y embalses naturales y en los lagos o embalses artificiales construidos por el Estado y sus instituciones, exceptuándose los lagos y embalses artificiales privados. Según el criterio jurídico de la Procuraduría General de la República C-110-2004 del 16 de abril de 2004, dentro del término embalse se incluirse las lagunas naturales y artificiales.  


Por “otras áreas de bosques o terrenos sometidos al régimen forestal, sean del estado o sean privados y sin importar el área ocupada” debe entenderse todos los terrenos, incluidos aquellos donde se encuentre un ecosistema de humedal, que voluntariamente por parte de su propietario, hayan sido sometidos al régimen forestal, según el significado que al respecto da el artículo 3 inciso g) de la Ley Forestal
. 


Sobre el tema del dolo del invasor o del poseedor, cuando el delito se verifica mediante despojo, es indiferente si se acusa a quien esté poseyendo, al sujeto que inicialmente invadió o realizó la obra, o a ambos.  Ello se basa en que se presume el conocimiento de la ley del sujeto que, sin haber realizado la construcción, ingresó al humedal o su área de protección, y se mantiene en él.  En el caso de invasión de construcción o de relleno, por no tratarse de un invasión de despojo basta con demostrar el dolo de quien colocó los materiales invasores
.

La jurisprudencia emanada tanto de la Sala Constitucional, Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Superior de Casación Penal ha establecido que en los delitos donde exista “invasión”, “usurpación”, “depósito de cosas o desechos en áreas protegidas” de terrenos públicos o privados, califican como  instantáneos en cuanto a la iniciación de la  consumación, pero son de efectos permanentes en cuanto a la duración de la actividad consumativa, por lo que para efectos de prescripción de la acción penal, esta empieza a correr a partir del momento en que cesa la afectación al bien jurídico tutelado, sea cuando haya cesado la invasión  de despojo o de colocación de materiales
.
VI.2.1. Relación del delito de invasión previsto en la Ley Forestal con los tipos penales de Usurpación, Usurpación  de Dominio Público e Invasión de Zona Marítimo Terrestre.


El artículo 226 del Código Penal sanciona con prisión de seis meses a tres años: 1) Al que por violencia, amenazas, engaño, abuso de confianza o clandestinidad, despojare a otro, total o parcialmente de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de un derecho real sobre él, sea que el despojo se produzca invadiendo inmuebles, manteniéndose en él o expulsando a los ocupantes; 2) Al que para apoderarse de todo o parte de un inmueble, alterare los términos o límites del mismo,  y; Al que con violencia o amenazas, turbare la posesión o tenencia de un inmueble.


Por su parte, el artículo 227 inciso 1) del Código Penal castiga con pena de prisión de seis meses a dos años, o con quince a cien días multa, al que sin título de adquisición o sin derecho de poseer, detentare suelo o espacio correspondiente a calles, caminos, jardines, parques, paseos u otros lugares de dominio público, o terrenos baldíos o cualquier otra propiedad raíz del Estado o de las Municipalidades.


Por último el numeral 62 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre establece que quien en dicha zona construyera o realizare cualquier tipo de desarrollo
 contra lo dispuesto en esta ley o en leyes conexas, o impidiera la ejecución de una orden de suspensión o demolición de obras o instalaciones, o la aplicación de una sanción a un infractor a las disposiciones de aquellas leyes, sin perjuicio de las sanciones de otra clase, será reprimido con prisión de un mes a tres años, excepto que el delito constituya delito de mayor gravedad
.

El bien jurídico tutelado en el delito de “invasión de área silvestre protegida y áreas de protección” lo es el ambiente (humedal), mientras que en el delito de usurpación es la propiedad, la posesión o tenencia privada,  en el de usurpación de dominio público es el dominio público, y en el de construcción en zona marítimo terrestre lo son tanto el ambiente (manglar o estero), como el dominio público que ejerce el Estado sobre la Zona Marítimo Terrestre.  


La solución de conflictos entre estas normas fue prevista por la Circular número 01-2005 de la Fiscalía General de la República, documento denominado “Política de Persecución Penal Ambiental”, el cual dispone al respecto lo siguiente:

a) Cuando la invasión de despojo es de humedales  declarados Área Silvestre Protegida que se encuentren todavía en manos privadas, al no haber sido aún expropiados o comprados, el Fiscal aplicará el delito de Invasión de área silvestre protegida y áreas de protección previsto por la Ley Forestal, en concurso ideal con el tipo penal de  usurpación de terrenos privados del Código Penal, pues con una misma acción se vulneran dos bienes jurídicos distintos,

b) Cuando la invasión de despojo se da sobre terrenos del Estado, el fiscal acusará la invasión de la Ley Forestal en concurso ideal con la usurpación de bienes de dominio público.

c) Cuando la declaratoria de humedal, mediante ley o decreto, se da con posterioridad a la invasión, no es posible la aplicación del delito de la Ley Forestal en forma retroactiva, por lo que habría que acudir al tipo penal del Código Penal de Usurpación de Dominio Público.

En el caso de invasión de construcción o de colocación de materiales, cuando  se efectúe sobre esteros y manglares los cuales forman parte tanto de la zona pública de la zona marítimo terrestre, como del patrimonio natural del Estado, es de aplicación el tipo penal de la Ley de Zona Marítimo Terrestre en concurso  con el delito de invasión previsto en la Ley Forestal, pues con la misma acción se estarían violentando dos bienes jurídicos distintos, como lo son el ambiente y la zona marítimo terrestre.

 En el supuesto que la invasión de construcción o de colocación de materiales se de sobre humedales declarados mediante ley o decreto áreas silvestre protegida, que se encuentren ubicados dentro de alguna las zonas geográficas de excepción previstas en  la Ley de la Zona Marítimo Terrestre 
, el tipo penal a aplicar es el previsto por el artículo 58 de la Ley Forestal.

Como efecto inmediato y coincidente en los tipos penales de cuatro tipos penales analizados, se da la obligatoriedad de demolición de la obra que invade el humedal o su área de protección, aún en los casos en que ha operado la prescripción de la acción penal, ya que lo que se busca  es recomponer el ambiente al estado anterior a la existencia de la obra o del relleno.   

 La sentencia 213-F-96 del Tribunal Superior de Casación Penal estableció que la extinción de la acción penal no perjudica de ninguna forma la obligación de reparar el daño causado, ni impide el decomiso de los instrumentos del delito, ni la demolición de la edificación. Continúa diciendo el citado voto que la obligación de destruir la edificación constituye una obligación real y específica que se establece en función del interés público, frente a esta disposición prohibitiva no interesa determinar al sujeto causante de tal hecho. Lo importante es impedir que se mantenga una situación en la que se incumple una prohibición clara como la contenida en el artículo 13 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, en este sentido el ilícito sigue siendo típico y antijurídico, pero no culpable por motivos de haber operado la prescripción de la acción penal, pero se mantiene el mandato judicial en el que se ordenó la demolición de la edificación
.  


Tratándose de humedales que hayan sido declarados Área Silvestre Protegida, el Ministerio de Ambiente posee autoridad de policía y puede en la vía administrativa, realizar el derribo de edificaciones, potestad que se encuentra reforzada por el artículo 34 de la Ley Orgánica del Ambiente que le otorga facultades para eliminar cualquier invasión, en cualquier momento.  Misma prerrogativa goza el propietario privado de un terreno donde se encuentre un humedal, siempre y cuando  lo haya sometido voluntariamente al régimen forestal.

VI.3. Delito de explotación de flora y fauna silvestre dentro de humedales y sus áreas de protección.


El numeral 61 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre dispone que quien explote, sin la debida autorización, la flora o fauna existentes en  dicha zona o  los manglares, será reprimido con prisión de seis meses a cuatro años, sin perjuicio de las sanciones de otro tipo que procedieran, y salvo que el hecho implique un delito de mayor gravedad.


De acuerdo con el Decreto Ejecutivo 7210-A del 19 de julio de 1977, los manglares o bosques salados que existen en los litorales continentales o insulares y esteros del territorio nacional, y que forman parte de la zona pública en la Zona Marítimo Terrestre, constituyen reserva forestal, y están sujetos a la ley Forestal y a todas las disposiciones de ese decreto.  Esto implica que las mismas constituyen áreas silvestres protegidas y que gozan de protección subsidiaria que les otorga la Ley Forestal y la Ley de Conservación de Vida Silvestre, de  suma utilidad  para todos aquellos casos en que no es posible la aplicación la Ley de Zona Marítimo Terrestre.


En los casos de excepción previstos en la Ley de Zona Marítimo Terrestre, y en aquellos humedales y sus áreas de protección, que por sus características no constituyen ni esteros ni manglares, el tipo penal a aplicar por la extracción o destrucción de la flora silvestre es el establecido por el numeral 90 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre que al efecto reza: “Será sancionado con una multa de diez mil colones a cuarenta mil colones, convertibles a pena de prisión de dos a ocho meses y con el comiso de las piezas que constituyen el producto de la infracción, quien extraiga
 o destruya
 sin autorización, las plantas o sus productos en áreas oficiales de protección o en las áreas privadas debidamente autorizadas.”  

Tratándose de aprovechamiento forestal tanto dentro del humedal como en sus áreas de protección, el delito a aplicar sería el previsto en el inciso b) de la Ley Forestal que al efecto dispone: “Se impondrá prisión de tres meses a tres años a quien: b) Aproveche los recursos forestales en terrenos patrimonio natural del Estado, y en las áreas de protección para fines distintos de los establecidos en esta ley.”  El término “aprovechamiento” que utiliza este tipo penal, no sólo implica la extracción y comercialización de la madera, sino que también la corta o eliminación de árboles maderables en pie o caídos, tal y como lo prevé el artículo 3 inciso a) de la Ley Forestal cuando  define el término aprovechamiento maderable.  El tipo penal de la Ley Forestal  no requiere para su configuración, ni la extracción de la madera del sitio de la tala, ni su comercialización, bastando la sola corta o eliminación del árbol situado en área protección aunque sus restos permanezcan en el sitio

En cuanto al aprovechamiento irregular de la fauna silvestre, y tratándose de caza sin autorización en áreas oficiales de conservación o en áreas privadas debidamente autorizadas, la pena prevista es de veinte  mil colones a cuarenta mil colones, convertibles a pena de prisión de cuatro a ocho meses y con el comiso del equipo utilizado y de las piezas que constituyan el producto de la infracción, tal y como lo prevé el artículo 94 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre.


Por último, en materia de pesca  el artículo 102 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre prevé una sanción de tipo económico y el comiso del equipo, a quien pesca en aguas continentales, ríos, riachuelos y quebradas hasta su desembocadura, lagos, lagunas y embalses de propiedad nacional, empleado explosivos, arbaletas, atarrayas, chinchorros, líneas múltiples, trasmallos o cualquier otro método que ponga en peligro la continuidad de las especies.  La sanción económica es mayor si se efectúa la pesca, en aguas continentales, empleando venenos, cal, o plaguicidas.

VI.4. Usurpación y desvío de aguas provenientes de un humedal


El inciso primero del numeral 226 del Código Penal sanciona con prisión de un mes a dos años y de diez a cien días multa al que, con propósito de lucro, desvíe a su favor aguas públicas o privadas que no le corresponden o las tome en mayor cantidad que aquella a que tiene derecho.   

El término “desviar a su favor”  implica siempre un ánimo de lucro por parte del sujeto activo del delito.  Se debe recordar que todas las aguas son de dominio público independientemente de su origen o ubicación, y que por tanto el bien jurídico tutelado lo es el recurso hídrico.  Este tipo penal pretende además,  darle protección a los caudales ambientales como elemento indispensable de los ecosistemas acuáticos para asegurar su integridad, calidad y cantidad.
  También le da tutela a los derechos de terceros sobre esas aguas y los del Estado por tratarse de un bien demanial.   Por otra parte, la ley de agua vigente establece una serie de usos comunes de las aguas superficiales, las cuales no necesitan concesión o permiso de uso, siempre y cuando no produzcan una alteración de la calidad de las aguas y estas discurran por sus cauces naturales sin ser desviadas.  Estos usos al no requerir ningún tipo de permisos por parte de la autoridad administrativa, estarían fuera de la tipicidad del delito de comentario
.
Por tanto, el aprovechamiento del recurso hídrico sin contar con la autorización estatal debida, por medio de las figuras jurídicas de la  concesión o  permiso de uso, configuraría la conducta delictiva que prevé el tipo penal en estudio.  

VI.5. Delito de contaminación de aguas de un humedal

El numeral 132 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre dispone que: “Se prohíbe arrojar aguas servidas, aguas negras desechos o cualquier sustancia contaminante en manantiales, ríos, quebradas, arroyos, permanentes y no permanentes, lagos, marismas y embalses naturales o artificiales, esteros, turberas, pantanos, aguas dulces y salobres y saladas.”  

Por su parte el numeral 162 de la Ley de Aguas vigente  expone “Sufrirá sanción de tres meses a un año o multa de ciento ochenta a setecientos veinte colones: 1) El que arrojare a los cauces de agua pública lamas de las plantas beneficiadora de metales, basuras, colorantes o sustancias de cualquier naturaleza que perjudiquen el cauce, o terrenos de labor, o que contaminen las aguas haciéndolas dañosas a los animales o perjudiciales para la pesca, la agricultura o la industria, siempre que tales daños causen a otros pérdidas por suma mayor a cien colones.”
Además el artículo 261 del Código Penal  sanciona con prisión de tres a diez años, al que envenene, contamine o adultere, de modo peligroso para la salud, aguas o sustancias alimenticias o medicinales, destinadas al uso público o de una colectividad.  Se el hecho fuere seguido de la muerte de alguna persona, la pena será de ocho a dieciséis años de prisión.  

El bien jurídico tutelado por el delito del 261 del Código Penal  lo es la salud humana, y subsidiariamente, el recurso hídrico como elemento integrante del medio ambiente.  Este delito exige para su configuración que la contaminación de las aguas ponga en peligro la salud, sin que se requiera un daño o resultado concreto, pero si un peligro actual, real o inminente, por tratarse de un delito de peligro concreto.  

Por su parte, el tipo penal  previsto por el artículo 132 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre, tiene como bien jurídico la protección del recurso hídrico y los ecosistemas circundantes incluyendo las áreas de protección, independientemente de la calidad del agua del cuerpo receptor ni de la flora y fauna del área de protección, por tanto no interesa que el cuerpo receptor ya se encuentre contaminado, pues la conducta punible es arrojar, verter o depositar y no “contaminar.”  No requiere que la conducta ponga en peligro la salud humana, ni tampoco daños graves  al recurso hídrico, ni a las áreas de protección, por lo que se convierte en un delito de peligro concreto al no exigir que se verifique una contaminación efectiva.

Este tipo penal se configuraría con casi cualquier conducta, incluso con el arrojo una cáscara de maní sobre un humedal  o su área de protección, pues se habla de cualquier material, sustancia o desecho, por ello, reviste especial importancia la correcta aplicación del principio de oportunidad  atendiendo a la insignificancia o ausencia  de la afectación del bien jurídico tutelado, lo anterior con el fin que el sistema judicial no se vea atascado de procesos penales con escasa o ninguna afectación al bien jurídico que se pretende tutelar.

Por último es importante tomar en cuenta  el tipo penal del numeral 272 bis del Código Penal que sanciona arrojar o depositar en bienes del Estado, desechos materiales de cualquier tipo o sustancias que por su peligrosidad o toxicidad, causen daño grave a la salud pública o al medio ambiente, lo anterior por tratarse de bienes públicos todas las aguas que se encuentren dentro del territorio nacional
.  

VI. Evaluación de Impacto Ambiental y Planes de Manejo

El artículo 17 de la Ley Orgánica del Ambiente dispone que todas las actividades humanas que alteren o destruyan elementos del ambiente o generen residuos, materiales tóxicos o peligrosos, requerirán de una evaluación de impacto ambiental por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental.  Su aprobación previa, por parte de este organismo, será requisito indispensable para iniciar las actividades, obras o proyectos.  A la vez establece que las leyes y reglamentos indicarán cuáles actividades, obras o proyectos requerirán de evaluación de impacto ambiental
.  


Como punto de inicio del presente análisis es importante tomar en cuenta que si bien, la Convención Ramsar expresamente no cita textualmente el término Evaluación de Impacto Ambiental, esto por haber sido suscrita con anterioridad a la generalización de dicho concepto, lo cierto del caso es que mediante su artículo 3 estableció la obligación de las Partes Contratantes de elaborar y aplicar planes de gestión de forma que favorezcan la conservación de las zona húmedas, y siempre que fuere posible, la explotación racional de los humedales y su territorio.


Respecto a la normativa nacional, el artículo 43 de la Ley Orgánica del Ambiente establece la obligatoriedad de realización previa de Evaluación de Impacto Ambiental en el caso que las obras o infraestructura que se construya sobre un área de humedal pueda causar un posible daño sobre el ecosistema.  A la vez, el artículo 44 del mismo cuerpo normativo dispone que para realizar actividades que afecten este tipo de ecosistemas o amenacen la vida dentro de un hábitat de esa naturaleza, el Ministerio de Ambiente y Energía exigirá al interesado una evaluación de impacto ambiental.  También reviste importancia citar el numeral 92 y siguientes de la Ley de Biodiversidad, la cual exige la presentación de EIA de todos los proyectos cuando se considere que pueden afectar la biodiversidad, esto último debido a la gran riqueza en diversidad biológica que caracteriza a los ecosistemas de humedal, especialmente aquellos situados cerca de las costas.

La Evaluación de Impacto Ambiental determinará si las actividades que se pretenden desarrollar son ambientalmente posibles o bien, restringir las actividades sometidas a consideración como condición previa a su aprobación.  El ente encargado de aprobar o improbar las EIA deberá tomar en cuenta, previo a rendir su dictamen, las prohibiciones establecidas de manera genérica sobre actividades que se desarrollen sobre humedales contenidas en el artículo 45 de la Ley Orgánica del Ambiente, tales como: interrumpir los ciclos naturales de los ecosistemas de humedal como la construcción de diques que eviten el flujo de aguas marinas o continentales, drenajes, desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque su deterioro o eliminación.  


Al respecto, el artículo 11 del Reglamento a la Ley Forestal
 dispone que la Administración Forestal del Estado concederá permisos de uso del patrimonio natural del Estado únicamente a aquellos proyectos que no requieran aprovechamiento forestal y no afecten los ecosistemas, la vida silvestre, los suelos, los humedales y los sistemas acuíferos, estableciendo como excepciones el interés público y sujeto a un Estudio de Impacto Ambiental y al cumplimiento de sus recomendaciones. “La lógica del reglamento es permitir actividades que puedan ser de interés de toda la sociedad y bajo los controles y garantías que otorga una evaluación de impacto ambiental
.”

En esa misma línea, el decreto ejecutivo número 29342-MINAE en su artículo 5 dispone que toda actividad que se realice sobre un ecosistema de humedal requerirá de un Estudio de Impacto Ambiental.  Además establece en su numeral 1 que para toda renovación de permisos de uso existentes en áreas de manglar relacionadas con la producción de sal o de camarones, deberá presentarse por parte del interesado un Plan de Manejo en el momento de hacer la solicitud ante el Sistema Nacional de Áreas de Conservación.

De igual forma, el Decreto Ejecutivo 28474-MINAE del 03 de marzo de 2000 denominado Reglamento para el desarrollo de proyectos de producción de moluscos y ecoturísticos en el Pacífico Central, autoriza al Ministerio de Ambiente y Energía a otorgar permisos de uso en la zona de manglar desarrollados por comunidades costeras organizadas, exigiendo como requisitos entre otros, la existencia de un plan de manejo y el otorgamiento previo por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental de viabilidad ambiental.


El tema procedimental relativo a los procesos de Evaluación de Impacto Ambiental es regulado mediante el Decreto Ejecutivo 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC del 24 de mayo de 2004, denominado Reglamento General sobre Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA), el cual en su anexo 1 incorporado  por el artículo 12 del Decreto Ejecutivo N° 32734 del 09 de agosto de 2005, denominado Listado de proyectos, obras y actividades obligados según leyes específicas a cumplir el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental o de Estudio de Impacto Ambiental ante la SETENA, establece la obligatoriedad de exigir un Estudio de Impacto Ambiental a todas aquellas proyectos, obras o actividades a realizar en un ecosistema de manglar.  De igual forma exige la realización de un plan de manejo aprobado por el Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura, previo a toda renovación de permiso de uso existente en áreas de manglar, relacionado con la producción de sal o de camarones.


Del análisis de la normativa expuesta, se llega  a la ineludible conclusión que, previo a la realización de una obra, proyecto o actividad que pueda afectar negativamente un ecosistema de humedal, es necesario que el desarrollador cuente con viabilidad ambiental debidamente extendida y aprobada por el órgano competente en la materia, que en el caso costarricense lo es la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA)
.  


La exigencia  por parte de la SETENA de una Evaluación de Impacto Ambiental no despeja ninguna duda si la obra, proyecto o actividad a desarrollar sobre un humedal  es nueva, y por tanto no inexistente al momento de iniciar  actividades.  Diferente es la situación, si la obra, proyecto o actividad es persistente y por tanto  se encuentra en ejecución al momento de solicitar viabilidad ambiental, como podría ser la rehabilitación de un muelle o de una obra de protección costera (espigón).  Lo anterior debido a que por definición, una Evaluación de Impacto Ambiental es un procedimiento administrativo científico-técnico que permite identificar y predecir cuáles efectos ejercerá sobre el ambiente, una actividad, obra o proyecto, cuantificándolos y ponderándolos para conducir a la toma de decisiones, lo que implica necesariamente que el proyecto, obra o actividad debe ser nuevo y por tanto, no existir previamente.  


Esto implica que no se le puede exigir  una Evaluación de Impacto Ambiental a las actividades, obras o proyectos que ya se encuentren en operación.
  La herramienta a utilizar en estos casos especiales se denomina Diagnóstico Ambiental, la cual es definida por la doctrina especializada como “Instrumento de evaluación ambiental que se efectúa en una acción humana que ya opera y por ende los impactos son determinados mediante sistemas de evaluación basados en muestreos y mediciones directas, o bien, por el uso de sistemas analógicos de comparación con eventos o entidades similares.  Su objetivo es determinar acciones correctivas necesarias para mitigar impactos adversos
.”

Por ello, y siguiendo el criterio anterior, las obras, actividades y proyectos que se realizan sobre humedales y que son persistentes, no se les podría aplicar la herramienta de Evaluación de Impacto Ambiental, sino que deben ser sometidos a un proceso de Diagnóstico Ambiental para obtener la respectiva viabilidad ambiental.
CAPITULO VII

CONCLUSIONES

CONCLUSIONES


La crisis mundial por escasez de agua se encuentra a la vuelta de la esquina, por ello se pronostica que la causa de la futuras guerras será ni más ni menos que el contar con acceso al recurso hídrico.  Si no se toman medidas preventivas inmediatas, se pone en peligro la satisfacción de las necesidades hídricas de las presentes y futuras generaciones.

Para nadie es un secreto el valor estratégico del recurso hídrico, tanto desde una perspectiva ambiental, social, como económica.  A pesar de ello, el recurso hídrico ha sido subvalorado desde un punto de vista económico, y el Estado no se ha preocupado por implementar políticas de planificación y manejo integrado de dicho recurso. Todo ello ha generado un uso insostenible del mismo, lo que  vislumbra una  crisis hídrica en un futuro muy cercano. 


La creencia popular de que los recursos hídricos son ilimitados, la falta de políticas firmes para su manejo, el subsidio histórico a que ha sido sometido en cumplimiento de las metas relacionadas con la salud pública, el esquema tarifario impuesto por los proveedores del servicio de acueductos y alcantarillados que únicamente cubre los costos administrativos lo que impide la reinversión, y el no incluir en los costos del servicio la conservación y restauración de los ecosistemas relacionados con la producción de agua, tiene al país a las puertas de una futura catástrofe hídrica.


Por ello,  la correcta y estricta implementación de los principios desarrollados a través de la propuesta GIRH, así como   la puesta en ejecución  del nuevo esquema de cánones propuesto por el Poder Ejecutivo,  puede llegar a convertirse en  una  tabla de salvación.  

El acceso al agua debe satisfacer la sed y producir alimentos de autoconsumo como un derecho humano, debe existir   equidad e igualdad a la hora de establecer el acceso y distribución del recurso hídrico e incluir  la participación ciudadana en el manejo y la gestión del recurso.


Además, debe existir eficiencia en su gestión,  y ello únicamente se puede lograr reconociendo tanto el valor intrínseco del agua como recurso natural.


La aplicación del  principio de sostenibilidad es esencial, esto  implica  el reconocimiento del criterio del uso sustentable del recurso a favor de los derechos de las generaciones actuales y futuras  


La única forma de alcanzar estas metas de manera sostenible lo es mediante el reconocimiento del valor ambiental que brindan los bosques, humedales  y ecosistemas marino-costeros en la producción de agua,  mediante la incorporación dentro de la estructura tarifaria tanto del valor del derecho de uso del agua como del valor del servicio ambiental prestado. 

 Por ello debe invertirse en planes de conservación y restauración de los ecosistemas interrelacionados con la protección y la producción del recurso hídrico preferiblemente en la fuente.  Esto solo es posible incorporando los costos reales del agua a las distintas tarifas que pagan los usuarios del recurso.  Las tarifas deberán por tanto estar ajustadas y los cánones de aprovechamiento deberán incluir, además del costo real del servicio, los costos que representa conservar y restaurar los ecosistemas interrelacionados con el recurso hídrico.  


Las sumas provenientes del cobro del canon por aprovechamiento de aguas debe ser suficiente para cubrir además de los costos administrativos, la investigación, el control, el monitoreo, así como la conservación integral del recurso hídrico que permita avanzar hacia una gestión óptima del agua.

Los ingresos que se perciban de las modificaciones tanto al canon como de las tarifas relativas a la inclusión de los costos ambientales, deberán ser asignados al manejo adecuado y la protección de las zonas de captación y recarga de fuentes de agua superficiales y subterráneas utilizadas para el abastecimiento del consumo de agua.  

Por otra parte, y en cuanto al tema de la contaminación y degradación de los cuerpos acuáticos, es importante señalar que a pesar de la puesta en ejecución del Reglamento de Vertidos y Reuso de Aguas Residuales
 en el año 1997, los resultados esperados nunca se dieron, y por el contrario, se agravaron los problemas que se esperaban solucionar por medio de esta normativa jurídica
. 

 Esto aconteció debido a la naturaleza de las medidas adoptadas por dicho reglamento, conteniendo únicamente mecanismos típicos de comando y control.  El sistema implementado por el  Reglamento de Vertidos y Reuso de Aguas Residuales está basado en la imposición a los entes generadores de límites máximos de vertidos, encontrándose dichos entes en la obligación de presentar a las autoridades competentes reportes operacionales periódicos de sus vertidos, debiendo  el ente competente  emitir un certificado de calidad de agua de cada ente generador, una vez analizados los reportes presentados. En caso de incumplimiento se le otorga al ente generador un plazo para que presente un cronograma de acciones correctivas, caso contrario, el ente competente emite un certificado de calidad de agua y aplica  sanciones administrativas cuya pena implica una multa de 50.000 colones ($100) a 100.000 colones ($200), convertibles en pena de prisión de uno a dos años, pudiendo además cancelar el permiso Sanitario de Funcionamiento ejecutando el cierre del local en donde opera el ente generador de vertidos.

El fracaso de las medidas propuestas por el Reglamento de Vertidos y Reuso de aguas residuales radica en la falta de monitoreo y control por parte de los entes competentes, debido a la incapacidad técnica de sus funcionarios y la carencia de recursos económicos para realizar una verdadera tarea de fiscalización de las fuentes puntuales de vertimiento en los cuerpos hídricos.  Aunado a lo anterior, los sistemas de comando y control, como el propuesto por el Reglamento de Vertidos y Reuso de Aguas Residuales, nunca llegan a incentivar al contaminador a bajar sus vertimientos a un nivel menor que el tope máximo permitido, debido a que una vez que cumple con la meta máxima propuesta, nada se gana reduciendo la tasa de sus vertimientos, al carecer el sistema de mecanismos económicos que incentiven tal conducta.

A sabiendas del fracaso del sistema de comando y control propuesto por el Reglamento de Vertidos y Reuso de Aguas Residuales, el Poder Ejecutivo se dio a la tarea de implementar  paralelamente un mecanismo jurídico y económico que evite la tragedia hídrica que pronto se avecina.  El mecanismo propuesto lo es el Canon Ambiental por Vertidos, el cual, al contrario del sistema creado por el Reglamento de Vertidos y Reuso de Aguas Residuales, es un verdadero mecanismo de mercado.  Por medio del éste, los entes que generan vertidos en los cuerpos acuáticos son vistos como usuarios de un servicio ambiental proporcionado por dichos cuerpos, que los obliga a cancelar un canon como contraprestación a tal servicio brindado por un bien de dominio público.  

A diferencia de los sistemas de comando y control existentes, el mecanismo de mercado de pago por servicios ambientales si incentiva a los entes generadores de vertidos a reducir sus vertimientos a los niveles más bajos posibles, debido a que esto se encuentra directamente relacionado con el monto que deben cancelar al ente competente, lo que viene a complementar de manera positiva el sistema de comando y control existente.

Es importante señalar que la experiencia costarricense refleja que los mecanismos de mercado, tales como el pago de servicios ambientales, han sido todo un éxito, en especial los generados por los terrenos con cobertura forestal,  contando hasta el día de  hoy con el suficiente respaldo económico para el desarrollo y crecimiento del programa
.  

El éxito de los  nuevos cánones ambientales desarrollados en este trabajo,  dependerá de la cantidad de recursos económicos que lleguen a generar en los primeros años de su puesta en ejecución, de la inversión de tales fondos y de la actitud y conciencia ambiental que esto llegue a crear en los entes generadores de vertidos y los usuarios del recurso hídrico.

 Tomando en cuenta la experiencia costarricense respecto a los mecanismos económicos de regulación, el nuevo sistema propuesto mediante la implementación de los cánones por vertidos y por aprovechamiento de aguas, puede convertirse en la herramienta que llegue a solucionar gran parte de los problemas económicos, sociales y ambientales que generaría una crisis hídrica en Costa Rica, a la vez se puede convertir en el mecanismo que disminuye y minimice los efectos causados por la contaminación de los cuerpos acuáticos que actualmente generan múltiples problemas a la salud de los habitantes como al equilibrio ecológico.

Sobre el tema de los humedales y ecosistemas marino-costeros, éstos constituyen un importante sitio de alimentación, refugio y reproducción para una gran variedad de especies silvestres, por lo que reviste especial importancia su protección y conservación. 

Los ecosistemas de humedal se han visto amenazados y degradados en las últimas décadas como consecuencia directa del aumento de la población humana, la agricultura intensiva, la urbanización, la contaminación, la sobreexplotación de los recursos marinos y otras formas de intervención en el sistema ecológico e hidrológico. 

El manejo racional integrado de los recursos marinos y costeros, incluidos los manglares, contribuye a satisfacer las necesidades de investigación, recreación, educación ambiental, belleza escénica, así como el aprovechamiento de los recursos naturales renovables, explotados racionalmente, en concordancia con lo que establece la Resolución VIII de la Convención sobre Humedales de Importancia Internacional, ratificada por Costa Rica según Ley Nº 7224 del 9 de abril de 1991.  

Debe tenerse presente  que el desarrollo de las actividades de pesca, turismo, cabotaje, navegación, transporte, comerciales e industriales, se encuentran íntimamente relacionadas con el manejo integrado de los ecosistemas de humedal. 
Por ello, los humedales y su conservación fueron declarados de interés público por la Ley Orgánica del Ambiente, estén o no estén protegidos por las leyes que rijan esta materia; por consiguiente, cualquier actividad a realizar dentro de estos ecosistemas debe cumplir con todos los requisitos que dicta la normativa jurídica vigente tales como  la realización previa de una Evaluación de Impacto Ambiental y de planes de manejo. 

Con el fin de cumplir con la protección y conservación de este tipo de ecosistemas, Costa Rica se comprometió a cumplir  las Resoluciones VII.5 y VII.28 de la sétima conferencia de las partes, realizada del 9 al 20 de febrero del 2004, de la Convención sobre Diversidad Biológica,  incluyéndose como prioridades: Integrar las Áreas Protegidas en paisajes terrestres y marinos más amplios de manera de mantener la estructura y función ecológicas; Regenerar y rehabilitar los hábitat y los ecosistemas degradados, según proceda, como contribución a la creación de redes ecológicas, corredores ecológicos y/o zonas intermedias; Establecer políticas y mecanismos institucionales con la plena participación de las comunidades indígenas y locales, para facilitar el reconocimiento legal y la administración eficaz de las áreas conservadas por las comunidades indígenas y locales, de manera consecuente con los objetivos de conservar tanto la diversidad biológica como los conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas y locales; Utilizar los beneficios sociales y económicos generados por las áreas protegidas para aliviar la pobreza, en concordancia con los objetivos de la administración de áreas protegidas; Intensificar y afianzar la participación de las comunidades indígenas y locales y de todos los sectores interesados; Prevenir y mitigar los impactos negativos de amenazas graves a áreas protegidas aplicando evaluaciones de impacto ambiental a todo plan o proyecto con el potencial de producir efectos sobre las áreas protegidas. 
 
Por tanto, se concluye que Costa Rica cuenta con numerosa pero dispersa normativa, de carácter local e internacional,  para proteger, conservar y utilizar racionalmente los ecosistemas de humedal, pero se  falla en la implementación y puesta en práctica de la política regional y nacional de humedales, y es ahí donde deben tomarse acciones inmediatas para evitar la pérdida de tan importantes ecosistemas.
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ANEXO I

N° 30480-MINAE

Determina los principios que regirán la política nacional en materia de gestión de los recursos hídricos, y deberán ser incorporados, en los planes de trabajo de las instituciones públicas relevantes.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Y EL MINISTRO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA

Con fundamento en las atribuciones conferidas por los artículos 50, 140 incisos 3) y 18) y 146 todos de la Constitución Política; los artículos 1, 2, 3, 50, 51 y 52 de la Ley Orgánica del Ambiente.

Considerando:

1°—Que la gestión de los recursos hídricos del país es un tema de prioridad nacional y que se requiere la adopción de lineamientos generales de política para orientar el accionar de las entidades públicas involucradas.

2°—Que la sociedad civil, a través de diferentes iniciativas, ha manifestado su preocupación por la inexistencia de un marco de políticas y regulaciones normativas adecuadas que garantice el manejo integrado de los recursos hídricos del país.

3°—Que la Federación Costarricense para la Conservación de la Naturaleza (FECON), organización no gubernamental de reconocida trayectoria por sus preocupaciones por los temas ambientales del país, han propuesto que los principios que se enuncian a continuación se constituyan en el marco orientador para la gestión de los recursos hídricos del país.

4°—Que el Gobierno de la República ha manifestado su clara voluntad de ampliar los espacios de participación de la sociedad civil en la identificación de los problemas nacionales y en la búsqueda de soluciones a los mismos.

5°—Que los principios que se enuncian en esta materia, constituyen un punto de partida para el desarrollo de un marco político y normativo en materia de gestión de los recursos hídricos.

Decretan:

Artículo 1º—Que los siguientes principios regirán la política nacional en materia de gestión de los recursos hídricos, y deberán ser incorporados, según corresponda, en los planes de trabajo de las instituciones públicas relevantes:

1. El acceso al agua potable constituye un derecho humano inalienable y debe garantizarse constitucionalmente.

2. La gestión del agua y sobre todo las reglas de acceso a este recurso deben regirse por un principio de equidad y solidaridad social e intergeneracional.

3. El agua debe ser considerada dentro de la legislación como un bien de dominio público y consecuentemente se convierte en un bien inembargable, inalienable e imprescriptible.

4. Debe reconocerse el valor económico del agua que procede del costo de administrarla, protegerla y recuperarla para el bienestar de todos. Con esto se defiende una correcta valoración del recurso que se manifieste en conductas de ahorro y protección por parte de los usuarios.

5. Debe reconocerse la función ecológica del agua como fuente de vida y de sobrevivencia de todas las especies y ecosistemas que dependen de ella.

6. El aprovechamiento del agua debe realizarse utilizando la mejor infraestructura y tecnología posibles de modo que se evite su desperdicio y contaminación.

7. La gestión del recurso hídrico debe ser integrada, descentralizada y participativa partiendo de la cuenca hidrográfica como unidad de planificación y gestión.

8. El Ministerio de Ambiente y Energía ejerce la rectoría en materia de recursos hídricos. La gestión institucional en este campo debe adoptar el principio precautorio o in dubio pro natura.

9. El recurso hídrico y las fuerzas que se derivan de éste son bienes estratégicos del país.

10. Que es de suma importancia la promoción de fuentes energéticas renovables alternativas que reduzcan o eliminen el impacto de esta actividad sobre el recurso hídrico.


Artículo 2º—Rige a partir de su publicación.

Dado en la Presidencia de la República. —San José, a los cinco días del mes de junio del año dos mil dos.

ANEXO II
Nº 31176-MINAE

Reglamento de Creación de Canon Ambiental por Vertidos.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Y EL MINISTRO DE AMBIENTE Y ENERGÍA

De conformidad con los artículos 46, 50, 140 y 146 de la Constitución Política de la República de Costa Rica; así como el artículo 17 de la Ley de Aguas Nº 276 de 27 de agosto de 1942 reformada por Leyes Nos. 2332 del 9 de abril de 1959 y 5516 del 2 de mayo de 1974, y el transitorio V de la Ley Reguladora de los Servicios Públicos Nº 7593 publicada el 5 de setiembre de 1996 y los artículos 2º, 3º, 4º, 5º y 6º, 50, 51, 52, 59 y 61 de la Ley Orgánica del Ambiente Nº 7554 publicada el 13 de noviembre de 1995.

Considerando:

1º—Que el país se enfrenta a la amenaza inminente de sufrir una crisis hídrica sin precedentes causada entre otros factores, por los elevados niveles de contaminación de los cuerpos de agua como consecuencia de las actividades humanas.

2º—Que de conformidad con diversos estudios tales como "Contaminación de las Aguas en la Cuenca del Río Grande de Tárcoles"; y del "Programa de Sistemas Integrados de Gestión Ambiental" realizados por la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo; así como el "Estudio de Factibilidad para el Manejo de la Cuenca del Río Grande de Tárcoles" desarrollado por la firma consultora ABT Associattes y el "Estudio de Factibilidad para el Sistema de Alcantarillado Sanitario de la Gran Área Metropolitana" ejecutado por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, entre otros, se ha podido determinar que las aguas nacionales experimentan un grave proceso de degradación que incidirá directamente sobre la calidad de los diferentes cuerpos de aguas superficiales que podrían ser utilizados, mediante tratamiento, para abastecimiento público e igualmente, sobre la calidad de las aguas subterráneas, dada la relación intrínseca agua superficial/agua subterránea. Además, esto incide sobre la calidad del recurso para uso en riego y en aspectos recreativos y pone en peligro la salud de la población y la existencia de los ecosistemas naturales.

3º—Que de conformidad con las campañas de monitoreo de la contaminación que realiza el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, con los estudios realizados por la Municipalidad de San José, por las firmas ABT Associattes, Progam S. A., la Universidad Nacional y otros similares, sobre la contaminación en diversos ríos del país tales como Tempisque, Térraba, Grande de Tárcoles, Reventazón y en otros más pequeños como el Virilla, María Aguilar, Tiribí, Torres, Segundo, en el Golfo de Nicoya y en general sobre las principales cuencas y microcuencas nacionales, se ha llegado a determinar que, según la normativa internacional, los actuales niveles de contaminación de los cuerpos de agua sobrepasan o amenazan con sobrepasar los límites máximos tolerables para el abastecimiento humano, para el riego y para la sobrevivencia de los ecosistemas naturales.

4º—Que la Comisión Nacional del Agua del Ministerio de Salud ha coincidido en señalar que las fuentes de agua superficial están siendo "ensuciadas" y sus áreas de protección sanitaria invadidas desde hace muchos años por actividades comerciales, agropecuarias y por la expansión urbana irracional y que las fuentes de agua subterránea están siendo amenazadas por infiltración de aguas contaminadas.

5º—Que de acuerdo con las recomendaciones emitidas por esta Comisión el Estado debe darle al agua el lugar de alta prioridad y relevancia estratégica que tiene para el presente y el futuro del país, desarrollar y tomar muy en serio medidas urgentes para recuperar los sistemas y para restaurar las condiciones medioambientales necesarias para que los recursos hídricos sean sostenibles, para la población actual y las futuras generaciones.

6º—Que además señala esta Comisión, al igual que lo hacen los estudios citados antes y en atención a los principios sobre gestión ambiental universalmente reconocidos, que es un deber cívico y patriótico internalizar los costos obligados y necesarios para poder hacer frente a las mejoras que son indispensables e impostergables.

7º—Que de todos estos estudios se concluye que los actuales mecanismos de regulación basados en sistemas de comando y control han resultado ineficaces e insuficientes para reducir la contaminación hídrica y que la impunidad y la irresponsabilidad ponen en serio peligro el ambiente y la salud humana.

8º—Que es necesario diseñar y aplicar nuevos instrumentos de regulación de carácter preventivo y disuasivo de las acciones contaminantes, que actúen directamente sobre la fuente, para que sirvan de complemento a los mecanismos tradicionales de control. 

9º—Que lo anterior se logra si toda persona que usa el recurso hídrico para verter sustancias contaminantes, paga por los costos sociales y ambientales que dicho uso implica haciendo efectivos los principios de solidaridad y responsabilidad sociales inherentes al desarrollo sostenible.

10. —Que de conformidad con la resolución 6869-96 de la Sala de la Jurisdicción Constitucional, el Poder Ejecutivo tiene la facultad para establecer cánones por el uso de bienes públicos mediante decreto ejecutivo. Ha indicado esta Sala en este sentido que "El canon, como la contraprestación a cargo del particular por el uso o aprovechamiento de un bien de dominio público, ciertamente escapa al concepto de tributo...La rígida previsión de que solamente la Asamblea Legislativa puede establecer impuestos escapa a la situación del canon, que más bien atañe a una relación jurídica que se crea entre el particular y la administración..." Por tanto,

Decretan:

Reglamento de creación de

Canon ambiental por vertidos

CAPÍTULO PRIMERO

Generalidades

Artículo 1º—Del objeto de regulación. El presente Reglamento tiene por objeto la regulación del canon por uso del recurso hídrico para verter sustancias contaminantes que en adelante pasará a denominarse Canon Ambiental por Vertidos.


Artículo 2º—Ámbito de aplicación. Están sometidas al presente Reglamento todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que utilicen directa o indirectamente los cuerpos de agua para introducir, transportar, diluir y/o eliminar vertidos que provoquen modificaciones en la calidad física, química y biológica del agua. 


Artículo 3º—Definiciones. Para efectos del presente Reglamento los siguientes términos se entenderán como sigue:

Agua residual. Agua que ha recibido un uso y cuya calidad ha sido modificada por la incorporación de agentes contaminantes. 

Caudal promedio (Q). Corresponde al volumen de vertimientos por unidad de tiempo durante el período de muestreo. Para los efectos del presente reglamento, el caudal promedio se expresará en litros por segundo (l/s).

Caudal. Volumen de agua por unidad de tiempo.

Concentración (C). Es la masa de un elemento, sustancia o compuesto, por unidad de volumen del líquido que lo contiene. Para los efectos del presente Decreto, la concentración se expresará en miligramos por litro (mg/l), excepto cuando se indiquen otras unidades.

Canon ambiental por vertidos. Contraprestación en dinero pagada por quienes usen el servicio ambiental de los cuerpos de agua, bien de dominio público, para el transporte, la dilución y eliminación de desechos líquidos originados en el vertimiento puntual, los cuales pueden generar efectos nocivos sobre el recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana, y las actividades productivas.

Canon. Canon ambiental por vertidos

Carga contaminante diaria vertida (Cc). Es el resultado de multiplicar el caudal promedio por la concentración de la sustancia contaminante, por el factor de conversión de unidades y por el tiempo diario de vertido del usuario, medido en horas: Cc = Q x C x 0.0864 x (t/24)

Carga neta contaminante vertida. Cantidad de sustancia contaminante resultante de descontar a la carga presente en el efluente, la carga existente en el punto de captación del recurso.

Carga Presuntiva. Cálculo de carga diaria contaminante a aplicar a una fuente específica basado en índices de generación según proceso productivo, información técnica referida a factores de contaminación relacionados con niveles de producción, información derivada de caracterizaciones de vertidos previas y otra disponible.

Cauce. Depresión natural de longitud y profundidad variable en cuyo lecho fluye una corriente de agua permanente o intermitente, definida por los niveles de las aguas alcanzados durante las máximas crecidas ordinarias, la cual se refiere al nivel de agua mayor que se presenta por el escurrimiento del caudal promedio mayor histórico.

Conservación de los recursos hídricos. Gestión tendiente a garantizar el manejo integral, administración, protección, el mantenimiento, recuperación y mejoramiento de los recursos hídricos, en cantidad como en calidad y oportunidad, en función de la calidad del ambiente y desarrollo humano sostenible.

Contaminación de las aguas. Es la incorporación de vertidos o descargas directas o indirectas, o de cualquier tipo de sustancia o energía, cuyas características provoquen o puedan provocar alteraciones nocivas en la calidad física, química y biológica de las aguas, en la salud o el ambiente.

Cuenca hidrográfica. Unidad territorial delimitada por la línea divisoria de sus aguas, las cuales drenan superficial o subterráneamente hacia una salida común. Cuando los límites de las aguas subterráneas no coincidan con la línea divisoria de aguas, dicha delimitación incluirá la proyección de las áreas de recarga de las aguas subterráneas, las cuales fluyen hacia la cuenca delimitada superficialmente. Si las aguas de una cuenca tienen como salida común algún punto del litoral, su zona de influencia marítima se considera como proyección de la cuenca hidrográfica respectiva, según lo determinen los estudios técnicos pertinentes. Se subdividen en subcuencas y tramos de cuenca.

Cuerpo receptor. Es todo aquel manantial, río, quebrada, arroyo permanente, lago, laguna, marisma, embalse, canal, artificiales o no, estuario, mar, manglar, turbera, pantano de agua dulce, salobre o salada, donde se vierten aguas residuales, según su clasificación.

DQO (Demanda química de oxígeno). Se usa como un indicador de la carga orgánica de las aguas de desecho. Es la cantidad de oxígeno necesario para oxidar químicamente sustancias orgánicas presentes en una muestra. El DQO representa todo lo que se puede oxidar, particularmente ciertas sales minerales y la mayoría de los compuestos orgánicos. 

Efectos nocivos. Es el resultado de incorporar al recurso hídrico una o varias sustancias contaminantes, cuya concentración y caudal sean potencialmente capaces de degradar el recurso, amenazar la salud de las personas o el ambiente.

Efluente. En manejo de aguas residuales se refiere al caudal que sale de la última unidad de conducción o tratamiento.

Ente generador. Fuente, persona física o jurídica, pública o privada, responsable del reuso de aguas residuales, o de su vertido en un cuerpo receptor o alcantarillado sanitario.

Fuente. Instalación estacionaria, puntual, emisora de sustancias contaminantes.

Límite permisible de vertido. En el vertimiento es el contenido permisible de un elemento, sustancia, compuesto o factor ambiental, solo o en combinación, o sus productos de metabolismo.

Línea base de referencia. Nivel de contaminación total actual expresada como la carga total vertida por todas las fuentes puntuales presentes en una zona de control, a partir del cual se define una meta de reducción. 

Monto del canon. Es el valor que se cobra por cada kilogramo de sustancia contaminante vertida en los cuerpos de agua.

Muestra compuesta. Es la integración de varias muestras puntuales de una misma fuente, tomadas a intervalos programados y por períodos determinados, las cuales pueden tener volúmenes iguales o ser proporcionales al caudal durante el período de muestreo.

Muestra puntual. Es la muestra tomada en un lugar representativo, en un determinado momento.

Parámetros de contaminación. Sustancias contaminantes reguladas mediante el canon ambiental por vertidos o sujetas a límites de vertimiento.

Período de descarga mensual (T). Corresponde al número de días durante el mes en el cual se realizan vertidos.

Permiso de vertido. Autorización emitida por el MINAE que faculta a los entes generadores a hacer descargas en cuerpos receptores.

Punto de captación. Es el lugar en el cual el usuario toma el recurso hídrico para cualquier uso.

Punto de descarga. Sitio o lugar donde se realiza un vertimiento, en el cual se deben llevar a cabo los muestreos y que se encuentra ubicado antes de la incorporación del vertimiento a un cuerpo de agua, a un canal, al suelo o al subsuelo.

Recursos hídricos. Aguas continentales e insulares, superficiales y subterráneas, también la atmosférica o capilar, así como las marítimas.

Servicios ambientales. Los servicios ambientales son aquellos derivados directamente de elementos de la naturaleza y cuyos valores y beneficios pueden ser económicos, ecológicos o socioculturales, y que inciden directamente en la protección y el mejoramiento del medio ambiente, propiciando una mejor calidad de vida de los habitantes.

Sistema de tratamiento. Son todas aquellas obras cuya finalidad es mejorar la calidad del agua de aprovechamiento o vertido según su uso actual o potencial. 

Sistemas de tratamiento de aguas residuales. Son todas aquellas inversiones cuya finalidad exclusiva sea mejorar la calidad físico-química y bacteriológica de los vertimientos o aguas servidas.

SST. Parámetro de contaminación de sólidos suspendidos totales.

Sustancia contaminante. Todo aquel elemento cuya incorporación a un cuerpo de agua conlleve el deterioro de la calidad física, química o biológica de éste, ponga en peligro la salud humana o amenace la biodiversidad asociada.

Usuario. Es usuario toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, cuya actividad produzca vertimientos.

Vertido o vertimiento. Es cualquier descarga final de un elemento, sustancia o compuesto que esté contenido en un líquido residual de cualquier origen, ya sea agrícola, minero, industrial, de servicios, aguas negras o servidas, a un cuerpo de agua, al suelo o al subsuelo.

Vertimiento puntual. Es aquel vertimiento realizado en un punto fijo.

Zona de Control. Cuenca, subcuenca o tramo de cuenca delimitados para la aplicación del canon ambiental por vertidos.


CAPÍTULO SEGUNDO

De la naturaleza del Canon por Vertidos

Artículo 4º—De la naturaleza del canon. El Canon Ambiental por Vertidos es un instrumento económico de regulación que se fundamenta en el principio de "quien contamina paga" y que pretende el objetivo social de alcanzar un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución Política, a través del cobro de una contraprestación en dinero a quienes usen el servicio ambiental de los cuerpos de agua, bien de dominio público, para el transporte, la dilución y eliminación de desechos líquidos originados en el vertimiento puntual, los cuales pueden generar efectos nocivos sobre el recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana y las actividades productivas.


Artículo 5º—El fundamento del canon. El fundamento de este canon lo constituye el uso directo de los cuerpos de agua para verter en ellos sustancias nocivas que de algún modo alteren y/o generen daños en su calidad al ambiente o a la sociedad. 

Los supuestos en que debe encontrarse un ente generador para ser sujeto al pago del canon ambiental por vertido, son los siguientes: 

 1. Que exista un vertimiento puntual y claramente identificable. 

2. Que el vertimiento se realice a un cuerpo receptor. 

3. Que la carga neta vertida en alguno de los parámetros sujetos al cobro del canon resulte con valores positivos. 

Quedan excluidos de la aplicación del presente decreto todos aquellos entes generadores cuyos vertidos no sean puntuales, incluyendo las actividades agrícolas y acuícolas y todas aquellas que acrediten la condición de excepción de pago que se detalla en este artículo.

(Así reformado por el artículo 1° del decreto ejecutivo N° 31858 de 2 de junio de 2004) 


Artículo 6º—El ente competente. El ente competente para la aplicación y administración de este canon será el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE).


Artículo 7º—El sujeto de cobro del canon. Lo constituyen todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades lucrativas o no, que vierten sustancias que de algún modo alteran la calidad de los cuerpos de agua y/o provocan efectos nocivos sobre la salud de las personas y el ambiente, de conformidad con el artículo 4 anterior.

En el caso de redes de alcantarillado, el MINAE aplicará el cobro de este canon a la entidad que presta dicho servicio y no a quien vierte en las mismas.


Artículo 8º—La base para el cobro del canon. El canon se cobrará sobre la carga contaminante neta vertida, medida en kilogramos, de los parámetros de contaminación denominados "Demanda Química de Oxígeno" (DQO) y "Sólidos Suspendidos Totales" (SST), sin perjuicio de que el Ministerio de Ambiente y Energía, pueda en el futuro, extender el cobro a otros parámetros de contaminación hídrica. Para efectos de lo dispuesto en este artículo, la carga contaminante neta vertida de DQO se determinará considerando únicamente la DQO disuelta; esto es, luego de eliminar los sólidos suspendidos totales en la muestra de análisis.


Artículo 9º—El monto del canon. El monto del canon se calculará por kilogramo de carga contaminante vertida de los parámetros de contaminación seleccionados, tomando en cuenta los siguientes elementos:

a. El costo equivalente a remover un kilogramo de los parámetros utilizados mediante el uso de la tecnología idónea disponible.

b. Los costos de los daños asociados con la contaminación hídrica calculados mediante las técnicas de valoración económica que defina el MINAE.


Artículo 10. —Inversión de los fondos originados por el canon ambiental por vertidos. Los fondos recaudados por el MINAE a través de la aplicación de este canon deberán ser invertidos en la cuenca hidrográfica que se generen y solo en los rubros de inversión y en las proporciones que se indican a continuación:

a. Un sesenta por ciento del monto recaudado se usará para apoyar el financiamiento a inversiones de proyectos de alcantarillado y tratamiento de aguas residuales domésticas en el ámbito municipal, de acuerdo con las disposiciones que para tal fin emita el MINAE.

b. Un quince por ciento del monto recaudado se usará para la promoción de la producción más limpia en fuentes puntuales de vertidos del sector industrial, agroindustrial y agropecuario. En este caso los recursos se utilizarán para financiar actividades de capacitación, divulgación e investigación con el fin de estimular el desarrollo de procesos de producción y tecnologías que permitan un aprovechamiento más eficiente del agua y la disminución de descargas contaminantes.

c. Un diez por ciento del monto recaudado se utilizará para financiar los requerimientos de monitoreo de las fuentes emisoras, incluyendo la identificación de fuentes generadoras de efluentes, la toma de muestras de los vertidos, el análisis de laboratorio, estudios técnicos sobre la calidad del agua en los cuerpos de agua y otros aspectos referidos a la medición, estimación y control de las descargas, considerando tanto los requerimientos de equipo, adquisición de servicios, personal y materiales auxiliares como reactivos y similares.

d. Un diez por ciento del monto recaudado se utilizará para financiar los gastos de administración del canon, incluyendo los requerimientos de registro y bases de datos de fuentes generadoras, cálculo de los montos que cada emisor debe pagar, facturación, gestión de la recaudación y otros gastos de administración.

e. Hasta un cinco por ciento del monto recaudado, para actividades de educación ambiental dirigidos a la población y otros usuarios del agua.

Queda absolutamente prohibida la inversión de los recursos captados por este canon en actividades distintas a las aquí enunciadas o que no tengan por objeto la recuperación total o parcial de los costos sociales y ambientales que genera el vertimiento de sustancias nocivas a los cuerpos de agua de la respectiva cuenca.


Artículo 11. —Del manejo de los fondos de este canon.  (Anulado este artículo mediante resolución de la Sala Constitucional número 9170-06, de las 16:36 horas, cuyo texto disponía textualmente así: “Los recursos provenientes de la aplicación del canon por vertidos ingresarán a una cuenta especial creada para tal fin en el fideicomiso Nº 544 FONAFIFO Banco Nacional de Costa Rica del Fondo de Financiamiento Forestal (FONAFIFO). El MINAE, mediante directriz administrativa, establecerá los procedimientos y criterios específicos para la inversión y aplicabilidad de estos fondos, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de este decreto.”

Artículo 12. —De la distribución de los fondos entre las cuencas hidrográficas. El MINAE distribuirá los fondos recaudados por concepto del canon ambiental por vertidos entre las distintas cuencas hidrográficas bajo criterios de proporcionalidad en relación con la generación de ingresos originados en cada cuenca de acuerdo a los procedimientos que mediante resolución ministerial se definirán posteriormente.


CAPÍTULO TERCERO

Del ente competente

Artículo 13. —El Ministerio de Ambiente y Energía. El Ministerio de Ambiente y Energía será el ente competente para la administración, aplicación, cálculo y cobro del Canon Ambiental por Vertidos.


Artículo 14. —De las funciones y atribuciones del MINAE relativas al canon ambiental por vertidos. De conformidad con la legislación vigente serán funciones y atribuciones del Ministerio de Ambiente y Energía en relación con este canon, las siguientes:

a. Fijar las metas de reducción en cada zona de control para cada período de implementación.

b. Fijar el monto del canon de conformidad con los artículos 9 y 23 de este Reglamento.

c. Fijar los parámetros de contaminación que se utilizarán para el cálculo del canon en cada periodo de implementación.

d. Otorgar los permisos de vertidos.

e. Monitorear los vertimientos y la calidad del agua de los cuerpos receptores de la cuenca.

f. Ejercer el control y vigilancia de las actividades de las fuentes puntuales sobre las cuencas, y a través de sus inspectores, ejercer la autoridad de policía de conformidad con los artículos 15 y 16 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre Nº 7317 publicada el 7 de diciembre de 1992, el artículo 37 de la Ley Forestal Nº 7575, del 13 de febrero de 1996 y el artículo 9º de la Ley de Creación del Servicio de Parques Nacionales Ley Nº 6084 del 24 de agosto de 1977.

g. Interponer las denuncias que correspondan de conformidad con el artículo 98, los siguientes y concordantes de la Ley Orgánica del Ambiente; así como gestionar ante la Procuraduría General de la República, los procedimientos legales contra los entes generadores morosos de conformidad con las disposiciones de la legislación vigente y de este Reglamento.

h. Realizar el cálculo del monto a pagar por cada una de las fuentes reguladas en cada zona de control. 


Artículo 15. —De la fijación de los límites permisibles de sustancias contaminantes no sujetas a este canon. La fijación de los límites máximos permisibles de vertidos de sustancias contaminantes no reguladas en este Reglamento se regirá por lo dispuesto en el Reglamento de Vertido y Reuso de Aguas Residuales, decreto ejecutivo N° 26042-S-MINAE publicado el 19 de junio de 1997.


Artículo 16. —Del permiso de vertidos. Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que utilicen directa o indirectamente los cuerpos de agua para introducir, transportar, diluir y eliminar vertidos que provoquen modificaciones en la calidad física, química y biológica del agua requerirán de un permiso de vertidos emitido por el MINAE de conformidad con lo establecido en este Reglamento.

Todas las personas anteriores que viertan sin dicho permiso, serán sujetas de los procedimientos y sanciones administrativas civiles y penales establecidas en la legislación vigente, sin que eso las exima del pago correspondiente al presente canon.


Artículo 17. —De la vigencia del permiso de vertidos. El permiso de vertidos tendrá una vigencia de tres años, pudiendo renovarse en forma indefinida, por períodos iguales, previa presentación de la solicitud correspondiente y siempre que se cumpla con lo estipulado en este Reglamento.


Artículo 18. —Requisitos para solicitar el permiso de vertidos. El interesado en obtener un permiso de vertidos deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a. Presentar solicitud por escrito al MINAE.

b. Llenar el formulario correspondiente.

c. Presentar formulario de Declaración de Vertidos con carácter de declaración jurada, que contenga al menos los parámetros de contaminación regulados por el Reglamento de Vertido y Reuso de Aguas Residuales, Decreto Ejecutivo Nº 26042-S-MINAE publicado el 19 de junio de 1997, para cada actividad, así como indicación expresa de su caudal, concentración y tiempo de vertimiento. Para el caso del parámetro DQO deberá suministrarse además la información correspondiente a la concentración de la DQO disuelta de conformidad con el artículo 8º de este Reglamento.


Artículo 19. —Trámite del permiso de vertidos. Todos los trámites relativos al permiso de vertidos deberá hacerlos el interesado ante el MINAE siguiendo para ello las disposiciones que para tal fin establezca dicho Ministerio mediante resolución administrativa.


CAPÍTULO CUARTO

Delimitación de las unidades geográficas de aplicación del canon

Artículo 20. —De las zonas de control. El MINAE seleccionará, en conjunto con otras entidades competentes, las cuencas, subcuencas o tramos de cuenca que constituirán las zonas de control sobre las cuales se fijarán las metas específicas de reducción de la carga contaminante mediante un proceso de negociación y concertación que se regirá por lo dispuesto en el artículo 32 de este Reglamento.


Artículo 21. —De los criterios para la delimitación de las zonas de control. Los criterios que se utilizarán para la delimitación de las zonas de control, como unidades homogéneas son, entre otros:

a. Las características de la población.

b. Los usos del suelo.

c. Los usos del recurso hídrico.

d. El grado de contaminación de los cuerpos de agua en cada sector de la cuenca.

e. La flora y fauna existente en la cuenca.

f. Los efectos acumulados en la cuenca por actividades antrópicas.


CAPÍTULO QUINTO

Procedimientos de aplicación del canon

Artículo 22. —Del cálculo del monto máximo del canon. De conformidad con el artículo 9 de este reglamento el monto máximo del canon ambiental por vertidos se calculará considerando el costo de mitigar la contaminación por efluentes, estimado con base en el costo anual equivalente de remover un kilogramo de DQO y un kilogramo de SST o de cualquier otro parámetro objeto de regulación de este canon.


Artículo 23. —Fijación del monto a cobrar. De conformidad con los artículos anteriores se fija como monto del canon, para un período de seis años, la suma de 0,22 dólares (veintidós centavos de dólar), o su equivalente en colones, por cada kilogramo de DQO vertido y de 0,19 dólares (diecinueve centavos de dólar) o su equivalente en colones por cada kilogramo de SST vertido. El tipo de cambio será el vigente al momento de la facturación.


Artículo 24. —Estimación de la carga contaminante vertida. Para la estimación de la carga contaminante vertida en los cuerpos de agua para cada fuente generadora, el MINAE seguirá el siguiente procedimiento:

a. En cada zona de control se identificarán las fuentes puntuales que realizan vertidos en los cuerpos de agua y que estarán sujetas al pago del canon. Para ello podrá establecer convenios de cooperación con otras entidades tales como el Ministerio de Salud, las municipalidades, el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y otras.

b. Con la información suministrada por cada fuente en el Formulario de Declaración de Vertidos se calculará la carga contaminante diaria utilizando la siguiente fórmula:

Cc= Q x C x 0.0864 x (t/24)

Donde:

Cc: Carga contaminante expresada en kilogramos por día (Kg/d)

Q: Caudal promedio, expresado en litros por segundo (L/s)

C: Concentración de la sustancia contaminante, en miligramos por litro (mg/L)

0,0864: Factor de conversión de unidades

T: tiempo de vertido del usuario expresado en horas por día (h)

c. La falta de presentación del formulario de Declaración de Vertidos faculta al MINAE para realizar el cobro estimando una carga presuntiva para la fuente generadora, según la información técnica disponible como es la proveniente de los índices de generación según proceso productivo, información de la bibliografía especializada, factores de contaminación relacionados con niveles de producción e insumos utilizados, o en caracterizaciones de vertidos previas.

d. Las empresas de servicio de alcantarillado y los municipios podrán hacer declaraciones presuntivas de sus vertidos. En lo que se refiere a contaminación de origen doméstico, tomarán en cuenta factores de vertidos per cápita expresados en kilogramos de los contaminantes objeto del canon por habitante por día.

e. En caso de duda acerca de la exactitud o veracidad de la información consignada por la fuente en su formulario de Declaración de Vertidos, el MINAE queda facultado para realizar las mediciones correspondientes en la fuente puntual y reajustar el monto a pagar por ésta de acuerdo a los resultados obtenidos en la medición.

f. Para efectos de control y levantamiento de información el MINAE queda facultado para realizar mediciones rutinarias sobre fuentes elegidas al azar o mediante programación de visitas.

En el cálculo de la carga contaminante de cada parámetro objeto del cobro del canon se deberá descontar a la carga presente en el efluente, la carga existente en el punto de captación del recurso. Para este fin el usuario deberá presentar un estudio debidamente certificado por un laboratorio acreditado en los parámetros analizados.


Artículo 25. —Cálculo de monto mensual de cobro. Para cada parámetro de contaminación vertido (j) se calculará el monto a cobrar por concepto del canon (Monto Cvj), multiplicando el monto correspondiente a dicho parámetro (Mcj) por la Carga contaminante diaria de la misma (Ccj) y por el período de descarga mensual (T), calculándose el monto a cobrar así:

Monto Cvj = Mcj x Ccj x T

j = Parámetro de contaminación objeto de cobro.

Monto Cvj =Monto a cobrar por concepto del canon ambiental por vertidos del parámetro j.

Mcj = Monto correspondiente al parámetro j. 

Ccj = Carga contaminante diaria del parámetro j.

T = Período de descarga mensual 

El monto total a cobrar a cada fuente se obtendrá de la suma de los montos calculados para cada uno de los parámetros de cobro del canon.


Artículo 26. —De la facturación. La facturación y cobro del monto anterior se hará en cuatrimestres mediante los procedimientos que para tal efecto establezca el MINAE. Para ello podrá contratar los servicios de entidades o empresas especializadas en este tipo de labores, pero el MINAE siempre será responsable de velar por la correcta recaudación y destino de los fondos.


    Artículo 27. —Del cobro gradual del canon. El monto del canon se aplicará gradualmente a lo largo del período señalado en el artículo 23, conforme al siguiente procedimiento: 

a) Durante el primer año de aplicación del canon se cobrará un monto anual correspondiente al diez por ciento (10%) del monto máximo fijado para el período de seis años. 

b) Durante el segundo año de aplicación del canon se cobrará un monto anual correspondiente al veinte por ciento (20%) del monto máximo fijado para el período de seis años. 

c) Durante el tercer año de aplicación del canon el monto anual será equivalente al cuarenta por ciento (40%) del monto máximo fijado para el período de seis años. 

d) Durante el cuarto año de aplicación del canon se cobrará un monto anual correspondiente al cincuenta y cinco por ciento (55%) del monto máximo fijado para el período de seis años. 

e) Durante el quinto año de aplicación del canon se cobrará un monto anual correspondiente al setenta y cinco por ciento (75%) del monto máximo fijado para el período de seis años. 

f) Durante el sexto año de aplicación del canon se cobrará un monto anual correspondiente al cien por ciento (100%) del monto máximo del canon.  (Así reformado por el artículo 2° del decreto ejecutivo N° 31858 del 2 de junio del 2004) 

Artículo 28. —Metas de reducción. Cada seis años el MINAE fijará la meta de reducción de la carga contaminante vertida que permitirá alcanzar el nivel buscado de calidad hídrica en cada zona de control, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 30 los siguientes y concordantes de este Reglamento.

Esta meta será definida para cada uno de los parámetros objeto del cobro.


Artículo 29. —Criterios para la determinación de la meta de reducción. Para la determinación de la meta de reducción se tendrá en cuenta la importancia de la diversidad biológica de la zona, la capacidad de asimilación del recurso, los usos actuales y potenciales del recurso y las condiciones socioeconómicas de la población afectada así como los niveles de contaminación presentes, de manera que partiendo de esa línea base de contaminación, se reduzca el contaminante total hasta una cantidad acordada. 


Artículo 30. —Del procedimiento para la fijación de metas de reducción. El MINAE aplicará el siguiente procedimiento para la determinación de la meta de que tratan los artículos anteriores:

a. Con la información obtenida de conformidad con el artículo 24 se calculará el total de carga contaminante de cada parámetro vertido al cuerpo de agua por las fuentes identificadas, durante un año.

b. Con esta información y tomando en cuenta los criterios contemplados en el artículo anterior, el MINAE elabora la propuesta de la meta de reducción de carga contaminante para cada zona de control.

c. Una vez elaborada la propuesta de meta de reducción se inicia el proceso de concertación/negociación con todas las partes interesadas en cada zona de control el cual no podrá extenderse por más de tres meses.

f. En caso de que no sea posible llegar a acuerdos consensuados acerca de las metas de descontaminación, el MINAE decidirá la meta correspondiente para cada zona de control.


Artículo 31. —Discrecionalidad para mantener el monto al alcanzar meta. En aquellas zonas de control en que se alcance la meta de reducción fijada, el MINAE podrá mantener fijo el monto del canon que esté vigente en el año en que se alcanzó dicha meta, hasta que se cumpla el período de 6 años. Este monto se mantendrá vigente siempre que se mantenga la meta, teniendo que ajustarse al monto correspondiente en caso de incumplimiento o retroceso en los niveles alcanzados.


Artículo 32. —De los procesos de negociación/concertación. Para la realización de los procesos de negociación para la fijación de las metas de reducción el MINAE seguirá el siguiente procedimiento:

a. En cada zona de control establecerá mesas de negociación con los siguientes sectores:

- Entes generadores privados

- Sector comunal

- Sector empresas de servicios públicos de saneamiento y abastecimiento de agua potable

- Municipios

- Sector Ambiental

- Otros presentes en la zona de control (turístico, minería metálica y no metálica, etc.).

b. Cada sector nombrará sus representantes ante las mesas de negociación. Para ello deberán realizar una asamblea en la que se levantará un acta notarial indicando fecha, hora y lugar donde se realizó, la metodología empleada para el nombramiento de los representantes, la cantidad de participantes y los mecanismos de divulgación utilizados.

c. En caso de duda razonable sobre la veracidad de la información o ante queja debidamente fundamentada, el MINAE a través de la dependencia correspondiente, podrá ordenar la repetición de la asamblea sectorial a la que asistirá un funcionario para su debida fiscalización. El nombramiento que de ésta salga, será definitivo.

d. De común acuerdo con el MINAE cada sector podrá dividirse en subsectores, si las condiciones de la zona de control así lo ameritan, en cuyo caso deberán realizarse asambleas separadas para cada subsector siguiendo el procedimiento anterior.

e. La mesa de negociación se convocará mediante publicación en La Gaceta y a través de los medios idóneos para garantizar el máximo de participación posible en cada zona de control.

f. El período de negociación durará 3 meses a partir de la primera convocatoria para nombrar representantes, y en todos los casos las decisiones solo podrán tomarse por consenso entre los participantes.

g. En caso de no llegarse a ningún acuerdo al vencimiento del plazo, el MINAE fijará de oficio la meta de reducción tratando de ponderar los distintos criterios externados en las mesas de negociación.


Disposiciones finales

Artículo 33. —Deudas, recargos y morosidad. La deuda por falta de pago de este canon conllevará un recargo adicional del tres por ciento mensual sobre los saldos. Si el canon no fuera pagado en el período establecido, podrá hacerse posteriormente con los recargos que fije administrativamente el MINAE; pero si transcurridos dos cuatrimestres consecutivos no se hicieran los pagos totales con las multas respectivas, se revocará el permiso de vertidos y se establecerán las acciones legales que el ordenamiento jurídico costarricense estipule. 


Artículo 34. —Contingencias ambientales. El MINAE se reserva, con independencia de este Reglamento, la potestad de tomar todas las medidas preventivas y correctivas necesarias, cuando de conformidad con el principio precautorio que rige la materia ambiental, existan indicios que hagan presumir la posibilidad de graves riesgos a la salud o alteraciones irreversibles a los ecosistemas naturales, producidas por descargas que sobrepasen la capacidad de asimilación de éstos o que por su toxicidad ameriten la adopción de medidas extraordinarias. 


Artículo 35. —Vigencia: Este reglamento rige a partir del 1º de enero del 2005.

    (Así reformado por el artículo 3° del decreto ejecutivo 31858 de 2 de junio de 2004, estableciendo la vigencia de este decreto a partir del 1° de enero de 2005). 


Disposiciones transitorias

Transitorio uno.—Los costos ambientales y sociales causados por el vertimiento de sustancias contaminantes a los cuerpos de agua serán considerados parte del monto del canon ambiental por vertidos cuando el MINAE establezca el procedimiento que se empleará para su cálculo, el cual deberá estar definido a más tardar un año después de la entrada en vigencia del presente reglamento.


Transitorio dos. —En el lapso comprendido entre la publicación de este reglamento y su entrada en vigencia, el MINAE emitirá las directrices y resoluciones administrativas y tomará todas las providencias necesarias para la puesta en marcha del canon ambiental por vertidos.


Transitorio tres. —En el mismo lapso señalado en el transitorio anterior el Ministro de Ambiente y Energía designará los órganos y estructuras que serán competentes para la aplicación y administración de este canon y hará las modificaciones que correspondan para ajustarlas a estas disposiciones.


Transitorio cuatro. —Durante el periodo de cumplimiento del límite global de la meta de reducción de la contaminación fijado en cada zona de control se excluirán los parámetros de contaminación sujetos a la aplicación de este canon, de las regulaciones del Reglamento sobre Vertido y Reuso de Aguas Residuales, Decreto Ejecutivo Nº 26042-S-MINAE publicado el 19 de junio de 1997.

Dado en la Presidencia de la República. —San José, a los veintidós días del mes de abril del dos mil tres.

ANEXO III

Nº 32868

Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

EL MINISTRO DEL AMBIENTE Y ENERGÍA

En ejercicio de las facultades contenidas en el artículo 140 incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política, la Ley de Aguas N° 276 del 27 de agosto de 1942, La Ley Orgánica del Ambiente N° 7554 del 4 de octubre de 1995, Ley Forestal N° 7575 del 13 de febrero de 1996, Decreto Ejecutivo N° 26635-MINAE del 18 de diciembre de 1997.

Considerando:

I.—Que el artículo 50 Constitucional establece que el Estado debe procurar el mayor bienestar a todos los habitantes del país, garantizando el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, en respeto del derecho a la protección de la salud humana que se deriva del derecho a la vida; siendo entonces que el objetivo primordial del uso y protección del ambiente es obtener un desarrollo y evolución favorable al ser humano en armonía con este, en el que la calidad ambiental, y los medios económicos resultan ser de los parámetros fundamentales para las personas.

II. —Que de conformidad con la Ley Orgánica del Ambiente Nº 7554 del 4 de octubre de 1996, el agua es un bien de dominio público y el Estado debe procurar los instrumentos necesarios para tener un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Asimismo, en armonía con dicha legislación la Ley 7152 del 5 de junio de 1990, el Ministerio del Ambiente y Energía es el rector del Sector Ambiente y Energía, y tiene competencias para la gestión de los recursos hídricos del país bajo el desarrollo y aplicación de los principios generales de la citada ley en armonía con las leyes de otras instituciones del Estado y los objetivos nacionales, para el beneficio de la sociedad costarricense.

III.—Que de conformidad con la Ley N° 276 del 26 de agosto de 1942, y sus reformas el Ministerio del Ambiente y Energía es el ente rector del recurso hídrico correspondiéndole disponer y resolver sobre su dominio, aprovechamiento, utilización, gobierno y vigilancia; y autoriza al Ministerio del Ambiente y Energía a establecer un canon por concepto de aprovechamiento de agua y que en la actualidad debe reflejar los costos procedentes del reconocimiento del agua como un bien con valor económico, ambiental y social.

IV. —Que el inciso 4) del artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nº 30480- MINAE publicado en el Diario Oficial La Gaceta el 12 de junio del 2002, establece que la política nacional en materia del recurso hídrico debe reconocer el principio del valor económico del agua que procede del costo de administrarla, protegerla y recuperarla para el bienestar de todos, y que deberá incorporarse en los planes de trabajo de las instituciones públicas relevantes.

V.—Que tanto en la Cumbre del Milenio del 2000 como en la Cumbre de Desarrollo Sostenible de Johannesburgo en el 2002, desarrolladas dentro del marco del Sistema de Naciones Unidas, Costa Rica se ha sumado a los esfuerzos internacionales que buscan resolver los problemas de orden global y con miras a ello se han planteado una serie de objetivos a ser cumplidos por los países, en particular en relación con la necesidad de que se tomen medidas concretas con la finalidad de avanzar hacia la gestión integrada del recurso hídrico y a mejorar la cobertura de los servicios de agua potable y saneamiento.

VI.—Que el Plan Nacional de Desarrollo "Monseñor Víctor Manuel Sanabria 2002-2006", como marco político superior del Gobierno de la República, dispone la necesidad de formular políticas de protección al ambiente que permitan el desarrollo amigable logrando la preservación y equilibrio con el medio y de potenciar la riqueza natural costarricense como legado para las futuras generaciones y el mundo; siendo que en materia de gestión de recursos hídricos los retos se orientan a procurar que las diferentes instituciones ordenen sus competencias en forma clara y definida, para facilitar el uso racional del recurso hídrico, la fiscalización y tutela del proceso; y se establezca una adecuada valoración del recurso en su explotación e internalización de los servicios y daños ambientales asociados con su conservación, reconociendo el valor económico del agua que procede del costo de administrarla, protegerla y recuperarla con responsabilidad generacional.

VII.—Que el artículo 31 de la Ley de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos, Nº 7593, establece la necesidad de incorporar el criterio de sostenibilidad ambiental a la hora de fijar tarifas, precios y tasas de los servicios públicos.

VIII.—Que mediante el Decreto Ejecutivo Nº 26635-MINAE publicado en el Diario Oficial La Gaceta el 2 de febrero de 1998, se emitió la última normativa referente al canon por concepto de aprovechamiento de agua, el cual refleja una estructura desactualizada que solo contempla los costos administrativos básicos de atención del trámite de concesiones y no incluye otros componentes importantes como son la investigación, el control, monitoreo, conservación integral del recurso hídrico; que permitan avanzar hacia esquemas más consolidados para la administración óptima del agua y donde se reconozca el valor agregado del agua subterránea proveniente de los acuíferos como sistema hidrogeológico mucho más complejo que el superficial.

IX.—Que conforme la Ley Forestal Nº 7575, el bosque y las plantaciones forestales inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente brindando un servicio ambiental de protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico; donde las áreas silvestres protegidas del Estado y las áreas protegidas privadas, son ecosistemas que coadyuvan a la sostenibilidad del régimen hídrico y consecuente administración de la oferta de agua en cada una de las microcuencas o cuencas, a fin de garantizar su aprovechamiento multiuso, con prioridad al abastecimiento de agua para el consumo humano, por tanto se debe reconocer el servicio de protección del recurso hídrico que prestan estas áreas.

X.—Que conforme la Directriz 035-MINAE publicada en el Diario Oficial La Gaceta Nº 217 del 5 de noviembre del 2004, mediante la cual se dispone que el ajuste del canon de aprovechamiento de recurso hídrico se constituyen en parte de las acciones gubernamentales encaminadas hacia el cumplimiento de una política de tarifas ambientales en función del costo económico y social de la prestación del servicio hídrico y que todos los ciudadanos de la República, personas física o jurídicas, públicas y privadas incluyendo a las instituciones de gobierno que aprovechan el agua bajo la figura legal de una concesión administrativa o autorización dada por ley, cualquiera que sea el título en que amparen sus derechos, para el aprovechamiento de aguas en cualquiera de sus modalidades de uso, deberán cancelar los respectivos montos por concepto de canon de aprovechamiento o acceso al agua que disfrutan, de conformidad las fijaciones que disponga el Poder Ejecutivo; para lo cual deberán tomar las previsiones presupuestarias o económicas pertinentes. Por tanto,

DECRETAN:

CAPÍTULO I

Canon por concepto de aprovechamiento de aguas

Artículo 1º—El canon por aprovechamiento del agua debe utilizarse como instrumento económico para la regulación del aprovechamiento y administración del agua, que permita la disponibilidad hídrica para el abastecimiento confiable en el consumo humano y el desarrollo socio económico del país y además la generación de recursos económicos para financiar a largo plazo una gestión sostenible del recurso hídrico en Costa Rica.


CAPÍTULO II

De los aprovechamientos del agua

Artículo 2º—Conforme lo dispuesto en la Ley de Aguas Nº 276 del 26 de agosto de 1942 y la Directriz 035-MINAE publicada en La Gaceta Nº 217 del 5 de noviembre del 2004, todos los ciudadanos de la República, personas físicas o jurídicas, públicas y privadas incluyendo a las instituciones de gobierno que aprovechan el agua bajo la figura legal de una concesión administrativa o autorización, cualquiera que sea el título en que amparen sus derechos, para el aprovechamiento de aguas en cualquiera de sus modalidades de uso, deberán cancelar los respectivos montos por concepto de canon. Para efectos de la gestión de cobro se agruparán los usos en las siguientes grandes categorías principales, a saber:

a. Consumo Humano: Agua en concesión o inscrita, destinada a satisfacer las necesidades básicas de consumo, limpieza y saneamiento, sean estas suministradas por medio de un servicio público o autoabastecidas por un acueducto propio. Contempla al uso doméstico que conforme lo estipula el artículo 37 de la Ley de Aguas es el suministro de agua para satisfacer las necesidades de los habitantes, el riego de cultivos de terrenos que no excedan de media hectárea; el lavado de atarjeas y el suministro de aguas para surtir bocas contra incendios o hidrantes. 

b. Industrial: Agua utilizada en los procesos de producción de actividades industriales tales como metalúrgica; química; farmacéutica; pinturas; alimentaria; textilera, minería; entre otras. 

c. Comercial: Agua de insumo de un producto final tales como bebidas alcohólicas o no; embotellado de agua; o bien en actividades de lavandería, lavado de autos; entre otras. 

d. Agroindustrial: Agua utilizada por las empresas agrícolas en procesos de arrastre, limpieza de productos, enfriamiento o generación de vacíos en actividades tales como ingenio; beneficiado; concentrado, lavado y empaque de frutas y/o verduras frescas o preparadas; entre otros. 

e. Turístico: Aprovechamiento del agua por empresas que ofrecen un servicio de hotelería; recreación; restaurante; bar; piscinas; entre otros. 

f. Agropecuario: Aprovechamiento del agua en la reproducción, crianza y aprovechamiento de fauna y en la agricultura en actividades de riego y fumigación. 

g. Acuicultura: Aprovechamiento del agua en la reproducción, crianza y aprovechamiento de fauna de agua dulce y marina. 

h. Fuerza Hidráulica: Aprovechamiento del agua en la generación de electricidad o desarrollo fuerza mecánica. 

Para efectos del cobro de canon en el uso agroindustrial se entenderá por no consuntivo del agua, en aquellos procesos de enfriamiento, producción de vacíos entre otros, en los cuales el recurso una vez aprovechado se reintegra al cauce de la fuente original en cantidad y calidad igual o mejor sin necesidad de que exista de por medio un sistema de tratamiento y este se realice en forma casi inmediata a su derivación, sin que exista trasvase a otra cuenca o microcuenca, ni competencia por su uso con otras demandas de agua. En el caso de los proyectos que desarrollen las fuerzas hidráulicas de las aguas en la generación de electricidad o fuerza mecánica son aprovechamientos catalogados como uso no consuntivo del recurso hídrico.


CAPÍTULO III

Del canon e implementación

Artículo 3º—El canon por concepto de aprovechamiento de aguas contempla el valor de uso y el servicio ambiental de protección al recurso hídrico.


Artículo 4º—El canon de aprovechamiento se calcula diferenciando para los diversos usos, considerando el valor agregado de las aguas subterráneas y contempla los costos: administrativos de gestión, monitoreo hidrológico y meteorológico, planificación, control, investigación, así como los costos de conservación, mantener, recuperar los ecosistemas y las cuencas hidrográficas en las zonas de importancia de régimen hídrico, como las áreas silvestres protegidas del Estado.


Artículo 5º—Toda persona física o jurídica, pública o privada, deberá reconocer, el pago del canon de aprovechamiento de agua al Ministerio del Ambiente y Energía a través de su Departamento de Aguas, el cual se cobrará con base al volumen, en unidades de metros cúbicos anual, asignado en concesión o inscrito conforme el Registro Nacional de Aprovechamiento de Aguas y Cauces. El canon anual será el resultado del producto del volumen de agua asignado en concesión o inscrito, por el valor del canon para cada uso y diferenciado según se trate de agua superficial o subterránea, mediante la fórmula, Canon anual = (Volumen de Agua en metros cúbicos por año) X (colones por metro cúbico para agua superficial o subterránea), donde los valores de colones por metro cúbico están dados en el siguiente pliego: 

	(1) 
	(2) 

	Uso 
	Canon 

	  
	(Colones / m³) 

	  
	Agua 
superficial 
	Agua 
subterránea 

	Consumo Humano 
	1,46 
	1,63 

	Industrial 
	2,64 
	3,25 

	Comercial 
	2,64 
	3,25 

	Agroindustrial 
	1,90 
	2,47 

	Turismo 
	2,64 
	3,25 

	Agropecuario 
	1,29 
	1,40 

	Acuicultura 
	0,12 
	0,16 

	Fuerza Hidráulica 
	0,12 
	- 



Artículo 6º—Para promover e incentivar la producción de energía limpia a partir del uso de recursos renovables, los proyectos de fuerza hidráulica menores a 2000 kw de potencia instalada reconocerán un monto de 0.06 colones por metro cúbico anual en concesión y los menores de 500 kw de potencia instalada cuya energía se destine al consumo propio reconocerán un monto de 0.03 colones por metro cúbico anual en concesión.


Artículo 7º—El caso del uso de agua para el riego de los cultivos de arroz, caña de azúcar, pastos y café por tratarse de cultivos extensivos tradicionales, expuestos a condiciones especiales de mercado, deberán reconocer un monto de 0.12 colones por metro cúbico anual de agua para agua superficial en concesión y 0,16 colones por metro cúbico de agua subterránea en concesión.


Artículo 8º—El uso de agua en la agroindustria e industria que mediante la incorporación de buenas prácticas estipuladas en el reglamento que se promulgue de conformidad con el artículo 26 del presente decreto y cumplan con las características y procesos estipulados en la definición de uso no consuntivo normada en el artículo 2, pagarán un monto de 0.15 colones por metro cúbico anual por la proporción del volumen de agua en concesión equivalente al uso no consuntivo; debiendo reconocer 1,90 colones por metro cúbico anual por la proporción del volumen de agua con características de uso consuntivo.


Artículo 9º—Dada la particularidad del distrito de Riego Arenal Tempisque (DRAT) dentro del cual se presta un servicio público de riego por parte del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) bajo un esquema de suministro de agua condicionado a la prioridad hidroeléctrica, el SENARA cancelará un valor total de canon de 0,12 colones por metro cúbico por año, que se cobrará gradualmente conforme lo estipula el artículo 10 siguiente.


Artículo 10. —El canon se implementará gradualmente en un período de siete años. En el caso de los usos de consumo humano, industrial, comercial, agroindustrial, turismo, agropecuario y acuicultura el primer año se cobrará el 10% del valor total; incrementándose en forma acumulada cada año un 15% del valor en los restantes seis años, hasta alcanzar en el año siete el 100% del canon. En el caso del uso del agua para aprovechar su fuerza hidráulica se cobrará el 20% del valor total el primer año; incrementándose en un 30% en forma acumulada en el año tres y en el año cinco otro 30%, finalmente se incrementa el restante 20% para alcanzar en el año siete el 100% del canon.

El canon por aprovechamiento de agua se podrá implementar en un período de tiempo menor a lo estipulado en el párrafo anterior, en el caso de que así se convenga con un sector o usuario del agua, mediando un acuerdo voluntario con el MINAE. Para lo cual el interesado debe formalizar por escrito la solicitud ante el Departamento de Aguas y se tendrá 10 días para resolverla.


Artículo 11.—A partir del octavo año el Ministerio del Ambiente y Energía aplicará un incremento a los valores del canon total en cada uno de los usos, calculado con base en la inflación acumulada del año anterior, conforme los datos del Banco Central y regirá a partir del mes de enero de cada año siguiente.


CAPÍTULO IV

Del control y política de inversión

Artículo 12. —Al Ministro del Ambiente y Energía le corresponde velar por el buen uso de los recursos, asegurando el cumplimiento de los fines del presente Decreto. Le corresponderá al Órgano Asesor creado mediante el Decreto 26635-MINAE, proponer las políticas y someterlas a la aprobación por parte del Ministro Rector, con relación a las prioridades de los gastos de los recursos provenientes del canon, velando por que la inversión se realice con fines de una gestión integrada del recurso hídrico y en consonancia con los artículos 13,14 y 15 siguientes. Todos los acuerdos de este Órgano, serán consignados en un libro de actas abierto para tal efecto.


Artículo 13. —El 50% de los ingresos totales serán destinados a facilitar una gestión integral de aguas a nivel nacional realizada por el Departamento de Aguas. Se podrán financiar los siguientes rubros:

a. Gestión de control y seguimiento, referido a las labores administrativas y de campo para la verificación y monitoreo a fin de garantizar el cumplimiento de los términos del aprovechamiento de agua conforme lo dispuesto por la administración, lo que implica acciones y actividades en todo el territorio nacional. 

b. Gestión de desarrollo, referido a la evolución cientí.ca y operativa con la constante implementación de acciones que permita a la administración ejercer en todo el territorio nacional y en forma eficiente la gestión del recurso hídrico, para conseguir el uso sostenible del recurso. 

c. Incorporación en la gestión del agua, del equipo tecnológico idóneo y actualizado. 

d. Mantener acción constante de investigación para desarrollar el conocimiento científico sobre el régimen del recurso hídrico y su gestión. 

e. Monitoreo meteorológico e hidrológico en todo el territorio nacional, para garantizar la sostenibilidad en la generación de los datos meteorológicos e hidrológicos básicos para conocer la oferta regional y su comportamiento en el tiempo, por medio de la inversión, operación y mantenimiento de estaciones hidrológicas y meteorológicas del Instituto Meteorológico Nacional y otras instituciones de Estado, en estas últimas conforme lo establecido en el artículo 16 del presente decreto. 

f. Dotar de recursos humanos, tecnológicos y logísticos para garantizar la gestión hídrica en todo el territorio nacional. 

g. Desarrollo de Infraestructura de aprovechamiento y protección para el manejo eficiente de la oferta y demanda del recurso hídrico, que propongan las instituciones del Estado, entes privados, organismos de cuenca conformados legalmente o impulsados por el seno del Órgano Asesor, siempre de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico. 

h. Promover y financiar proyectos y acciones destinadas a la conservación, restauración, protección y uso sostenible de las cuencas hidrográficas y de los recursos hídricos que propongan las instituciones del Estado, entes privados organismos de cuenca conformados legalmente o sean propuestas por el Órgano Asesor, de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico. 


Artículo 14.—El restante 50% de los ingresos totales por concepto del canon, deberán invertirse en la cuenca que los genera a través del servicio de protección del recurso hídrico, en conservación, mantenimiento y recuperación de ecosistemas, tanto en áreas privadas como en las Áreas Silvestres Protegidas del Estado, tales como los Parques Nacionales y Reservas Biológicas. En ambas casos, se aplicarán en zonas de importancia para sostenibilidad del régimen hídrico y consecuente con la oferta de agua en cada una de las microcuencas o cuencas, a fin de garantizar su aprovechamiento multiuso.

Para el cumplimiento de lo anterior, se destinará del monto anterior, el 50% al Sistema Nacional de Áreas de Conservación (SINAC) dineros que se ejecutarán mediante transferencia presupuestaria para financiar las siguientes acciones:

a. Promover y financiar proyectos y acciones destinadas a la conservación, restauración, protección y uso sostenible de los recursos hídricos en las cuencas hidrográficas, Parques Nacionales y Reservas Biológicas de conformidad con los planes y programas nacionales de gestión del recurso hídrico. 

b. Operación y mantenimiento de las Áreas Silvestres Protegidas, en razón del servicio ambiental protección del recurso hídrico. 

c. Pago de tierras privadas en áreas silvestres protegidas estatales tales como los Parques Nacionales y Reservas Biológicas, en razón de consolidar el servicio ambiental de protección del recurso hídrico que prestan. 

El restante de este componente, se deberá trasladar mediante transferencia presupuestaria al Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (FONAFIFO) para financiar el Programa de Pago por Servicios Ambientales (PSA) a terrenos privados dentro de la cuenca donde se genere el servicio ambiental de protección del agua y se ubiquen en zonas de importancia para la sostenibilidad comprobada del régimen hídrico, de acuerdo con los criterios que se definan en los Planes y Programas Nacionales en esta materia.

De esta última partida se podrá transferir recursos económicos a las Municipalidades para que financien programas propuestos dirigidos a la consolidación de compra de tierras con fines de protección de áreas de recarga acuífera y protección de nacimientos de importancia cantonal.


Artículo 15.—Al emitirse los criterios de asignación de los recursos económicos provenientes del canon por aprovechamiento de agua en el Programa de Pago por Servicios Ambientales, debe priorizarse la protección de fuentes destinadas al abastecimiento de agua para consumo de la población, tanto de los entes públicos como privados; en especial de las Asociaciones Administradoras de Acueductos y Alcantarillados.


CAPÍTULO V

Del reconocimiento

Artículo 16. —El Ministerio del Ambiente y Energía mediante resolución razonada y justificada con base en informe de recomendación del Órgano Asesor de Agua, podrá reconocer como parte del pago del canon por aprovechamiento de agua a aquellas instituciones del Estado, el costo de operación y mantenimiento de sus redes o estaciones hidrometeorológicas que presten servicios de monitoreo hidrológico y meteorológico del recurso hídrico. La Institución objeto del reconocimiento quedará obligada a invertir el monto reconocido en operar, mantener y ampliar la cobertura de red de monitoreo y colocará a disposición del público la información correspondiente; condición que el Departamento de Aguas deberá velar por su cumplimiento. No se permite con estos recursos cubrir gastos administrativos de las instituciones que prestan el servicio de monitoreo.

Para el efectivo cumplimiento, deberá cada institución mediante solicitud formal gestionar ante el Departamento de Aguas el reconocimiento correspondiente durante el mes de junio de cada año, aplicable para el siguiente período; adjuntando certificación de contador público autorizado, de los gastos correspondientes, desglosando en los rubros de operación y mantenimiento de la red existente y de la inversión propuesta en ampliación de la red, los cuales deben estar debidamente autorizados en el presupuesto institucional. Toda propuesta de inversión para ampliar la cobertura en materia de la red hidrológica y meteorológica debe corresponder con lo estipulado en el artículo 18 del presente decreto.


Artículo 17.—Se faculta al Ministerio del Ambiente y Energía para que mediando resolución razonada y justificada con base en informe de recomendación del Órgano Asesor de Agua y por medio de transferencia presupuestaria, financiar proyectos de investigación en materia de aguas subterráneas que se encuentren en los planes y programas del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento. De igual forma estará facultado a financiar el desarrollo de proyectos de manejo, conservación y protección del recurso hídrico planteados por la Comisión para el Manejo de la Cuenca Alta del Río Reventazón (COMCURE) creada mediante la Ley 8023. Ambos casos deberán estar contemplados en el Plan Nacional de Desarrollo. No se permite con estos recursos cubrir gastos administrativos y operativos.


Artículo 18.—El Departamento de Aguas en coordinación con el Órgano Asesor de Aguas, deberá establecer las prioridades de nuevas estaciones hidrológicas y meteorológicas, así como áreas de investigación en materia de agua subterráneas y superficiales, que se requieran para garantizar los datos para una gestión eficiente del recurso hídrico.


Artículo 19. —A las instituciones públicas o empresas privadas que en la actualidad o en el futuro tengan firmados o firmen convenios o contratos con el Fondo Nacional para el Financiamiento Forestal (FONAFIFO) de reconocimiento de Pago por Servicios Ambientales, el MINAE les reconocerá durante la vigencia del contrato o convenio, el monto anual pagado a FONAFIFO, como parte del monto correspondiente a lo estipulado en el capítulo II y lo dispuesto en el artículo 14 del presente Decreto. Una vez rescindido o finalizado el contrato, la empresa deberá realizar el pago total del canon al Departamento de Aguas.

Para el efectivo cumplimiento, deberá la institución pública o empresa privada interesada solicitar ante el Departamento de Aguas el reconocimiento correspondiente durante el mes de junio de cada año, aplicable para el siguiente período; adjuntando certificación de FONAFIFO en donde se indique el monto anual que ha convenido con esta y el plazo de inversión. Debiéndose cumplir para su reconocimiento, con lo estipulado en el artículo 14 del presente Decreto.


CAPÍTULO VI

De la gestión de cobro

Artículo 20. —El canon será cobrado por el Departamento de Aguas en forma trimestral adelantado y le aplicará lo correspondiente al recargo y caducidades conforme lo contemplado en la Ley de Aguas. Para su administración los dineros recaudados serán depositados en la cuenta del Banco Nacional Nº 197633-1 a nombre del Departamento de Aguas- Instituto Meteorológico Nacional.


Artículo 21.—Toda institución del Estado o ente privado prestatario de un servicio público de suministro de agua poblacional, electricidad, riego o acuicultura, con el fin de reconocer al MINAE el pago del canon correspondiente, deberá incorporarlo en la estructura tarifaria como el costo por la sostenibilidad ambiental del recurso hídrico para que sea reconocido por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos o cualquier otra instancia que proceda y así pueda ser cobrado al usuario final por parte de la empresa prestataria del servicio, esto, con base en el consumo de agua prestado a cada cliente.


Artículo 22º—El cobro de este canon se implementará a partir del sexto mes de la entrada en vigencia del presente Decreto.


CAPÍTULO VII

De los incentivos

Artículo 23.—A los quince días de la entrada en vigencia del presente Decreto, el MINAE conformará una comisión con el .n de que en el plazo máximo de tres meses proponga un Decreto Ejecutivo mediante el cual se desarrolle un reglamento de buenas prácticas en la utilización y manejo del agua como insumo de las diferentes actividades productivas, también deberá desarrollar el protocolo para las empresas que en forma voluntaria deseen acogerse a un Plan de Uso Eficiente de Recurso Hídrico (PUERH), así como el detalle de un régimen de incentivos.

La comisión estará conformada por el Jefe del Departamento de Agua quien coordinará, tres funcionarios representantes de instituciones del sector hídrico y tres representantes del sector productivo elegidos en el seno de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada (UCCAEP). De los cuales uno provendrá del sector agropecuario propuesto por la Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria y otro provendrá del sector industrial. La comisión será precedida por el Jefe del Departamento de Aguas y tendrá como sitio de sesiones las instalaciones de dicho Departamento.


Artículo 24.—Se entenderá por Plan de Uso Eficiente del Recurso Hídrico (PUERH), aquel instrumento por medio del cual, las diferentes empresas con actividades productivas que utilicen el agua como insumo, a través de buenas prácticas, puedan proponer y justificar, en un plazo definido y autorizado, la disminución de su dotación normal de gasto de agua por unidad de producción.

El PUERH será elaborado en forma voluntaria por las empresas que desean acogerse a los incentivos propuestos. El mismo será aprobado, de previo a su implementación, por el Departamento de Aguas del MINAE y fiscalizado por medio de auditorías externas especializadas, cuyo costo será reconocido por la empresa sometida al Plan.


Artículo 25. —Sólo aquellas empresas que voluntariamente hayan presentado ante el Departamento de Aguas del MINAE la solicitud formal con el PUERH haya sido aprobado, podrán acogerse al régimen de incentivos.

Este régimen de incentivos podrá contener, entre otras compensaciones, la exención temporal conforme el Plan propuesto del pago del canon, el reconocimiento parcial de la inversión en tecnología para el uso eficiente del agua, de acuerdo con el listado de buenas prácticas establecido. En cualquiera de los casos se podrá reconocer hasta un máximo del 50% del monto total del canon, lo cual será reglamentado.


Artículo 26.—El reglamento con el detalle de buenas prácticas para el uso eficiente del agua, del régimen de incentivos, el registro y los requisitos de las auditorías, deberán publicarse en el Diario Oficial La Gaceta, en un plazo máximo de seis meses después de la entrada en vigencia de este Decreto.


Artículo 27. —Las empresas que a la entrada en vigencia del decreto de incentivos tengan incorporado en su proceso productivo el desarrollo de buenas prácticas en la utilización del agua, podrán voluntariamente someterse al plan de incentivos solicitando por medio de la presentación del PUERH su incorporación. Deberán cumplir con los requisitos de las buenas prácticas definidas en el reglamento y el protocolo que se establezca.


CAPÍTULO VIII

Disposiciones generales

Artículo 28. —En el caso de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia S. A. (ESPH S. A.) para lo referente al uso poblacional en concesión y en vista que actualmente ha incorporado el servicio ambiental de protección del recurso hídrico en la tarifa de servicio, cancelará al Departamento de Aguas solo lo correspondiente al valor por el derecho de uso del agua equivalente a 0,73 colones por metro cúbico anual en aguas superficiales y 0,81 colones por metro cúbico anual de agua subterránea. La ESPH S. A. deberá ajustarse a lo que el MINAE disponga en cuanto a la normalización por el Pago del Servicio Ambiental por concepto del servicio de protección del recurso hídrico.


Artículo 29. —Conforme el artículo 6 de la Ley de Aguas, los pozos artesanales correspondientes a los excavados manualmente con pico y pala, con características de diámetro mínimo de un metro y profundidad máxima de 30 metros, con fin de extraer agua para destinar el uso doméstico, no requieren de concesión para su aprovechamiento, por tanto no les cubre el pago por concepto de canon de aprovechamiento de agua.


Artículo 30.—El Instituto Costarricense de Electricidad y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados deberán informar en forma periódica por escrito al Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía sobre todos los aprovechamientos de agua que realizan para el cumplimiento de sus fines; detallando en cada una como mínimo lo referente al nombre de la fuente, ubicación cartográfica de punto de toma y desfogue (cuando proceda), caudal derivado, registro de aforos de la fuente aprovechada y cualquier otro elemento o característica que consideren procedente reportar para el efectivo registro de su aprovechamiento.


Artículo 31. —El MINAE deberá realizar todos los ajustes necesarios para garantizar la implementación efectiva y transparente del canon.


Artículo 32.—El MINAE deberá mantener constante monitoreo acerca de la implementación del canon con el fin de que se pueda identificar y realizar los ajustes que se consideren procedentes que permita la sostenibilidad del canon, para lo cual en el plazo de tres años de la vigencia del presente derecho deberá realizar su evaluación.


Artículo 33. —Se adiciona un inciso i) al artículo 5 del Decreto 26635-MINAE publicado en La Gaceta Nº 22 del lunes 2 de febrero de 1998, para que se lea de la siguiente manera " i) un representante de la Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria.”

Artículo 34. —Rige a partir de su publicación.

Dado en la Presidencia de la República. —San José, a los veinticuatro días del mes de agosto del dos mil cinco.


CAPÍTULO IX

Disposiciones transitorias

En el plazo de seis meses a partir de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial La Gaceta, se deberá disponer de los recursos humanos y logísticos al Departamento de Aguas, necesarios para hacer los ajustes correspondientes en el sistema informático de cobro y de registro nacional de aprovechamiento de aguas y cauces, así como para realizar las comunicaciones, publicidad y procesos necesarios para la efectiva implementación de las disposiciones aquí contenidas. Los concesionarios que así lo ameriten deberán solicitar formal ajuste de los caudales aprovechados en concesión, para lo cual el Departamento de Aguas deberá facilitar el proceso de revisión y resolución. Así mismo, el MINAE promoverá por la vía de Decreto Ejecutivo la realización de un período de amnistía para permitir la legalización de aprovechamiento de agua actualmente al margen de la Ley, lo cual debe ser reglamentado en ese decreto.

El Ministro de Ambiente y Energía deberá gestionar ante quien corresponda los ajustes presupuestarios y modificación de los topes de gasto correspondientes a las gestiones del Departamento de Aguas, Instituto Meteorológico Nacional y del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, en relación con los ingresos esperados por concepto del canon y conforme al período de siete años de ajuste.

Mediando informe razonado y justificado, el Ministro del Ambiente y Energía gestionará la autorización para la creación de nuevas plazas al Departamento de Aguas tendientes a garantizar una gestión integral nacional del recurso hídrico y que serán financiadas con los recursos económicos provenientes de este canon.

En el plazo de los seis meses de la publicación en el Diario Oficial La Gaceta, se deberán realizar los ajustes necesarios para la normalización de los parámetros para .jar los montos de reconocimiento del servicio de protección del recurso hídrico a través del Pago de Servicios Ambientales conforme lo disponga así el FONAFIFO.

Hasta tanto no se implemente el nuevo canon conforme lo dispuesto en el artículo 22 del presente Decreto, continuará aplicándose durante los seis meses siguientes a la publicación de esta norma, lo estipulado en el Decreto Nº 26625-MINAE publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 18 del 27 de enero de 1998; el cual cumplidos esos seis meses se deroga y continuará vigente el presente Decreto.
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� Información extraída del  Duodécimo Informe del Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible.


� GIRH por sus siglas


� Acordado por los 191 Estados miembros de las Naciones Unidas en el Pleno de la Cumbre del Milenio celebrada en 2000.


� Expediente legislativo número 14585 de la Comisión Permanente de Ambiente, publicado en La Gaceta número 4 del miércoles 7 de enero de 2004.


� Mathus Escorihuela, M., “El derecho al agua en el Derecho Argentino”, en El Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, página 225.


� Mathus Escorihuela, M., “El derecho al agua en el Derecho Argentino”, en El Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, página 226.


� “Sabido es que ningún derecho es absoluto, sino que todos, incluso los que hoy denominamos humanos, deben ejercitarse en consonancia con las obligaciones que consecuentemente acarrean: tales obligaciones, procuran compatibilizar los derechos con las restantes exigencias que la vida en sociedad impone.”  Pinto, M. y otros, “Configuración del derecho al agua: del uso común al derecho humano.  Particularmente de su integración y expansión conceptual”, en Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, página 307.


� El Principio Cuatro de la Declaración de Dublín de 1992 dispone “El agua tiene un valor económico en todos sus diversos usos en competencia a los que se destina y debería reconocérsele como un bien económico.”








� “Los Estados Partes asegurarán a las mujeres el derecho a gozar de condiciones de vida adecuadas particularmente en las esferas de (...) el abastecimiento de agua.”


� Se exige a los Estados Partes que luchen contra las enfermedades y la malnutrición mediante “el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre.”


� “Todas las personas, sin importar su estado de desarrollo y su condición económica y social, tienen el derecho a acceder a agua potable en cantidad y calidad equivalente para cubrir necesidades básicas.”


� “Es esencial reconocer ante todo el derecho fundamental de todo ser humano a tener acceso a un agua pura y al saneamiento por un precio asequible.”


� Lastimosamente la Declaración Ministerial del IV Foro Mundial del Agua de México en 2006 omitió cuidadosamente toda mención al derecho humano al agua como lo propusieron Venezuela, Cuba y Uruguay, o al derecho fundamental al agua en lo que se refiere a las necesidades básicas para la vida, tal y como lo propuso la Unión Europea.


� Muchos Estados históricamente no han proveído de agua a las poblaciones marginadas y pobres, forzándolas a comprar agua embotellada, o bien a proveerse de camiones cisternas a precios muy superiores a los establecidos en las tarifas de servicio público.


� El Reglamento de Prestación de Servicios a los Clientes del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, publicado en la Gaceta número 177 del 16 de setiembre de 2006, Alcance número 66, en su numeral 8 establece “Los servicios prestados por A y A sus clientes, por Ley no podrán ser gratuitos, así se trata de entidades públicas nacionales, regionales o municipales.” 


� La Ley General del Agua Potable de Costa Rica dispone que El Ministerios de Obras Públicas, por medio del Departamento de Obras Hidráulicas, o la respectiva Municipalidad en su caso, podrán construir fuentes públicas en los sistemas de abastecimiento de aguas potables a fin de ofrecer un servicio gratuito al público





� Al respecto la recientemente aprobada Ley de los Recursos Hídricos del Paraguay en su artículo 22 dispone: “El respeto y la preservación de los derechos consuetudinarios de uso, aprovechamiento y conservación de los recursos hídricos por parte de las comunidades indígenas tiene prioridad sobre cualquier otra utilización de los mismos.” 


� “Por ello deben efectuarse consideraciones en torno a la vigencia de los derechos humanos, la salubridad, la sustentabilidad del servicio, a los planes de operación y expansión, a las políticas sociales del Estado, a la regresividad o progresividad de la estructura tarifaria,  subsidios cruzados, coeficientes zonales, de hábitat, etc., la rentabilidad del concesionario, los niveles de universalización y calidad del servicio, etc.  En síntesis, cuestiones muchas de ellas, vinculadas más, a la política – en tanto decisión y planificación – en materia de servicios públicos de agua y saneamiento, que a lo estrictamente jurídico”  Pinto, Mauricio y otros, “Configuración del derecho al agua: del uso común al derecho humano.  Particularmente de su integración y expansión conceptual”, en Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, página 312.


� El ser humano necesita al menos de 3 a 5 litros diarios de agua potable para su estricta supervivencia, además según lo afirma el autor Gleick�, la cantidad mínima necesaria para garantizar un nivel mínimo de protección de la salud es un total de 50 litros por persona por día, distribuidos de la siguiente manera: 5 litros para agua de boca, 20 litros para los servicios de saneamiento, 15 litros para agua e higiene y 10 litros para la preparación de la comida.  








� 90% de las aguas residuales de los países en desarrollo son vertidas directamente en los distintos cuerpos acuáticos sin ningún tipo de tratamiento previo, causando que el 50% de los ríos más importantes del mundo se encuentren seriamente contaminados.    La contaminación de los cuerpos acuáticos superficiales y subterráneos pueden constituir una violación al derecho humano al agua.  La contaminación de aguas en Nigeria fue declarada una violación al derecho a la alimentación y a un ambiente ecológicamente favorable al desarrollo, bajo la Carta Africana de Derechos Humanos.  De esta forma, para evitar la violación al derecho humano al agua mediante la contaminación de los cuerpos acuáticos, los distintos Estados deben establecer limitaciones e implementar tecnologías que sean necesarias para cumplir con los estándares preestablecidos.


� Para la Organización Mundial de la Salud, el agua usada para fines agrícolas no estaría comprendida en el concepto de necesidades mínimas, especialmente en tierras áridas, debido a la cantidad tan elevada requerida para la producción de alimentos,  estimándose que el agua necesaria para hacer crecer la comida para las necesidades diarias de un individuo es de 2700 litros, lo cual podría poner en peligro la satisfacción de otras necesidades básicas.  El 70% del total de agua consumida en el mundo es utilizada en la agricultura.


� Así lo dispone el artículo 5 inciso aa) de la Ley de los Recursos Hídricos del Paraguay que incorpora dentro de los usos para fines domésticos a la producción agraria básica para el consumo del núcleo familiar.


� Dyson Megan, Bergkamp Ger, y John Scanlon, “Caudal, elementos esenciales de caudales ambientales”, Unión Mundial para la Naturaleza, 2005, página 3. // Sobre el tema el Dr. Eduardo Astorga en su ensayo “La Valoración Ambiental del Territorio, uno de los servicios ambientales del Agua” expone: “...  se entiende caudal ecológico, al caudal mínimo de agua que se requiere conservar en el cauce natural, de forma de asegurar la supervivencia  de los diversos componentes y funciones de los ecosistemas acuáticos, no existiendo en Chile una recopilación de antecedentes, lo que factibiliza sólo la utilización de metodologías con base hidrológica y metodologías más completas para su determinación como las que actualmente son comunes Estados Unidos y Europa, en donde se comenzó por destinar, para la preservación de los ecosistemas dulceacuícolas, un caudal que fluctúa alrededor del 10% del caudal medio original del río.  No obstante esta fórmula se dificulta en zonas áridas, semiáridas y subhúmedas, los caudales presentan una alta variabilidad de nivel anual e interanual.” 


� Artículo 5 inciso II).  Misma definición adopta el proyecto de ley del Recurso Hídrico de Costa Rica en su Artículo 2 inciso d).


� Dyson Megan, Bergkamp Ger, y John Scanlon, “Caudal, elementos esenciales de caudales ambientales”, Unión Mundial para la Naturaleza, 2005, página 4.


� Según la jurisprudencia constitucional costarricense los tratados internacionales en materia de medio ambiente y derechos humanos,  son instrumentos jurídicos plenamente aplicables y de exigibilidad judicial directa por parte de cualquier sujeto, en virtud de la legitimación amplia por intereses difusos en rige la materia ambiental.


� La moderna legislación hídrica como la recientemente promulgada Ley de los Recursos Hídricos del Paraguay contemplan el acceso al agua para la satisfacción de las necesidades básicas como un derecho humano que debe ser garantizado por el Estado, en cantidad y calidad adecuada.


� Embid Irujo, A., “El derecho al agua en el marco de la evolución del derecho de aguas”, en El Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, 2006, Navarra, página 30.


� La Ley General del Agua Potable de Costa Rica dispone que por ningún concepto los propietarios de casas o locales podrán privar del servicio de agua potable a sus inquilinos.


� GWP/TAC número 4, año 2000, página 4.


� Aguilar, G., Iza, A., Gobernanza de Aguas Compartidas: aspectos jurídicos e institucionales, UICN, Oficina Regional de Mesoamérica, San José, Costa Rica, 2006, página 74.


� El capítulo XVIII del Programa 21, en su apartado 18.2. afirma lo siguiente: “La escasez generalizada de recurso de agua dulce, su destrucción gradual y creciente contaminación, así como la implantación progresiva de actividades incompatibles en muchas regiones del mundo, exigen una planificación y una ordenación integradas de los recursos hídricos.  Esa integración ha de abarcar todos los tipos de masas interrelacionads de agua dulce, tanto las aguas superficiales como las subterráneas, y ha de tener debidamente en cuenta los aspectos de la calidad y cantidad del agua. Debe reconocerse el carácter multisectorial del aprovechamiento de los recursos hídricos en el contexto del desarrollo socioeconómico, así como la utilización de esos recursos para fines múltiples como el abastecimiento de agua y el saneamiento, la agricultura, la industria, el desarrollo urbano, la generación de energía hidroeléctrica, la pesca en aguas interiores, el transporte, las actividades recreativas, la ordenación de las tierras bajas y las planicies y otras actividades.  Los sistemas racionales de utilización del agua para el aprovechamiento de las fuentes de suministro de agua, sean de superficie, subterráneas u otras posibles, deben estar apoyados por medidas concomitantes encaminadas a conservar el agua y reducir al mínimo el derroche.  Sin embargo, cuando sea necesario, habrá de darse prioridad a las medidas de prevención y control de las inundaciones, así como al control de la sedimentación.”


� Solidaridad intrageneracional y equidad intergeneracional.


� En la Conferencia Internacional sobre el Agua y el Medio Ambiente (CIAMA) celebrada en Dublín, Irlanda, del 26 al 31 de enero de 1992 se reunieron quinientos participantes, entre los que figuraban expertos designados por los gobiernos de cien países y representantes de ochenta organizaciones internacionales, intergubernamentales y no gubernamentales. Los expertos consideraron que la situación de los recursos hídricos mundiales se estaba volviendo crítica. En su sesión de clausura, la Conferencia adoptó la  Declaración de Dublín y el Informe de la Conferencia. Los problemas en los que se  hizo hincapié no son de orden especulativo ni tampoco cabe pensar que podrán afectar al planeta sólo en un futuro lejano. Estos problemas ya están presentes y afectan a la humanidad en este momento. La supervivencia futura de muchos millones de personas exige una acción inmediata y eficaz. Los participantes en la CIAMA hicieron un llamamiento para que se dé un enfoque radicalmente nuevo a la evaluación, al aprovechamiento y a la gestión de los recursos de agua dulce, y esto sólo puede conseguirse gracias a un compromiso político y a una participación que abarque desde las altas esferas del gobierno hasta las comunidades más elementales. Este compromiso habrá de apoyarse en inversiones considerables e inmediatas, en campañas de sensibilización, en modificaciones en el campo legislativo e institucional, desarrollo de tecnología y en programas de creación de capacidades. Todo ello deberá estar basado en un mayor reconocimiento de la interdependencia de todos los pueblos y del lugar que les corresponde en el mundo natural. 





� Colom, Elisa “Manejo Integrado de recurso hídricos” contenido en “De Río a Johannesburgo: Perspectivas del Derecho Ambiental en Latinoamérica”, Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente y Unión Mundial para la Naturaleza, primera edición 2002, página 304.


� El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras, Principio 3 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992.


� Objetivos del Milenio, 2003.


� Fundación Costa Rica – Estados Unidos de América.


� Foro Ambiental Fundación CRUSA, Avance del foro ambiental 2001-2002, editado por Álvaro Ugalde Víquez y Vivienne Solís Rivera, primera edición, 2002.


� En el caso del Canon Ambiental por Vertidos, a la fecha de terminación de esta obra, a pesar de encontrarse vigente el decreto que fija su creación, el mismo aún no ha sido implementado por parte del Poder Ejecutivo, existiendo una nueva propuesta de modificación de dicho instrumento jurídico.


� Artículo 3 del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos, Decreto Ejecutivo número 31176-MINAE del 22 de abril de 2003.


� Ley número 276 del 27 de agosto de 1942, reformada por las leyes 2332 de 9 de abril de 1959, 5046 del 16 de agosto de 1972 y 5516 de 2 de mayo de 1974.


� Ley número 6797 del 4 de octubre de 1982.


� Ley número 7554 del 4 de octubre de 1995.


� Promulgado el 05 de junio de 2002 el cual en su principio tres establece “El agua debe ser considerada dentro de la legislación como un bien de dominio público y consecuentemente se convierte en un bien inembargable, inalienable e imprescriptible.” 


� Así lo dispone el Artículo 4 del proyecto de Ley del Recurso Hídrico.


� Así también lo establece el artículo 1.9 del decreto ejecutivo número 30480-MINAE  “El recurso hídrico y las fuerzas que se derivan de éste son bienes estratégicos del país.”


� El artículo 132 del proyecto de ley del Recurso Hídrico establece la prerrogativa de la cual goza tanto la Dirección Nacional del Recurso Hídrico, como el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, de declarar la utilidad pública y realizar la expropiación de los terrenos que se encuentren en zonas de recarga acuífera, o cualquier otra zona del país que requieran protección absoluta, para garantizar el suministro de agua potable para el consumo humano actual o futuro, así como la protección de ecosistemas ligados al recurso hídrico de importancia nacional.


� Así lo establece  los  Artículos 17, 21, 27, 46, 56, 70, 176 y 178 de la Ley de Aguas  vigente número 276 del 27 de agosto de 1942,  el punto III del preámbulo del  decreto ejecutivo número 32868-MINAE, el artículo 1.3 del Decreto ejecutivo 30480-MINAE,  y lo vendría  a ratificar el Proyecto de Ley del Recurso Hídrico, que al respecto establece “El Ministerio de Ambiente y Energía es el órgano rector del recurso hídrico con potestades de dirección, de conformidad con la Ley General de Administración Pública.”


� Así también lo establece el artículo 1.3 del decreto ejecutivo número 30480-MINAE.


� Al respecto puede consultarse el voto  número 2000-10466 emanado de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Artículo 2 inciso i) del proyecto de Ley del Recurso Hídrico.


� Voto 6869-96 de las 14 horas 51 minutos del 18 de diciembre de 1996, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.  Así mismo puede consultarse votos relacionados con el tema entre ellos:  3379-96 del 5 de julio de 1996 y 4829-99 de las 15 horas 36 minutos del 8 de julio de 1998, ambos de la Sala Constitucional, así como la Opinión Jurídica de la Procuraduría General de la República OJ-084-98. // Mediante el voto constitucional número 9170-06 que resolvió la Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 31756-MINAE Reglamento de Creación del Canon Ambiental por Vertidos la Sala resolvió lo siguiente: “La norma se impugna en tanto el MINAE, vía reglamento, establece un verdadero impuesto, con la denominación “canon”, que estaba originalmente previsto para tener origen en una ley, tal y como exige la Constitución Política. La creación del denominado Canon Ambiental por Vertidos. Se declara parcialmente con lugar esta acción, en consecuencia se anula el artículo 11 del Decreto Ejecutivo N° 311756-MINAE "Reglamento de Creación del Canon Ambiental por Vertidos" por violación al principio de caja única del Estado. En lo demás se declara sin lugar la acción” 





� El principio 16 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo expone “Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio que el que contamina debería, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales.”


� El principio precautorio se encuentra contenido en varios instrumentos internacionales entre los cuales se encuentra la Declaración de Río en su numeral 15 el cual reza “Con el fin de proteger el ambiente, los Estados, debería aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades.  Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación ambiental.”  A la vez el principio precautorio se encuentra contenido en Convenio Marco de Cambio Climático y el Protocolo de Bioseguridad en donde encuentra su más reciente desarrollo.//  ..”. La prevención pretende anticiparse a los efectos negativos, y asegurar la protección, conservación y adecuada gestión de los recursos.  Consecuentemente, el principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de tomar las medidas precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o la salud de las personas.  De esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible – o una duda al respecto-, se debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate.  Lo anterior debido a que en materia ambiental la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia moral, pero difícilmente compensará los daños ocasionados en el ambiente...”  Voto número 1923-2004 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.  ..”.Bien entendido el principio precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, sino ante la carencia de certeza respecto de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos en el ambiente...” Sentencia 3480-2003 de las catorce horas dos minutos del 02 de mayo de 2003.








� Este principio se encuentra desarrollado en la Declaración de Río, específicamente en el principio 3  que al respecto indica “El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras.”  A su vez,  el principio de equidad intergeneracional se rige por tres características: 1) Principio de conservación de opciones: requiere que cada generación conserve la diversidad de los recursos naturales y culturales para futuras generaciones. 2) Principio de conservación de calidad: cada generación no debe dejar el planeta en peores condiciones en que lo encontró. 3) Conservación de acceso: cada generación debe ofrecer para sus miembros los mismos derechos de acceso al legado de sus predecesores y debe conservar dicho acceso para el futuro.


  


� El principio de corrección de los atentados al medio ambiente, preferentemente a la fuente misma se encuentra contenido en el apartado segundo del artículo 174 del Tratado de la Comunidad Europea.  Las medidas preventivas o correctivas deben tomarse directamente en la fuente generadora del daño, mediante el uso de la tecnología más adecuada.  La reparación ideal del medio ambiente es “in natura” o “in pristinum” directamente en el ecosistema dañado.





� Principio 10 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo. El esfuerzo en la conservación del ambiente es una tarea primordial del Estado pero con una amplia participación de todos los actores de nuestra sociedad y en tres niveles básicos: a) En la elaboración de políticas ambientales; b) En la gestión dentro de los organismos del Estado; c) En el monitoreo y control.  Este principio va ligado al de libre acceso a la información ambiental y al de acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos. 





� Desarrollo Sostenible como megaderecho humano de tercera generación se encuentra conformado por el derecho al ambiente y por el derecho al desarrollo.  El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras.   A fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada.  Es definido como aquel tipo de desarrollo que permite satisfacer las necesidades de las generaciones  presentes sin comprometer la capacidad de las generaciones venideras de suplir sus propias necesidades  El desarrollo sostenible se ha venido considerando como la aceptación generalizada de la necesidad de un estilo de desarrollo ambientalmente sostenible, que además de preocuparse por la salud del planeta, pone énfasis en la superación de la pobreza, en la equidad intrageneracional, la solidaridad intergeneracional y en la reestructuración de los sistemas económicos nacionales y mundiales.  Se encuentra orientado a: Potenciar las capacidades de decisión de la gente; Cooperación, preocupación por la gente y, Equidad, igualdad de oportunidades económicas, políticas y sociales.


� Así también lo dispone el proyecto de ley 14585 Ley del Recurso Hídrico, el cual en su artículo 2.g. establece el enfoque ecosistémico como un principio general rector de la gestión hídrica.


� Así  lo dispone el artículo 1.2 del decreto ejecutivo número 30480-.MINAE “La gestión del agua y sobre todo las reglas de acceso a este recurso deben regirse por un principio de equidad y solidaridad social e intergeneracional.”





� El proyecto de ley del Recurso Hídrico define cuenca hidrográfica como “unidad territorial delimitada por la línea divisoria de sus aguas, las cuales drenan superficial o subterráneamente hacia una salida común. Cuando los límites de las aguas subterráneas no coinciden con la línea divisoria de aguas, dicha delimitación incluirá la proyección de las áreas de recarga de las aguas subterráneas, las cuales fluyen hacia la cuenca delimitada superficialmente.  Si las aguas de una cuenca tiene como salida común algún punto del litoral, su zona de influencia marítima es considerada como proyección de la cuenca hidrográfica respectiva, según lo determinen los estudios técnicos pertinentes” Artículo 2, inciso d).


� Siguiendo un  mismo enfoque  el  artículo 1.7 del decreto ejecutivo 30480-MINAE establece “La gestión del recurso hídrico debe ser integrada, descentralizada y participativa partiendo de la cuenca hidrográfica como unidad de planificación y gestión.”  Así también lo establece el Artículo 2 inciso j) del proyecto de Ley del Recurso Hídrico.





� Mathus Escorihuela, M., “El derecho al agua en el Derecho Argentino”, en El Derecho al Agua, Editorial Thomson Aranzadi, Navarra, 2006, página 247


� Artículo 23 del proyecto de Ley del Recurso Hídrico.


� Artículo 23 del Proyecto de Ley del Recurso Hídrico.


� Artículo 24 del Proyecto de Ley del Recurso Hídrico // Al efecto, el artículo 5 párrafo final de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos número 7593 del 09 de agosto de 1996, dispone que en el otorgamiento de la concesión para el aprovechamiento de aguas para riego deberá incluirse la obligación del usuario de aplicar las técnicas adecuadas de manejo de agua, a fin de evitar la degradación del recurso suelo, ya sea por erosión, revenimiento, salinización, hidromorfismo y otros efectos perjudiciales.


� Apartado quinto del preámbulo del Reglamento de Vertidos “Que de acuerdo con las recomendaciones emitidas por esta Comisión el Estado debe darle al agua el lugar de alta prioridad y relevancia estratégica que tiene para el presente y el futuro del país, desarrollar y tomar muy en serio medidas urgentes para recuperar los sistemas y para restaurar las condiciones medioambientales necesarias para que los recursos hídricos sean sostenibles, para la población actual y las futuras generaciones.”


� La propuesta de modificación del decreto ejecutivo del  canon ambiental por vertidos elimina las mesas de negociación, y en su lugar, establece una consulta pública en la cual podrán participar los habitantes y los representantes de todos los sectores públicos y privados interesados; y que será convocada mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta y en un periódico de circulación nacional.  En dicha consulta se expondrán los fundamentos técnicos del canon, así como la propuesta de meta global de reducción de cargas contaminantes para esa zona de aplicación. El MINAE definirá previamente el procedimiento para la consulta.


� Así lo determina el párrafo primero del preámbulo del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos.


� Reformado por la ley 7412 del 24 de mayo de 1994, publicada en el periódico oficial La Gaceta número 111 del 10 de junio de 1994)


� Reformado por la ley 7607 del 29 de mayo de 1996, publicado en el Periódico Oficial La Gaceta número 115 del 18 de junio de 1996.


� Ley número 6797 de 4 de octubre de 1982


� Ley número 7593 de 9 de agosto de 1996


� Por vertimiento puntual, a los efectos del Reglamento en estudio se entiende como aquel vertimiento realizado en un punto fijo.


� Efectos nocivos es el resultado de incorporar al recurso hídrico una o varias sustancias contaminantes, cuya concentración y caudal son potencialmente capaces de degradar el recurso, amenazar la salud de las personas o el medio ambiente.


� Misma definición da la propuesta de modificación del Canon Ambiental por vertidos, con excepción que únicamente establece los servicios ambientales de trasporte y eliminación de desechos líquidos puntuales, dejando por fuera el servicio de dilución.


� Artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 31176-MINAE “Reglamento de Creación del Canon Ambiental por Vertidos.”  


� “Se ha determinado técnicamente, con relación con el sector agrícola, que respecto del mismo en cuanto al desarrollo de sus actividades no resulta procedente el pago del canon por vertidos, en razón de que no tienen vertidos claramente identificables y la carga neta es negativa, razón por la cual al no encontrarse dentro de los supuestos resulta procedente establecer la excepción de su aplicación a tales actividades.  De igual forma se ha determinado que con relación al sector acuícola, en cuanto al desarrollo de sus actividades pese a tener vertidos puntuales, de los mismos no se genera una carga positiva, no resulta procedente el pago del canon ambiental por vertidos”  Considerandos 3 y 4 del Decreto Ejecutivo número 31858-MINAE “Reforma al Reglamento de Creación del Canon Ambiental por Vertidos. // Además, la propuesta de modificación del Canon Ambiental por Vertidos deja por fuera de su aplicación aquellos donde la concentración de contaminante en el punto de captación sea mayor o igual a la concentración de contaminante en el punto de vertido, incluyendo las plantaciones agrícolas, acuícolas y la crianza de ganado en pastoreo.








� La propuesta de modificación del Canon Ambiental por Vertidos establece que el MINAE, mediante resolución administrativa, definirá las cuencas, subcuencas o tramos de cuenca que constituirán las zonas de aplicación del canon sobre las cuales se fijarán las metas de reducción de la carga contaminante vertida.





� Se entiende por agua residual como aquella que ha recibido un uso y cuya calidad ha sido modificada por la incorporación de agentes contaminantes.


� Sobre el tema, la propuesta de modificación del Canon Ambiental por vertidos dispone que en el caso de redes de alcantarillado, el MINAE aplicará el cobro de este canon a la entidad que presta dicho servicio y no a quien vierte en las mismas.





� Artículo 16 del Reglamento que crea el Canon Ambiental por Vertidos


� El derecho administrativo sancionador es una manifestación de la potestad punitiva del Estado que surge a partir del incumplimiento por parte del administrado para con determinados deberes u obligaciones determinados con anterioridad por el mismo ordenamiento jurídico.  Se parte del supuesto de que el ordenamiento jurídico le ha otorgado al Estado la tutela y vigilancia del ambiente, y que en principio, los procedimientos administrativos son más rápidos y efectivos que los jurisdiccionales.  	Para el autor Eduardo García de Enterría, se entiende por sanción administrativa  “aquel mal infringido tanto por parte de un administrado como por la administración en sentido amplio, como consecuencia de una conducta ilegal.  Este mal consistirá en la privación de un bien o un derecho, imposición de una obligación a pagar o bien de una multa.”  	Es importante señalar que a raíz de las prerrogativas con que cuenta la Administración, ésta puede ejecutar sus propios actos sin necesidad de acudir a la vía jurisdiccional, aún en contra de la voluntad del destinatario, quedando supeditada a ejecutar los actos administrativos que al menos gocen de validez y eficacia.  Ante la negativa del administrado de cumplir con los deberes y obligaciones que el ordenamiento jurídico ambiental dispone, la Administración cuenta con tres mecanismos de cumplimiento, por una parte, la ejecución forzosa mediante apremio sobre el patrimonio del administrado cuando se trate de un crédito líquido a favor de la Administración, además cuenta con el mecanismo de ejecución sustitutiva cuando se trate de obligaciones cuyo cumplimiento pueda ser logrado por un tercero en lugar del obligado, y por último, posee el mecanismo del cumplimiento forzoso, en el caso de que la obligación sea personalísima de dar, de hacer, o de no hacer, con la alternativa de convertirla en daños y perjuicios.	A las sanciones administrativas se les puede clasificar para efectos teóricos  de la siguiente forma, por un lado las sanciones morales, dentro de las que se encuentran las advertencias y amonestaciones a los infractores; sanciones meramente pecuniarias dentro de las que están la ejecución de la garantía de cumplimiento, las sanciones reparatorias del ambiente como la imposición de las obligaciones compensatorias o estabilizadoras del ambiente y la diversidad biológica  (reparación in natura) y la modificación y demolición de construcciones que causen daños al ambiente; las sanciones que afectan directamente la actividad contaminante o degradante del ambiente como lo son  las restricción y paralización de la actividad contaminante, la clausura de los actos que causan la denuncia, y la cancelación de permisos, patentes de las empresas que causan el deterioro ambiental, por último, las sanciones alternativas que   operan si la conducta que degrada el ambiente es menor o con un impacto mínimo sobre los ecosistemas, tales como la educación ambiental y el trabajo comunitario. A las sanciones anteriormente expuestas, se les puede agregar las siguientes: la intervención estatal en el ejercicio de la actividad empresarial o industrial, el comiso de los instrumentos con los cuales se llevó a cabo el ilícito, y la publicación  de la sentencia o resolución administrativa que confirma los hechos degradadores y contaminadores del medio ambiente.  	Este tipo de sanciones  atacan de frente a los sujetos y empresas contaminadoras, sin que éstas últimas, por el hecho de ser personas jurídicas lleguen a estar exoneradas de responsabilidad.  Por medio de estas medidas se sanciona la actividad empresarial contaminadora en sí, llegando incluso a paralizarla tanto temporal como definitivamente, lo cual vendría a evitar y prevenir las conductas que menoscaban el medio ambiente. 	Es importante recalcar, que por economía procedimental, es menos oneroso y de mayor efectividad aplicar este tipo de medidas dentro de procedimientos administrativos que dentro de proceso judiciales penales, en donde  la imputabilidad de la conducta y la certeza de la misma, acarrean una serie de problemas a la hora de llegar a la verdad real acontecida y de aplicar las sanciones del caso.


� El principio del derecho ambiental “quien contamina paga” establece como regla que quien degrade los  recursos naturales, en este caso los recursos hídricos, deberá indemnizar los daños y perjuicios que produzca.  En el ámbito internacional, este principio   encuentra contenido jurídico en la Declaración de Río sobre  Medio Ambiente y Desarrollo, la cual en su principio 16 dispone “Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio que el que contamina debería, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales.” Siguiendo la mismos lineamientos ya desarrollados por la Ley Orgánica del Ambiente, así como por la jurisprudencia emanada tanto de la Sala Primera como de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  toda persona, física o jurídica, es civil y solidariamente responsable por los daños y perjuicios ocasionados al recurso hídrico, así mismo son solidariamente responsables, los titulares de las empresas o las actividades donde se causen los daños.  La responsabilidad  por daño o contaminación del agua  es de tipo objetivo.   En este tipo de responsabilidad no es necesario probar la culpa del causante, sino, sólo el hecho de que la acción u omisión causó el daño.  De esta forma, el agente dañino asume todos los daños derivados de su actividad, cumpla o no, con el estándar de diligencia.  La valoración del daño ambiental debe ser realizada por los funcionarios del Ministerio de Ambiente y Energía o por especialistas aportados por organizaciones que protejan intereses difusos.  Tal valoración debe ser remitida junto con la denuncia respectiva al Tribunal Ambiental Administrativo quien será el órgano competente para imponer sanciones, medidas correctivas, el monto del daño ambiental y la forma en que será pagado


� El numeral 132 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre sanciona con multa de cincuenta a cien colones convertibles en pena de prisión  la conducta de arrojar aguas servidas, aguas negras desechos o cualquier sustancia contaminante en manantiales, ríos, quebradas, arroyos, permanentes y no permanentes, lagos, marismas y embalses naturales o artificiales, esteros, turberas, pantanos, aguas dulces y salobres y saladas.  Por su parte el artículo 162 de la Ley de Aguas vigente establece “Sufrirá sanción de tres meses a un año o multa de ciento ochenta a setecientos veinte colones: 1) El que arrojare a los cauces de agua pública lamas de las plantas beneficiadora de metales, basuras, colorantes o sustancias de cualquier naturaleza que perjudiquen el cauce, o terrenos de labor, o que contaminen las aguas haciéndolas dañosas a los animales o perjudiciales para la pesca, la agricultura o la industria, siempre que tales daños causen a otros pérdidas por suma mayor a cien colones.”  Además  el tipo penal previsto por el artículo 261 del Código Penal  sanciona con prisión de tres a diez años, al que envenene, contamine o adultere, de modo peligroso para la salud, aguas o sustancias alimenticias o medicinales, destinadas al uso público o de una colectividad.  Se el hecho fuere seguido de la muerte de alguna persona, la pena será de ocho a dieciséis años de prisión.  El bien jurídico tutelado por el delito del 261 del Código Penal  lo es la salud humana, y subsidiariamente, el recurso hídrico como elemento integrante del medio ambiente.  Este delito exige para su configuración que la contaminación de las aguas pongan en peligro la salud, sin que se requiera un daño o resultado concreto, pero si un peligro actual, real o inminente, por tratarse de un delito de peligro concreto.  La conducta que se sanciona  penalmente sería únicamente  el vertimiento sin permiso, pues si el agente activo cuenta con autorización para verter y aún así, sobrepasa los estándares máximos de contaminación vigentes, la conducta no constituye delito, pero si un ilícito administrativo.  Por tanto, no se penaliza la ausencia de planta de tratamiento el cual sería un requisito administrativo, sino únicamente el verter sin autorización.


� Artículo 17 del Reglamento que crea el Canon Ambiental por Vertidos // Sobre el tema, la propuesta de modificación del Canon Ambiental por Vertidos dispone que el permiso de vertido  podrá revocarse cuando se compruebe falsedad de los datos brindados por el ente generador, sin perjuicio del establecimiento de la acción judicial que corresponda; la falta de pago del canon ambiental por vertido, la no actualización de la declaración de vertidos en dos períodos consecutivos y cuando el ente generador deje de operar, ya sea por decisión del mismo u orden de autoridad competente, siempre y cuando se  respeten las reglas del debido proceso que contempla la Ley General de la Administración Pública.





� Se entiende por carga neta contaminante vertida como aquella cantidad de sustancia contaminante resultante de descontar a la carga presente en el efluente, la carga existente en el punto de captación del recurso.





� SST es Parámetro de contaminación de sólidos suspendidos totales.


� DQO o Demanda Química de Oxígeno se usa como indicador de la carga orgánica de las aguas de desecho.  Es la cantidad de oxígeno necesario para oxidar químicamente sustancias orgánicas presentes en una muestra.  Representa todo lo que se puede oxidar, en especial sales minerales y la mayoría de los compuestos orgánicos


�  La propuesta de modificación del decreto ejecutivo del Canon Ambiental por Vertidos dispone que  considerando el parámetro DQO, el cobro se realizará tomando la DQO soluble.





� De conformidad con el transitorio primero del Reglamento de creación del canon ambiental por vertidos, los costos ambientales y sociales causados por el vertimiento de sustancias contaminantes a los cuerpos de agua, serán considerados parte del monto del canon ambiental por vertidos cuando el Ministerio de Ambiente y Energía establezca el procedimiento que se empleará para su cálculo, el cual será definido a más tardar un año después de la entrada en vigencia del reglamento.


� La propuesta de modificación de Canon Ambiental por Vertidos dispone cambios en el cálculo del monto del canon vigente de la siguiente forma: Para cada parámetro de contaminación vertido (j) se calculará el monto a cobrar por concepto del canon (Monto j), de la siguiente manera:





Cuando la concentración vertida del parámetro j (Cvj) es menor o igual a la concentración máxima permitida para dicho parámetro (Cpj), se utilizará la siguiente fórmula:


                       � EMBED Equation.3  ���


	Donde:


j: Parámetro de contaminación objeto de cobro.


Monto j: Monto a cobrar por trimestre, por concepto del canon ambiental por vertidos del parámetro j, en colones.


Q: Caudal promedio vertido, expresado en litros por segundo (L/s).


0,0864: Factor de conversión de unidades.


t: tiempo promedio de vertido al día del usuario, expresado en horas.


Cnj: Concentración vertida menos concentración del parámetro j en el punto de captación, en miligramos por litro (mg/L).


Mj: Monto correspondiente al parámetro j, en colones por kilogramo (colones/kg).


T: Período de descarga mensual, expresado en días.


P: Período de descarga anual, expresado en meses.


0,75: Factor de incentivo.





Cuando la concentración vertida del parámetro j (Cvj) es mayor a la concentración máxima permitida para dicho parámetro (Cpj), se utilizará la siguiente fórmula:





� EMBED Equation.3  ���





Donde:


j: Parámetro de contaminación objeto de cobro.


Monto j: Monto a cobrar por trimestre, por concepto del canon ambiental por vertidos del parámetro j, en colones.


Q: Caudal promedio vertido, expresado en litros por segundo (L/s). 


0,0864: Factor de conversión de unidades.


t: tiempo promedio de vertido al día del usuario, expresado en horas.


Mj: Monto correspondiente al parámetro j, en colones por kilogramo.


T: Período de descarga mensual, expresado en días.


P: Período de descarga anual, expresado en meses.


Cpj: Concentración máxima permitida del parámetro j, según lo establecido por el reglamento que regula la materia de vertido y uso de aguas residuales, en miligramos por litro (mg/L).


Caj: Concentración presente del parámetro j en el punto de captación (mg/L).


3,5: Factor de recargo.


Cvj :  Concentración vertida del parámetro j (mg/L).





Cuando no exista concentración máxima permitida del parámetro j (Cpj), se utilizará la siguiente fórmula:





� EMBED Equation.3  ���


	Donde:


j: Parámetro de contaminación objeto de cobro.


Monto j: Monto a cobrar por trimestre, por concepto del canon ambiental por vertidos del parámetro j, en colones.


Q: Caudal promedio vertido, expresado en litros por segundo (L/s).


0,0864: Factor de conversión de unidades.


t: tiempo promedio de vertido al día del usuario, expresado en horas.


Cnj: Concentración vertida menos concentración del parámetro j en el punto de captación, en miligramos por litro (mg/L).


Mj: Monto correspondiente al parámetro j, en colones por kilogramo (colones/kg).


T: Período de descarga mensual expresado en días.


P: Período de descarga anual, expresado en meses.





Para efectos de la fórmula y considerando el caso del parámetro de DQO soluble, se calculará el valor de Cp a partir de la concentración máxima permisible establecida en el decreto que regula el vertido y uso de aguas residuales para el parámetro DQO, multiplicado por la relación declarada entre las concentraciones de DQO soluble y la DQO total. En caso que no se declare la concentración vertida para el parámetro DQO soluble, se realizarán los cálculos del monto a pagar considerando la concentración de DQO total.





El monto total por concepto de canon ambiental por vertidos corresponderá a la sumatoria de los montos calculados para cada parámetro de contaminación sujeto a cobro. Dicho monto se calculará a partir de los datos de concentraciones, caudales promedio y tiempos de vertido más recientes. Para el caso de las actividades estacionales se considerarán los promedios de las variables anteriores obtenidos durante el período en donde existe vertido.


El MINAE queda facultado para recalcular el monto a pagar de acuerdo a los resultados obtenidos en las mediciones indicadas en el inciso e del artículo 21. 


En ausencia de información respecto a concentraciones, caudales y tiempos de vertido, el MINAE queda facultado para calcular el monto a pagar de acuerdo con estimaciones de cargas presuntivas, según lo dispuesto en los incisos c ó d del artículo 22.





� Cálculo de carga diaria contaminante a aplicar a una fuente específica basado en índices de generación según proceso productivo, información técnica referida a factores de contaminación relacionados con niveles de producción, información derivada de caracterizaciones de vertidos previos y otra disponible.


� Principio 10 de la Declaración de Río “El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda”


� Artículo 6 Ley Orgánica del Ambiente de Costa Rica “El Estado y las Municipalidades, fomentarán la participación activa y organizada de los habitantes de la República, en la toma de decisiones y acciones tendientes a proteger y mejorar el ambiente.   También la ley de Biodiversidad de Costa Rica en su artículo 101 establece “Incentívese la participación de la comunidad en la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica mediante la asistencia técnica y los incentivos señalados en esta ley y su reglamento, especialmente en áreas donde se hayan identificado especies en peligro de extinción, endémicas o raras.  Por último el artículo 2 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos en su inciso d) establece “Fomentar la participación activa de las comunidades y los productores, en la generación de decisiones sobre el manejo y conservación de los suelos.


� La propuesta de reforma al reglamento del Canon Ambiental por vertidos cambia el procedimiento de mesas de negociación por el de audiencias públicas.  De esta forma el MINAE realizaría en cada zona de aplicación una consulta pública en la cual podrán participar los habitantes y los representantes de todos los sectores públicos y privados interesados; y que será convocada mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta y en un periódico de circulación nacional.  En dicha consulta se expondrán los fundamentos técnicos del canon, así como la propuesta de meta global de reducción de cargas contaminantes para esa zona de aplicación. El MINAE definirá previamente el procedimiento para la consulta


� Cuencas, subcuencas o tramos de cuenca  constituirán las zonas de control sobre las que se fijan las metas específicas de reducción  de la carga contaminante.  Para la delimitación de las zonas de control se atenderá: las características de la población, los usos del suelo, los usos del recurso hídrico, el grado de contaminación de los cuerpos de agua en cada sector de la cuenca, la flora y la fauna existente en la cuenca y los efectos acumulados en la cuenca por actividades humanos, lo anterior de conformidad con el artículo 21 del Reglamento de creación del Canon Ambiental por Vertidos.


� En cada zona de control se establecerá mesas de negociación con los siguientes sectores: entes generadores privados, sector comunal, sector empresas de servicio público de saneamiento y abastecimiento de agua potable, municipios, sector ambiental, otros presentes en las zonas de control como sector turístico, minería, etc.  Las mesas de negociación se convocarán mediante publicaciones en el Periódico Oficial La Gaceta y otros medios idóneos.


� Sobre el tema, la propuesta de modificación del Canon Ambiental por Vertidos dispone que: Con fundamento en los criterios técnicos, en las observaciones y aportes obtenidos en la consulta pública, el MINAE procederá mediante resolución fundada a fijar la meta de reducción global de las cargas contaminantes para cada zona de aplicación. A solicitud de los participantes y si las condiciones de la zona de aplicación así lo ameritan, se podrán establecer metas de reducción sectoriales, considerándose como máximo los siguientes sectores: agropecuario; industria manufacturera; comercio y servicios y administradores de alcantarillado sanitario. En cada zona de aplicación se establecerá una Comisión de Seguimiento con el fin de verificar el cumplimiento de la meta y colaborar con el MINAE en las acciones tendientes a tal fin. La Comisión se integrará a nivel local con un representante de cada uno de los sectores contemplados en el artículo 10 de este reglamento.En aquellas zonas de aplicación en que se alcance la meta de reducción fijada, el MINAE podrá mantener fijo el monto del canon que esté vigente en el año en que se alcanzó dicha meta, hasta que se cumpla el período de 6 años. Este monto se mantendrá vigente siempre que se mantenga la meta, teniendo que ajustarse al monto correspondiente en caso de incumplimiento o retroceso en los niveles alcanzados.





� Unidad territorial delimitada por la línea divisoria de sus aguas, las cuales drenan superficial o subterráneamente hacia una salida común. Se subdivide en subcuencas y tramos de cuencas.


� Artículo 43 del proyecto de Ley del Recurso Hídrico. 





� Artículo 17 de Ley de Aguas número 276 del 27 de agosto de 1942  “Es necesaria autorización para el aprovechamiento de las aguas públicas, especialmente dedicadas a empresas de interés público o privado.  Esa autorización la concederá el Servicio Nacional de Electricidad en la forma en que se prescribe en la presente ley, institución a la cual corresponde disponer y resolver sobre el dominio, aprovechamiento, utilización, gobierno o vigilancia sobre las aguas de dominio público, conforme a la ley 258 del 18 de agosto de 1941.  Exceptúese las aguas potables destinadas a la construcción de cañerías para poblaciones sujetas al control del Ministerio de Salubridad Pública, según ley número 16 de 30 de octubre de 1941.”  


� Transitorio 5 Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos Aresep número 7593 “Se traslada el Departamento de Aguas del Servicio Nacional de Electricidad, incluyendo el personal, activos y funciones al Ministerio de Ambiente y Energía.  Este traslado se hará efectivo dentro del plazo máximo de un año después de entrar en vigencia esta ley, en virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, en cualquiera de los artículos de la Ley número 276 del 27 de agosto de 1942 y sus reformas, donde se mencione Servicio Nacional de Electricidad en relación con las aguas nacionales, deberá leerse Ministerio de Ambiente y Energía...”


� De conformidad con el artículo 30 del decreto ejecutivo 32868-MINAE denominado Canon por Aprovechamiento de Aguas, el Instituto Costarricense de Electricidad y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados deberán informar en forma periódica por escrito al Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía sobre todos los aprovechamientos de agua que realizan para el cumplimiento de sus fines; detallando en cada una como mínimo la referente al nombre de la fuente, ubicación cartográfica de punto de toma y desfogue (cuando proceda), caudal derivado, registro de aforos de la fuente aprovechada y cualquier otro elemento o característica que consideren procedente reportar para el efectivo registro de su aprovechamiento.


� Concesión es el derecho al aprovechamiento de un bien demanial, que otorga el Estado, en forma temporal, a una persona física o jurídica, público o privada.


� Artículo 169 de la Ley de Aguas número 276 del 27 de agosto de 1942 “Las concesiones de aprovechamientos de agua pagarán al Servicio Nacional de Electricidad los siguientes derechos: I. Una cuota fija, por una sola vez, de un colón por cada diez litros o fracción de agua por segundo concedida; II Igual suma se cobrará al conceder una ampliación o al aprobar un traspaso de las concesiones otorgados; III Una cuota semestral de un colón por cada diez litros o fracción de agua por segundo concedida, si se tratase de aguas para riegos.  Si fuera para otros usos, la cuota se elevará al doble.  .....” 


� Publicado en el Diario Oficial La Gaceta el día 2 de febrero de 1998.


� Considerando VIII Decreto Ejecutivo 32868-MINAE “Canon por Aprovechamiento de Aguas.”


� Decreto Ejecutivo número 32868-MINAE


� Para efectos del cobro de canon en el uso agroindustrial, se entenderá por uso no consuntivo del agua, en aquellos procesos de enfriamiento, producción de vacíos entre otros, en los cuales el recurso una vez aprovechado se reintegra al cauce de la fuente original en cantidad y calidad igual o mejor sin necesidad de que exista de por medio un sistema de tratamiento y este se realice en forma casi inmediata a su derivación, sin que exista trasvase a otra cuenca o microcuenca, ni competencia por su uso con otras demandas de agua. Artículo 2 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE. 





� En el caso de los proyectos que desarrollen las fuerzas hidráulicas de las aguas en la generación de electricidad o fuerza mecánica son aprovechamientos catalogados como uso no consuntivo del recurso hídrico.  Artículo 2 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.





� Artículo 2 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE “Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas”, así como la Directriz 035-MINAE publicada en La Gaceta número 217 del 05 de noviembre de 2004.


� Los numerales 4 y 31 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos número 7593 del 09 de agosto de 1996, establecen tanto el deber de la entidad en proteger el ambiente cuando se trate de la prestación de servicios públicos, como la obligación de dicha institución de tomar en cuenta criterios de equidad social, sostenibilidad ambiental, conservación de energía y eficiencia económica, a la hora de fijar precios, tarifas y tasas de los servicios públicos.


� Considerando II, artículos 5, 12, 20, 31 del Decreto Ejecutivo número 32868 Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas.


� Artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 32868 Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas.


  


� Artículos 3 y 4 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.


� El inciso k del artículo 3 de la Ley forestal costarricense define los servicios ambientales como aquellos que brindan los bosques y las plantaciones forestales y que inciden directamente en la protección y el mejoramiento del medio ambiente.  Los clasifica de la siguiente manera: Mitigación de gases de efecto invernadero (fijación, reducción, secuestro, almacenamiento y absorción), Protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico, Protección de la biodiversidad para conservarla y uso sostenible, científico y farmacéutico, investigación y mejoramiento genético, Protección de los ecosistemas, formas de vida y belleza escénica natural para fines turísticos y científicos.  // Al respecto el considerando IX del decreto ejecutivo 32868 establece: “Que conforme a la Ley Forestal número 7575, el bosque y las plantaciones forestales inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente del medio ambiente brindando un servicio ambiental de protección del agua para uso urbano, rural o hidroeléctrico, donde las áreas silvestres protegidas del Estado y las áreas protegidas privadas, son ecosistemas que coadyuvan a la sostenibilidad del régimen hídrico y consecuente administración de la oferta del agua en cada una de las microcuencas o cuenca, a fin de garantizar su aprovechamiento multiuso, con prioridad al abastecimiento de agua para el consumo humano, por tanto se debe reconocer el servicio de protección del recurso hídrico que prestan estas áreas"  





� La diferencia en torno al cobro respecto a las aguas superficiales y las subterráneas radica en la fragilidad del manejo de estas últimas, en donde su contaminación es prácticamente irreversible a diferencia de las aguas superficiales.  Al respecto ha manifestado la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica mediante el voto 2004-1923 “Las aguas subterráneas son parte esencial del ciclo hidrológico, así como del total del agua de la hidrosfera el 2.4% es agua dulce, de esta un 78,1% se encuentra congelada, un 21.5% corresponde a las aguas subterráneas y un 0,4% son superficiales que se encuentran en ríos y lagos.  En la región centroamericana la principal fuente de abastecimiento público son las aguas subterráneas, frente a las superficiales que están notablemente expuestas a su contaminación y degradación por las nocivas prácticas del uso de la tierra y la expansión urbana descontrolada.... El consumo y uso de las aguas subterráneas respecto de las superficiales, presenta ventajas cualitativas y cuantitativas evidentes y claras  como las siguientes: a) La inversión para la extracción y explotación de las aguas subterráneas potables se realiza en forma gradual dependiendo del aumento de la demanda del servicio y las áreas de captación pueden ser ubicadas cerca del lugar donde se produce la demanda, todo lo cual reduce el costo de conducción, tratamiento y almacenamiento; b) la calidad físico-química natural de las aguas subterráneas es más constante que las superficiales y es potable con poco o ningún tratamiento; c) al existir suelo o roca por sobre las aguas subterráneas se encuentran más protegidas de la contaminación de origen natural o humano; d) las variaciones en cantidad y disponibilidad en épocas secas o de precipitación pluvial son mínimas comparadas con las de las aguas superficiales; e) constituyen una reserva estratégica para hacerle frente a estados de emergencia por calamidad pública, conmoción interna (Vg. terremotos, huracanes, erupciones volcánicas, etc.) o guerra ..... Consecuentemente, la protección y explotación de los reservorios de aguas subterráneas es una obligación estratégica para preservar la vida y la salud de los seres humanos y desde luego, para el adecuado desarrollo de cualquier pueblo”  


� Artículo 6 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.


� Artículo 7 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.


� Artículo 8 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE. 


� Artículo 9 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.


� Aplicación del principio de corrección a la fuente el cual se encuentra contenido en el apartado segundo del artículo 174 del Tratado de la Comunidad Europea.


� Aplicación de los principios preventivo y precautorio.


� Al respecto puede consultarse el ensayo de este mismo autor denominado “El Régimen Económicos  y Jurídico de los Servicios Ambientales” publicado en  Revista Lex difusión y Análisis,  Año VIII, octubre 2003, número especial por mes cien, México y en Revista Electrónica de Derecho Ambiental “Medio Ambiente & Derecho” Universidad de Sevilla, número 10,  enero 2004, España, www.cica.es/aliens/gimaudus/principal10.html


 


� Artículo 14 del decreto ejecutivo 32868 Canon por Concepto de Aprovechamiento de Aguas 


� Artículo 169 de la ley de Aguas ..”... Si no fuere pagado el canon indicado durante un semestre podrá serlo durante el siguiente con el veinticinco por ciento de recargo o durante el tercero con el cincuenta por ciento.  Si trascurrieran tres semestres sin que se hubieran hecho los pagos totales con las multas respectivas, caducará la concesión....”


� Artículo 26 de la Ley de Aguas “Son causas de caducidad de las concesiones: I. La falta de uso y aprovechamiento de las aguas por un periodo de tres años consecutivos o de tres dentro de cinco; II La aplicación de las aguas a usos distintos de los señalados en la concesión.... III Que el concesionario haya sido condenado dos veces por tomar, con perjuicio de tercero, un volumen mayor de agua que aquel a que está autorizado por el título. IV. El traspaso, administración o gravamen total o parcial de la concesión directa o indirectamente, a favor de Gobiernos o Estados extranjeros....., V.  El traspaso o gravamen de la concesión, en todo o en parte, o de las obras a que se refiera, sin previa autorización del Servicio Nacional de Electricidad...” 


� Artículo 20 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE


� Artículos 10 y 11 del Decreto Ejecutivo 32868-MINAE.


� En el mundo se explotan comercialmente cerca de 9.000 especies de peces, los cuales constituyen junto con los mariscos, la fuente primaria de proteína (30% a escala mundial) para cerca de mil millones de personas y muchas de estas especies dependen de los ecosistemas costeros para reproducirse.


� En 1989 el área de manglar en Costa Rica se estimaba en 41.002 hectáreas y en 1993 en 30.000 hectáreas, lo cual implicó una reducción del 27% en cuatro años.  Actualmente la extensión es de aproximadamente 40.000 hectáreas.


� “Entre los ríos y los humedales existe una compleja interrelación en la cual éstos actúan como depósitos de aguas, carga y descarga de acuíferos o protección contra inundaciones o intrusión del mar.  Los cambios en el régimen del río afectan a los humedales asociados y viceversa.  Un pobre manejo de los caudales de un río afecta a los humedales asociados y viceversa.  Un pobre manejo de los caudales de un río puede tener efectos significativos en los humedales asociados y su diversidad biológica y, a la vez, repercutir negativamente en la salud del río y de la cuenca.”  Aguilar, A., Iza, A., “Gobernanza de aguas compartidas: aspectos jurídicos e institucionales”, UICN, San José, 2007, página 97.


� Ley número 276 del 27 de agosto de 1942.


� Ley número 7317 del 21 de octubre de 1992.


� Esta misma definición ha sido la adoptada por la jurisprudencia constitucional costarricense, al respecto puede consultarse el Voto Constitucional número: 2177 del año 1998.


� Memorias del primer taller de trabajo y consulta para la  Estrategia Nacional de Conservación y Desarrollo Sostenible de los Humedales. UICN-MIRENEM, Febrero de 1994.  “La Estrategia Nacional de Humedales se desarrolló con el apoyo de la Unión Mundial para la Naturaleza (UICN) y el financiamiento de la Embajada de los Países Bajos, la cual incluyó la consulta a diversos sectores desde las comunidades locales hasta los académicos y técnicos, la recopilación y ordenación de información técnica, científica y administrativa sobre los humedales, y además talleres de capacitación que, en su conjunto, originaron una serie de recomendaciones sobre los pasos a seguir para una gestión eficiente en los recursos asociados a estos ecosistemas.”  Aguilar, G., Iza, A, “Manual de Derecho Ambiental en Centroamérica” UICN, San José, 2005, página 287. 


� Ley número 7554 del 04 de octubre de 1995.


� Ley número 8436 del 01 de marzo de 2005


� Artículo 2.18 de la Ley de Pesca y Acuicultura.


� Decreto Ejecutivo número 7841-P del 16 de diciembre de 1977


� Artículos 2 inc e, f y h del Decreto Ejecutivo 7841-P, en relación con el artículo 9 de la Ley de Zona Marítimo Terrestre.


� Decreto Ejecutivo número 32633 del 10 de marzo de 2005.


� Artículo 2 inciso 22 de la Ley de Pesca y Acuicultura.  


� Aguilar, A, González, M. “Manual de Legislación sobre Humedales de Costa Rica”, UICN, 1998, página 50.


� Decreto Ejecutivo 22550-MIRENEM del 14 de setiembre de 1993, reformado por el Decreto Ejecutivo 23247 del 20 de abril de 1998


� Articulo 2 inciso 23 del Decreto Ejecutivo 32633 del 10 de marzo de 2005.


� La Dirección General Forestal en la lista de árboles forestales de Costa Rica, la cual fue elaborada por el Ing. Rodrigo González Meza, reconoce seis tipos de mangle en Costa Rica, dentro de la lista de árboles a saber: Mangle (avicennia germinans), Mangle Blanco (bravaisi integérrima), Mangle Caballero (rhizophora mangle), Mangle de agua (bravaisia integérrima), Mangle Negro (conocarpus erecta), y Mangle Piñuela (pelliciera rhizophorae).  Información extraída de la resolución TAA 659-02 de las 13 horas del 29 de agosto de 2002, del Tribunal Ambiental Administrativo de Costa Rica.





� “En el campo ecológico, sólo el hecho de tratarse de uno de los pocos sistemas boscosos de las zonas costeras y su valor de refugio para la fauna silvestre son motivo suficiente para resguardar estos ecosistemas.  Es apreciable también su valor en el desarrollo de estados lavarles y juveniles de muchas especies comerciales, el mantenimiento de la calidad del agua en las zonas costeras y su papel en los procesos geomorfológicos de la zona costera.  Incluso se ha afirmado que los manglares constituyen un frente de avance hacia el mar ganándole nuevas tierras o evitando la erosión de las ya existentes” Dictamen Jurídico C-102-96 de la Procuraduría General de la República de Costa Rica.


� El “uso racional” de los humedales consiste en su uso sostenible para beneficio de la humanidad de manera compatible con el mantenimiento de las propiedades naturales del ecosistema.  El “uso sostenible” de un humedal es aquel se da por parte de los seres humanos de modo que produzca el mayor beneficio continuo para las generaciones presentes, manteniendo al mismo tiempo su potencial para satisfacer las necesidades y aspiraciones de las generaciones futuras.





� ALIDES establece como uno de sus objetivos “manejar adecuadamente las cuencas hidrográficas para garantizar los diversos usos de los recursos hídricos en calidad y cantidad”, e instruye “a las autoridades correspondientes sobre la actualización de los estudios sobre cuencas y humedales en Centroamérica a fin de preparar proyectos concretos para su aprovechamiento y uso sostenible”


� Aguilar, G., Iza, A, “Manual de Derecho Ambiental en Centroamérica” UICN, San José, 2005, página 285.


� En la cuenca del río San Juan entre Costa Rica y Nicaragua se encuentran los Refugios de Vida Silvestre Los Guatuzos y  Río San Juan (Nicaragua), así como los  Refugios de Vida Silvestre Caño Negro y Humedal Caribe-Noreste (Costa Rica) todos ellos sitios Ramsar.  Además, en la cuenca del río Sixaola entre Costa Rica y Panamá se encuentra el Refugio de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo (Costa Rica) y el Humedal San San- Pond Sak (Panamá) ambos sitios Ramsar.


� Sobre el tema pueden consultarse las sentencias: 6240-93, 3435-92 y 5759-93, emanadas de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica





� Sobre el tema puede consultarse el ensayo escrito por este mismo autor denominado “La exigibilidad judicial directa del Derecho Internacional Ambiental”, Revista Jurídica Lex difusión y análisis, año VII, abril 2003, número 94, México, y en elDial.com, Biblioteca Jurídica Online, Suplemento Derecho Ambiental, martes 28 de marzo de 2006, año IX, Argentina, � HYPERLINK "http://www.elDial.com" ��www.elDial.com�    


� Fecha de entrada en vigencia del Convenio 30 de abril de 1942.  





� “El texto original de la Convención ha sufrido cambios sustanciales en cuanto a las disposiciones administrativas, no así en su parte dispositiva.”  Aguilar, A, González, M. “Manual de Legislación sobre Humedales de Costa Rica”, UICN, 1998, página 15.








� En febrero de 2001, Costa Rica aprobó su Política de Humedales, una de las primeras en el mundo.  De igual forma mediante el decreto ejecutivo 28059-MINAE se estableció el Programa Nacional de Humedales.





�  Costa Rica posee más de 320 sitios de humedales, los cuales cubren 350.000  hectáreas, lo cual representa el 7% del total del territorio nacional, y se cuenta actualmente con once sitios Ramsar.  En caso  que un país signatario deba retirarse o reducir un humedal de la lista, la Parte Contratante deberá compensar cualquier pérdida de los recursos de humedales y deberá crear nuevas reservas naturales para las aves acuáticas y para la protección, en la misma región o en otro sitio, de una parte adecuada del hábitat anterior.  Esta última disposición del Convenio Ramsar se encuentra en consonancia con lo establecido por el artículo III de la Convenio para la Protección de la Flora, de la Fauna y de las Bellezas Escénicas naturales de los países de América conocida como Convención de Washington, suscrita el 12 de octubre de 1940, el cual dispone que los Gobiernos contratantes convienen en que los límites de los parques nacionales no serán alterados ni enajenada parte alguna de ellos sino por acción de la autoridad legislativa competente.





� El artículo 5 de la Convención Ramsar reconoce la necesidad de promover el manejo integrado de los humedales, que en ocasiones pueden ser transfronterizos formando parte de cuencas hidrográficas compartidas.  


� De conformidad con el artículo 43 de la Ley Orgánica del Ambiente número 7554 del 04 de octubre de 1995, para realizar cualquier tipo de actividad que afecte los ecosistemas de humedal es necesario contar con una Evaluación de Impacto Ambiental


� La Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 41 declara de interés público los humedales y su conservación, por ser de uso múltiple, estén o no protegidos por las leyes que rijan esta materia.  De igual forma, el artículo 32 del mismo cuerpo legal designa a los humedales como una categoría especial de áreas silvestre protegida.





� Mediante el decreto ejecutivo 28059-MINAE, Costa Rica  estableció el Programa Nacional de Humedales.








� “Las Partes Contratantes celebrarán consultas sobre el cumplimiento de las obligaciones que se derivan de la Convención, especialmente en el caso de un humedal que se extienda por los territorios de más de una Parte Contratante o de un sistema hidrológico compartido por varios de ellas.  Al mismo tiempo, se esforzarán por coordinar y apoyar activamente las políticas y regulaciones actuales y futuras relativas a la conservación de los humedales y de su flora y fauna.”  Artículo 5 de la Convención Ramsar.





� UICN, Convenios Internacionales relacionados con los Humedales y el Medio Marino de Mesoamérica, página 3. 





� Aguilar, G., Iza, A, “Manual de Derecho Ambiental en Centroamérica” UICN, San José, 2005, página 283.


� � HYPERLINK "http://www.ramsar.org" ��www.ramsar.org�





� Fecha de entrada en vigencia del Convenio 17 de diciembre de 1975


� Vigente desde el 08 de noviembre de 1949


� Voto número 5255-1998 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Voto número 5255-1998 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Voto número 5255-1998 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Voto número 7294-1998 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Voto número 7294-1998 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Voto número 2918-1999 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.





� “Los humedales constituyen un ecosistema y no debería ser considerados como una categoría de manejo como tal.”  Cabrera, J., “Manual de Legislación Ambiental Costarricense”, Editorial Jurídica Continental, San José, 2006, página 73.


� Artículos 58  y 60  de la Ley de Biodiversidad Ley número 7788 del 30 de abril de 1998 y artículo 35 de la Ley Orgánica del Ambiente.


� Artículo 36 de la Ley Orgánica del Ambiente.


� Artículo 58 de la Ley de Biodiversidad.


� Así lo dispone el artículo 38 de la Ley Orgánica del Ambiente, el cual se encuentra en consonancia con el artículo III de la Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y las bellezas escénicas de América, y el artículo 4 de la Convención Ramsar.


� Así lo interpretó la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en el voto 796 de 1991.


� De conformidad con el artículo 3 inciso g) de la Ley Forestal número 7575 del 5 de febrero de 2006, se entiende por régimen forestal “Conjunto de disposiciones y limitaciones de carácter jurídico, económico y técnico, establecidas por esta ley, su reglamento, demás normas y actos derivados de su aplicación, para regular la conservación, renovación aprovechamiento y desarrollo de los recursos forestales.”


� Artículo 37 de la Ley Orgánica del Ambiente.


� El patrimonio natural de Estado está constituido por los bosques y terrenos forestales de las reservas nacionales, de las áreas declaradas inalienables, de las fincas inscritas en nombre del Estado y de las pertenecientes a las Municipalidades, Instituciones Autónomas, y demás organismos de la Administración Pública, excepto aquellos inmuebles que garantizan operaciones crediticias en el Sistema Bancario Nacional e ingresen a formar parte de su patrimonio;  el Ministerio de Ambiente y Energía administra el Patrimonio Natural del Estado.  El régimen de propiedad forestal estatal es de aplicación a los manglares.  Artículo 1 y 13 de la Ley Forestal.


� El tema es desarrollado ampliamente por el voto 2301-1991 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Aproximadamente el 40% de los 350 humedales con los que cuenta el país se encuentran en esta situación.


� Artículo 41 de la Ley Orgánica del Ambiente.


� Cabrera, J., “Manual de Legislación Ambiental Costarricense”, Editorial Jurídica Continental, San José, 2006, página 199.


� Así también lo establece el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE denominada Requisitos para la Renovación de Permiso de Uso Existentes en Áreas de Manglar relacionados con la producción de sal y camarones “Queda prohibida la construcción de diques y otras obras que eviten el flujo normal de las mareas así como canales de que provoquen su desecamiento, el relleno o cualquier otra alteración que eventualmente afecte la viabilidad del ecosistema, de igual forma no se permite otras actividades que no estén contempladas en el plan de manejo” y el artículo 7 del Decreto Ejecutivo 22550 que al efecto establece “Queda totalmente prohibida cualquier actividad que vaya orientada a interrumpir el crecimiento normal del manglar como la construcción de diques que eviten el flujo de las mareas, el desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque  eventualmente la eliminación del mismo.”





� Artículos 43 y 44 de la Ley Orgánica del Ambiente.


� Así lo establece el artículo 4 del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE denominada Requisitos para la Renovación de Permiso de Uso Existentes en Áreas de Manglar relacionados con la producción de sal y camarones.


� Ley número 276 del 27 de agosto de 1942.


� “En consecuencia, las aguas cubiertas por el manglar, no brotan en el interior de las fincas, sino que provienen del mar.  Por lo tanto esas aguas y los vasos que la contienen son del dominio público y no pueden ser reducidos a propiedad privada, pues están fuera del comercio de los hombres. Artículo 262 del Código Civil” Voto número 121 de las 16 horas del 14 de noviembre de 1979 de la Sala de Casación.  También puede consultarse los votos 1975-91 y 6170-98 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica.


� Ley número 6043 del 17 de febrero de 1977.


� De conformidad con el artículo 10 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, esta tiene una extensión de doscientos metros medidos desde la línea de pleamar ordinaria y se divide en dos zonas: 1) zona pública de cincuenta metros contiguos a la línea de pleamar ordinaria, y 2) zona restringida, constituida de los restantes ciento cincuenta metros.  


� Artículo 4 del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, Decreto Ejecutivo número 7841-P del 16 de diciembre de 1977. 


� Para el desarrollo y aprovechamiento de la zona restringida de la Zona Marítima Terrestre es necesario contar con la Declaratoria de Aptitud Turística, plan regulador costero y además concesión otorgada por la Municipalidad.


� “El proyecto 14585, artículo 114, estipula una zona de protección de 20 metros alrededor de todos los manglares del país, en ella se prohíbe realizar todo tipo de construcciones u obras.  Esa franja de 20 metros es de dominio público, pues ha de entenderse subsumida sobre la zona restringida de 150 metros contiguo a los humedales costeros, y corresponderá al MINEA definirla y delimitarla en coordinación con el Instituto Geográfico Nacional”  Opinión Jurídica OJ-092-2002 del 13 de junio de 2002 de la Procuraduría General de la República de Costa Rica.


� El patrimonio natural del Estado está constituido por los bosques y terrenos forestales de las reservas nacionales, de las áreas declaradas inalienables, de las fincas inscritas a su nombre y de las pertenecientes a las municipalidades, instituciones autónomas y demás organismos de la Administración Pública, tal y como lo regula el artículo 13 de la Ley Forestal. // En los manglares que forman parte del Patrimonio Natural del Estado se permiten las siguientes actividades: labores de investigación, capacitación, ecoturismo, una vez aprobadas por el MINAE, quien definirá, cuando corresponda la realización de evaluaciones de impacto ambiental. Artículo 18 de la Ley Forestal.  


� Artículo 14 de la Ley Forestal. //La Ley de Informaciones Posesorias número 139 del 14 de julio de 1941 establece el deber del juez de rechazar la inscripción de terrenos a favor de particulares cuando el terreno a titular forma parte de un área silvestre protegida.


� Así lo establece el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 22550-MIRENEM


� Artículo 7 del Decreto Ejecutivo 22550-MIRENEM


� Artículo 3  del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE


� Artículo 4 del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE


� Artículo 5 del Decreto Ejecutivo 29342-MINAE


� Sentencia 2004-260 del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, Costa Rica, de las 9:15 horas del 18 de marzo de 2004


� Tipificado por el numeral 103 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre.


� Cerca del 40% de los humedales costarricenses se encuentran es esa situación.


� La frase “convertible en prisión” que contiene el delito establecido por el numeral 103 de la LCVS, ha sido objeto de jurisprudencia contradictoria por parte de la Sala Constitucional.  En algunos votos la Sala ha dicho que es inconstitucional y se debe eliminar del todo, pues atenta contra la prohibición de cárcel por deudas, mientras que en otro voto ha sostenido que la frase debe interpretarse en el sentido que el juez puede aplicar multa o prisión.  Al respecto puede consultarse los Votos constitucionales: 5646-87, 1054-94 y 6133-98.





� La jurisprudencia del Tribunal Superior de Casación Penal, a partir del año 2003, le otorga poder al juzgador para condicionar el beneficio de ejecución condicional de la pena a la reparación in natura del daño causado con su conducta, independientemente que exista o no  acción civil resarcitoria presentada.    El Tribunal de Casación ha encontrado  racional y proporcional condicionar el beneficio a  la reparación del daño.  El sustento legal lo encuentra en los numerales 28, 50 y 74 de la Constitución Política, así como en los artículos 2,6,10 inc C, 19 y 38 inc F, de la Ley Forestal, 52 de la Ley de Uso, Manejo y Conservación de los Suelos, 53, 54 y 55 de la Ley Orgánica del Ambiente y 53 y 54 de la Ley de Biodiversidad


� “La mayoría de los autores se refieren a este fenómeno denominándolo “concurso aparente de leyes” o “concurso aparente de normas.”  Tal denominación es incorrecta, porque las leyes o las normas concurren realmente.  Lo es aparente en la concurrencia de lesiones jurídicas; por ello preferimos hablar de “un concurso aparente de delitos”, Castillo,  F., “El concurso de delitos en el derecho penal costarricense”, publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1981.


� Si la conducta es realizada por un funcionario público en ejercicio de sus funciones y ésta se lleva a cabo  sobre un humedal de dominio público, no habría delito que perseguir puesto que el Estado, como persona jurídica, actúa por medio de sus funcionarios, y no podría invadir terrenos que son de su propio patrimonio.


� Sobre el delito de invasión de área de protección o área silvestre protegida la jurisprudencia del Tribunal Superior de Casación Penal ha establecido: “Es cierto que la acción delictiva establecida por el 58.C de la ley Forestal consiste en invadir un área de conservación o protección, pero el contenido del término no es el despojo o ingreso al dominio de otro.  Como las áreas de conservación suponen una limitación genérica, a todo propietario de inmuebles por los que corren los ríos de Costa Rica, con la finalidad de preservar el ambiente natural, la salud, la ecología y lo poco que pueda salvarse para el equilibrio del planeta Tierra, tal restricción al dominio es un régimen que obliga a mantener intacta la porción del inmueble bajo la tutela estatal, de donde deriva la posibilidad de realizar en aquella únicamente los actos permitidos por ese régimen.  De este modo, invadir el área de protección se traduce en realizar sobre ella cualquier acto no permitido, lo que puede hacer cualquiera ya sea propietario o un tercero...”  Resolución 2004-0904 de las diez horas cincuenta minutos del dos de setiembre de 2004.    





� La conducta específica de “relleno de humedales” no se encuentra prevista expresamente en ningún tipo penal costarricense, razón a la que la jurisprudencia ha acudido al tipo de “invasión” para castigar tan nefasta conducta.


� “Conjunto de disposiciones y limitaciones de carácter jurídico, económico y técnico, establecidas por esta ley, su reglamento, demás normas y actos derivados de su aplicación, para regular la conservación, renovación, aprovechamiento y desarrollo de los recursos forestales.”  Artículo 3 inciso g) de la Ley Forestal.


� Al respecto puede consultarse la  Circular 01-2005 “Política de Persecución Penal Ambiental, Fiscalía General de la República, Ministerio Público, Poder Judicial.


� El artículo 32 del Código Procesal Penal dispone en cuanto al cómputo de la prescripción que los plazos empezarán a correr, para los delitos continuados o de efectos permanentes, desde el día en que cesó su permanencia.    Califican dentro de esta categoría los delitos de invasión de área de protección o área silvestre protegida, usurpación, usurpación de dominio público y construcción o desarrollo de zona marítimo terrestre.


� El elemento desarrollo es el más polémico por ser objeto de varias interpretaciones, donde algunos han considerado que se trata de proyectos de gran magnitud, y otros aceptan que desarrollo es cualquier estructura que invada la zona marítimo terrestre.  Según la Circular 01-2005 “Política de Persecución Penal Ambiental, Fiscalía General de la República, Ministerio Público, Poder Judicial, los fiscales de la República mantendrán la segunda posición, en el entendido que si la conducta típica consistió en levantar estructuras provisionales que luego fueron retiradas sin daño para el ambiente, deberán solicitar la aplicación del criterio de oportunidad.


� Cualquier construcción o realización de un desarrollo debe contar con autorización o concesión.  Los verbos “remodelar” o “reconstruir” se encuentran contenidos dentro de la acción típica de “construir o realizar cualquier tipo de desarrollo”, lo que se desprende del espíritu de la ley de la Zona Marítimo Terrestre en sus artículos 13, 19 y 24 y de la definición de “construcción” que ofrece el artículo 1 inciso 3 del Reglamento de Construcciones, publicado en La Gaceta número 56 del 22 de marzo de 1983 y de la Ley de Planificación Urbana número 4240 del 15 de noviembre de 1968, artículo 1.  Así lo dispone la  Circular 01-2005 “Política de Persecución Penal Ambiental, Fiscalía General de la República, Ministerio Público, Poder Judicial


� Tal y como lo dispone la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, la misma no es de aplicación en las ciudades litorales (Puntarenas, Puerto Cortés, Jacó, Golfito y Quepos), en aquellos terrenos inscritos con anterioridad de ley, en los Parques Nacionales y reservas equivalentes (lo cual incluye todas las áreas silvestres protegidas y aquellos terrenos que forman el Patrimonio Natural del Estado que se encuentren dentro de la zona marítimo terrestre), el proyecto de Desarrollo Integral de Bahía Culebra, los terrenos administrados por JAPDEVA con excepción de las 200 metros a los lados de los canales principales, la zona portuaria de Caldera, el sector de Playa Tivives, Isla San Lucas, Isla del Coco.


� También sobre el tema puede consultarse el voto constitucional número 5756-96.


� El artículo 2 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre define “extracción de la flora” como “acción de recolectar o extraer plantas silvestres, sus productos o subproductos, en ambientes naturales o alterados


� En cuanto a la acción de eliminar, se debe entender que se trata de la destrucción de la flora.  Se asemeja a la destrucción en el tanto que, eliminar la flora silvestre en los términos del tipo, se puede hacer mediante su recolección, corta, separación, pero también se puede eliminar por métodos distintos, como la quema o el envenenamiento, el depósito de materiales y desechos sobre la flora o su remoción junto con la capa fértil.  





� Por caudal ambiental se debe entender “El régimen hídrico que se establece en un río, humedal o zona costera para sustentar ecosistemas y sus beneficios donde hay empleos del agua que compiten entre si y donde los caudales están regulados.  Debe distinguirse entre la cantidad de agua que se necesita para sustentar un ecosistema en su estado cercano a prístino, y la que podría eventualmente asignarse al mismo luego de un proceso de evaluación ambiental, social y económica.  Es último recibe el nombre de caudal ambiental, y será un caudal que sustente el ecosistema en un estado menos que prístino.” Dyson M, Bergkamp G., y Scanlon, J.  “Caudal, elementos esenciales de caudales ambientales”, Unión Mundial para la Naturaleza, 2005, página 3


� De conformidad con el numeral 11 de la Ley de Aguas estos usos comunes son los siguientes: beber, lavar ropas, vasijas y cualquier otro objeto, bañarse y abrevarse o bañar caballerías y ganado.


� En Costa Rica todas la aguas (superficiales, subterráneas, territoriales y atmosféricas), así como las fuerzas que de ellas se obtienen, son consideradas bienes de dominio público.  El Estado es quien otorga, regula, controla y administra todas las aguas, sus nacientes, los vasos de los lagos, laguna y esteros de corrientes permanentes o intermitentes, superficiales y subterráneas, así como los materiales no metálicos que se acumulen en los cauces y en los vasos.  Los bienes del Estado se caracterizan por ser de su exclusiva titularidad y porque tienen un régimen jurídico especial.  Se trata de bienes imprescriptibles, inalienables e inembargables, no susceptibles de ser apropiados por particulares ni por la misma Administración Pública, de ahí que su uso o aprovechamiento requiere de un marco que los regule o de un acto expreso de autorización legislativa.  La explotación del recurso se posibilita mediante la aplicación de tres posibles figuras: 1) Concesión: figura jurídica por medio de la cual se permite el aprovechamiento de aguas, materiales y bienes conexos a personas privadas, físicas o jurídicas. 2) Asignación: figura jurídica por medio de la cual se permite el aprovechamiento de aguas, materiales y bienes conexos a las instituciones estatales y de participación estatal. 3) Permiso: figura jurídica por medio de la cual se permite el aprovechamiento de aguas, materiales y bienes conexos para labores transitorias o especiales, a personas físicas o jurídicas, públicas o privadas.





� Esta disposición encuentra asidero jurídico en el derecho internacional ambiental, específicamente en el principio 17 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, principio 11 de la Carta Mundial de la Naturaleza y el artículo 14 de la Convención sobre la Diversidad Biológica, así como en la jurisprudencia emanada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica la cual en el voto 2001-938 determinó lo siguiente “Así, el otorgamiento de permisos de obra cuando existe de por medio, proyectos de desarrollo, humedales, entre otros, debe hacerse en estrecha relación con las autoridades de SETENA, quien es la encargada de velar y aprobar las transformaciones humanas sobre el medio ambiente, para que éstas garanticen la sostenibilidad ambiental para futuras generaciones, lo que, en el mejor de los casos, la entidad accionada, resolvió inadvertidamente, permitiendo que el proyecto iniciara y su desarrollador ejecutara más allá de sus facultades y sin lo autorizado por el SETENA.”


� Decreto Ejecutivo número 25721-MINAE publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 16 del 23 de enero de 1997





� Cabrera, J., “Manual de Legislación Ambiental Costarricense”, Editorial Jurídica Continental, San José, 2006, página 203.


� Creada mediante la Ley Orgánica del Ambiente.


� Este es el criterio esbozado por la Comisión Plenaria de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental del Ministerio de Ambiente de Energía mediante el oficio CP-249-2006-SETENA del 08 de agosto de 2006, por medio del cual se llega a la conclusión de la existencia de un vacío legal en el ordenamiento jurídico costarricense que establezca un procedimiento de diagnóstico ambiental aplicable a obra o proyectos que se encuentren en operación. 


� CCAD/UICN/ORMA, “Instrumentos para la agilización, armonización y modernización de los sistemas de EIA en Centroamérica”, 2006, San José, página 21.





























� Decreto ejecutivo número 26042-S-MINAE, publicado en el Periódico Oficial La Gaceta del 19 de junio de 1997.


� El objeto del reglamento de Vertido y Reuso de Aguas Residuales lo era la protección de salud humana de la proliferación de enfermedades de transmisión hídrica, la protección de las fuentes de agua potable disponibles y la tutela de los ecosistemas relacionados con el recurso hídrico, lo anterior de conformidad con el preámbulo del Reglamento de comentario.


� Al respecto consultar el ensayo “El Régimen Jurídico y Económico de los Servicios Ambientales” publicado Revista Lex difusión y Análisis,  Año VIII, octubre 2003, número especial por mes cien, México, en Revista Electrónica de Derecho Ambiental “Medio Ambiente & Derecho” Universidad de Sevilla, número 10,  enero 2004, España, � HYPERLINK "http://www.cica.es/aliens/gimadus/" ��www.cica.es/aliens/gimadus/�,  y en elDial.com Biblioteca Jurídica Online, Suplemento Derecho Ambiental, martes 21 de mayo de 2006, año IX, Argentina, � HYPERLINK "http://www.elDial.com" ��www.elDial.com�.
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